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El propósito de este trabajo es analizar uno de los riesgos previsibles que el interventor 
como profesional y empresario que ejerce la consultoría en Colombia debe identificar y gestionar 
en función de sus deberes de conducta: el riesgo de negligencia de su personal. 
Este estudio se realiza a través del enfoque cualitativo para, en primer lugar, establecer la 
esencia de los contratos de consultoría e interventoría, que permite determinar sus deberes de 
conducta en función de la diligencia que le es exigida. En la segunda parte, el estudio identificará 
los procesos internos en los que el empresario interventor debe enfocarse para gestionar el riesgo 
de negligencia desde el punto de vista del riesgo puro y especulativo. 
Las estipulaciones generales de los contratos de concesión 4G, “Red Férrea”, y lo ocurrido 
hasta el momento en el proyecto Hidroituango serán un recurso didáctico para el desarrollo de la 




The purpose of this work is to analyze one of the foreseeable risks that the auditor, as a professional 
and entrepreneur who practices consulting in Colombia, must identify and manage based on their 
behavioral duties: the risk of negligence of their staff. 
 
This study is carried out through a qualitative approach to, in the first place, establish the essence 
of consulting and auditing contracts, which allows determining their conduct duties based on the 
diligence that is required of them. In the second part, the study will identify the internal processes 
on which the financial controller must focus to manage the risk of negligence from the point of 
view of pure and speculative risk. 
 
The general stipulations of the 4G concession contracts, “Red Férrea”, and what has happened so 








El término riesgo determina una forma de problematización del futuro, es decir, una forma 
de trato con el tiempo, el cual, dependerá de las nociones construidas culturalmente, sobre las cosas 
que los individuos hacen y le dan más importancia, por lo que la percepción del riesgo varía según 
la posición de los actores (Douglas, 1985, p.11). 
Desde la construcción social del riesgo, es preciso empezar por indicar que Mary Douglas 
(1985), define cultura como la colección, públicamente compartida, de principios y valores usados 
en un tiempo cualquiera para justificar una conducta y sienta las bases para realizar probabilidades 
pero que están ligadas fuertemente a la cultura. Por lo que, la cultura es el filtro por el que se 
reconoce lo que es riesgo y lo que no. Cuando se le pregunta por los riesgos que afronta, un 
individuo tiene que responder partiendo de alguna norma culturalmente establecida de la cautela 
debida, más cuando cada pauta cultural de riesgo es sustentada por su propia estructura económica 
(pp. 118-119). 
En el mismo sentido, Beck (2008) afirma que la realidad del riesgo se revela en su 
disputabilidad. Cuanto más grande y objetivo parece un riesgo, más depende su realidad de la 
valoración cultural que se haga de él. Dicho de otra manera: la objetividad de un riesgo es producto 
de su percepción y escenificación (incluso de la más imparcial); esto no significa que no haya 
riesgos, que los mismos sean una especie de ilusiones, de ahí que la aproximación al riesgo se 
encuentre sesgada por el ideario individual y colectivo de los individuos.  
En el área de la antropología y la politología se ha señalado que la evaluación del riesgo es 
un problema social. Lo que indica que un individuo estructura su comportamiento en relación con 
las expectativas y la dinámica social en la cual interactúa, estableciendo parámetros de 
socialización basados en la opinión colectiva y en el ideario de la misma (Luhmann, 1991, p. 23). 
 
Por lo cual se podría inferir que la cultura es el principio codificador por el que se reconocen 
los riesgos y los peligros. Las pautas culturales establecen qué riesgos son apropiados e 
inapropiados, emergiendo como parte de la asignación de responsabilidad. Cuando se le pregunta 
por los riesgos que afronta, un individuo tiene que responder partiendo de alguna norma 




se negó a moverse en condiciones climatológicamente adveras; un esquiador olímpico se ufanará 
más de su cuidado del equipo. Ambos, negado que se arriesgan, afirman que evitan riesgos 
absurdos. Para algunos equipos de fútbol, será un buen técnico el que tome más riesgos que el que 
haga un planteamiento conservador de esperar al rival, en otros será a la inversa; pero siempre y 
cuando cumplan con las expectativas razonables puestas en el equipo en función de su plantilla, 
historia y rival. En todo caso, siempre las decisiones que se tomen están sujetas a la crítica de la 
comunidad (Luhmann, 1991, p. 109). 
Cada pauta cultural de riesgo es sustentada por su propia estructura económica; por eso, lo 
primero que hay que detectar es la cultura del riesgo de cada organización en particular. El entorno 
organizativo y social en el que se desenvuelve e interactúa el tomador de decisiones, ello 
indefectiblemente aportará elementos para determinar un rango de aproximación al riesgo, sea 
desde la anticipación a la consumación del mismo, las medidas de prevención, protección o manejo 
de las contingencias, o también desde la misma depuración de circunstancias que prematuramente 
se catalogaron como riesgosas. Justo en este ejercicio de valoración y estimación del riesgo es 
cuando los sesgos culturales inciden tangencialmente, dado que la noción, definición, 
caracterización y abordaje de lo que se considera como riesgoso es un tema inherente a la esfera 
cultural de determinado colectivo  (Douglas, 1985, pp.121-130). 
Por otra parte, en el escenario jurídico, el riesgo cuenta con una definición y determinación 
más ceñida a factores objetivos, técnicos y científicos. Según Cabarcas (2018), el riesgo se define 
como la probabilidad mensurable de la desviación entre el resultado esperado y el obtenido (p. 
146). Desde la postura del Gobierno Nacional y de conformidad con la normatividad vigente, el 
riesgo está constituido por aquellos eventos que pueden generar efectos adversos y de distinta 
magnitud en la ejecución de un contrato (Decreto 1082, 2015, art. 2.2.1.1.1.3.1), que afecten los 
flujos de costos y de ingresos (Consejo Nacional de Política Económica y Social; República de 
Colombia; y Departamento Nacional de Planeación, Documento Conpes 3760 de 2013). 
En la doctrina extranjera, los riesgos de un proyecto se refieren a los diferentes factores 
que pueden hacer que no se cumplan los resultados previstos y los flujos esperados (Institution of 
Civil Engineers, 2014). En proyectos de infraestructura se ha definido en Colombia como la 




variación sobre el resultado esperado, tanto respecto a los costos como a los ingresos (República 
de Colombia; y Departamento Nacional de Planeación, Documento Conpes 3107 de 2001). 
Con base en las anteriores definiciones, se observa la tendencia a definir riesgo desde un 
sesgo del riesgo puro, que es precisamente la postura predominantemente en los doctrinantes; esto 
es, el riesgo de que todo salga mal, el que avizora consecuencias adversas y negativas ante un 
hecho o decisión que en su momento se contempló como adecuada, pero cuyo resultado terminó 
siendo infortunado al generar insatisfacción o pérdidas; o más bien, desviaciones negativas entre 
lo que se quería y lo que sucedió en realidad.  
Sin embargo, la incertidumbre existe siempre cuando no se sabe con seguridad lo que 
ocurrirá en el futuro. Por ejemplo, hay incertidumbre de que mañana pueda llover, lo cual implica 
un riesgo puro para quien no lleve paraguas y un riesgo de oportunidad para quien los vende o 
necesite rociar su jardín. Así, el riesgo puro es aquello que afecta el bienestar, y el riesgo de 
oportunidad es aquello que puede mejorar el bienestar. La perspectiva cambia de acuerdo con las 
necesidades y expectativas de cada cual (Bravo & Sánchez, 2012, p 4). 
La definición que más seguiremos en adelante será la que define al riesgo en términos latos 
como la exposición a la incertidumbre la cual, puede ser vista como una oportunidad de que, a 
mayor riesgo, mayor el retorno potencial, pero también conlleva un riesgo puro de mayor pérdida 
potencial. Por tanto, el riesgo será consustancial a toda actividad económica (Cunillé, 2005). 
También visto como incertidumbre para conseguir beneficios (lado positivo) o amenazas para el 
éxito (lado negativo) (Comunidad de Madrid, sf.). De esta manera, la definición de riesgo como 
exposición a la incertidumbre, engloba todos los resultados posibles, ya sean positivos o negativos, 
amenaza y oportunidad.  
 
Siguiendo a Luhman (1991), en relación con la diferencia entre riesgo y peligro, que hace 
que pueda considerarse que el posible daño es consecuencia de una decisión, y entonces se refiere 
al concepto mismo de riesgo; ahora bien, si el posible daño es provocado externamente se hará 
referencia al peligro (p. 34). Bajo esta óptica, el riesgo en términos empresariales podría originarse 
desde toda actividad que conlleve a la toma de decisiones por parte del empresario, por cuanto se 
asume que las mismas pueden generar unas serie de circunstancias potencialmente lesivas que 




carácter de previsible. Por otra parte, el peligro, adopta una connotación inesperada, y es originado 
por factores externos o ajenos a la misma toma de decisiones por parte del empresario, de ahí que 
la gestión del mismo se torne difícil de realizar por ser un escenario desconocido, entonces su 
abordaje está supeditado al grado de certidumbre que se logre alcanzar frente a ciertos indicios de 
lesividad. Aunque visto desde otra arista, la incertidumbre en sí misma, es el riesgo no cuantificado 
y por tanto no gestionado; en este sentido, donde no se ha creado una métrica para calcular la 
frecuencia y la gravedad de un eventual incidente existe un peligro inminente para la gestión del 
mismo; por lo cual, se asume que la misión de la gestión de riesgos es precisamente la de 
transformar la incertidumbre en riesgo, esto es, algo que se puede gestionar, y por tanto, algo que 
se pueda medir y cuantificar, para luego establecer la clase de riesgo administrado, la definición, 
origen, delimitación, forma de abordaje y aseguramiento del mismo. De lo anterior, también se 
podría concluir que, el riesgo será la exposición misma a la incertidumbre cuantificada, aquella 
que se puede prever, gestionar, gerenciar, medir, etc. Según Douglas (1985) cada elección que se 
realiza en la cotidianidad se halla plagada de incertidumbre, y esa es precisamente la condición 
básica para la búsqueda y generación del conocimiento humano, de ahí que una gran parte del 
análisis del riesgo está relacionada con el intento de convertir las incertidumbres en probabilidades 
(p. 74). 
Siguiendo la misma línea, el riesgo también se podría definir desde la desviación sobre las 
expectativas en la generación de valor de una compañía por parte de quienes deciden, al haberse 
expuesto a la incertidumbre. La desviación de las expectativas generadas por causas externas 
imprevisibles, inmensurables, no cuantificables, será en razón a un peligro. Por tanto, el riesgo 
será toda desviación y obtención de un resultado inesperado y diferente al proyectado inicialmente 
por la organización, así como el grado de vulnerabilidad y exposición al peligro que se derive de 
las decisiones adoptadas por el actor competente de  gestionar el riesgo.  
En este documento se propone el enfoque especulativo de la gestión de riesgos para la 
generación de valor de la compañía, esto es, para la generación de ganancias y de creación de 
patrimonio; y que de esta manera, el riesgo de responsabilidad civil profesional sea entendido 
como una circunstancia medible, previsible y controlable. Es preciso indicar que en dentro de la 
dinámica organizacional contemporánea se ha optado por asumir un enfoque de riesgos defensivo, 




probabilidad de ocurrencia de un suceso nocivo, como el grado de exposición peligrosa y la 
severidad del hecho dañoso, para con ello garantizar la obtención de ganancias de forma segura, 
efectiva y eficaz, y para eso se suele reducir la gestión de riesgos al aseguramiento de la actividad 
mediante pólizas de seguros, que en la mayoría de los casos aseguran el peligro más no el riesgo. 
Para el desarrollo del presente trabajo se optó un paradigma metodológico netamente de 
carácter cualitativo, de tipo descriptivo, mediante la técnica de revisión y análisis documental de 
las fuentes primarias y secundarias como la normatividad,  doctrina y jurisprudencia colombianas 
y extranjeras en lo atinente a la gestión del riesgo por negligencia en contratos de interventoría; 
así como, los documentos oficiales emitidos por los organismos de control nacionales al respecto;   
información bibliográfica que fue recolectada y sistematizada en resúmenes analíticos de 
investigación, y que se procesó desde el método del análisis y la deducción.  
Dentro de este marco metodológico, la pregunta problema de investigación que se intentará 
resolver a lo largo de la presente investigación será: ¿Cuál es el fundamento socio-jurídico del 
riesgo de negligencia del interventor en proyectos de ingeniería en Colombia? La hipótesis 
propuesta es que debido a que el contrato de consultoría es un contrato nominado más no tipificado, 
la ley y la jurisprudencia definen la naturaleza del contrato de consultoría no por sus elementos 
esenciales que lo describen como un negocio jurídico cerrado y ceñido al carácter taxativo de la 
ley; sino por la extensión de actividades diversas que abarca; aunque sin que se desdibuje su 
carácter propio y exclusivo, ni tampoco se abuse del rol del interventor como observador de 
segundo orden, y sobre el cual recaen obligaciones de medio más no de resultado. En este marco 
conceptual, uno de los riesgos previsibles que debe identificar y gerenciar el empresario 
interventor como profesional que ejerce la consultoría en Colombia es el riesgo de negligencia de 
su propio personal desde las ópticas del riesgo puro y especulativo, y con un abordaje interno del 
riesgo.   
Bajo esta estructura metodológica, el presente trabajo inicialmente ofrece una descripción 
del concepto de riesgo desde la óptica antropológica y sociológica, para con ello identificar los 
elementos y la dinámica del mismo dentro del universo del derecho, desde la propia adecuación 
de las premisas jurídicas que lo positivizan, hasta el alcance que le ha otorgado la jurisprudencia 




En cuanto a la estructura general del trabajo, se tiene que este se encuentra organizado en 
tres capítulos con sus respectivos subcapítulos de la siguiente forma: en el Capítulo I. se ofrece 
una caracterización y definición del contrato de interventoría, iniciando por conceptualizar al 
contrato de consultoría y el de prestación de servicios en sus tres tipologías  desde su definición 
en el campo jurídico nacional, ofreciendo una comparación entre estos dada la similitud que en la 
realidad se aprecia en los mismos, llegando a determinarse que si bien los dos tipos de contratos 
tienen la finalidad de adquirir el apoyo intelectual y la experticia de una persona, el contrato de 
interventoría asume un carácter cerrado, particular y específico en lo relacionado con el objeto del 
contrato, el cual se enmarcará dentro de los parámetros taxativos de la Ley 80 de 1993, y no podrá 
ampliarse a otras áreas funcionales así la administración lo requiera, por correrse el riesgo de 
abusar de la figura contractual al añadir un objeto diferente al inicialmente pactado por las partes. 
Por el contrario, el contrato de prestación de servicios cuenta con un carácter más amplio, genérico 
y en cierto grado, difuso, dado que dentro del objeto contractual de este se pueden incluir  
funciones que sean requeridas por la entidad pública contratante eso sí en una materia relacionada 
con el objeto contractual del contrato de prestación de servicios suscrito por las partes; 
posteriormente, se propone una definición para el contrato de consultoría, la cual se basa en el 
análisis que se ha efectuado sobre diversas definiciones dadas por la doctrina.  
En el  Capítulo II se aborda la referente al riesgo de negligencia del interventor y los deberes 
de conducta exigibles; para ello en un primer momento se esboza la naturaleza de las obligaciones 
del interventor, que jurídicamente son de medio, para lo cual se optó por definir los criterios que 
enmarcan dichos imperativos contractuales, como lo son el criterio de aleatoriedad, el criterio de 
incidencia, el criterio de probabilidad y el grado de riesgo; consecuencialmente, se precia 
teóricamente lo que se entiende por observador de segundo orden y la forma en que el interventor 
hace las veces del mismo; en este sentido, se hace una ilustración de los aspectos más relevantes 
del caso  de Hidroituango, proyecto controversial en el que se optó por obviar la figura  del 
observador de segundo orden; en un momento posterior, y con el ánimo de hacer énfasis en las 
obligaciones que le son inherentes al interventor, se hace una descripción del régimen legal de la 
responsabilidad civil de los interventores y se contrasta con e l caso Hidroituango para determinar 
con base en ello el grado de cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones de información y 




entiende por diligencia en el marco profesional y se contrasta con el Board de Expertos que se 
estructuró en el caso Ilustración Hidroituango;  para tales efectos se realiza una especificación 
teórica sobre el riesgo por negligencia basado en el catálogo de deberes de la conducta del 
interventor; así mismo, se precisan los  atenuantes a la debida diligencia del interventor, y se 
culmina con un análisis al régimen de culpabilidad desde la culpa probada y la prueba la misma. 
En el Capítulo III se aborda lo atinente al riesgo de negligencia del interventor y a la gestión 
de riesgos de procesos; empezando por definir lo que se entiende por gestión ofensiva del riesgo 
de responsabilidad civil profesional desde los elementos de valor, predictibilidad, relación de 
causalidad, la gestión de los procesos de consultoría, la productividad diligente, la felicidad del 
proceso y la gestión y métrica del riesgo por actores y procesos; en un segundo estadio se hace 
referencia a la  gestión defensiva del riesgo, desde el análisis del riesgo en los aspectos de 
medición, cuantificación, gestión, transferencia del mismo mediante pólizas de seguro y 
asignación de este en virtud del en el contrato de interventoría; consecuencialmente, se realiza un 
contraste con el contrato de interventoría de la red férrea del pacífico, y ellos e encausa a la gestión 
de riesgos después del recibo de una reclamación de responsabilidad profesional. Para finalmente, 
ofrecer una serie de conclusiones que logren reunir los elementos esenciales para la configuración 
del riesgo desde la misma negligencia del interventor en el marco de los proyectos de ingeniería 





1. Capítulo I. Caracterización y definición del contrato de interventoría 
 
“La idea que se tiene de un objeto sólo constituye un concepto si podemos distinguir lo que 
hay en el objeto de semejante a los objetos que le son distintos y lo que hay de diferente en relación 
con los objetos que se le asemejan” (Gorski & Tavants, 1970, p. 44). 
Para Gorski y Tavants (1970), las propiedades esenciales son las que diferencian un objeto 
de otro para permitir tener un concepto de éste. De tal forma que las propiedades esenciales son 
un determinado grupo de caracteres del objeto, cada uno de los cuales tomado de por sí es necesario 
para distinguir el objeto dado de los demás, de tal modo que todos juntos son suficientes para dicha 
distinción. Esta distinción ha de referirse a aquel aspecto cuyo conocimiento importa para el 
desarrollo de la actividad práctica, y se halla ligado con todos los demás aspectos del objeto, de 
suerte que, una vez concebido por el sujeto, le resulte posible dilucidar de qué manera dependen 
de él otros aspectos del objeto en cuestión. Así, por ejemplo:  
Las propiedades esenciales del concepto “cuadrado” serán: primero, el ser rectos los 
ángulos del paralelogramo llamado cuadrado, y segundo, el tener los lados iguales. Las 
propiedades esenciales del concepto mercancía serán: primero, la capacidad de la cosa así 
denominada de satisfacer una necesidad cualquiera que ésta sea, y segundo, la capacidad 
de poderse cambiar por otras cosas (p. 44). 
Siguiendo a estos autores, el primer rasgo de las propiedades esenciales es su objetividad, 
las cuales se alcanzan mediante la investigación concreta del problema en lo que respecta a la 
esencia de su contenido. Por lo que encontrar la propiedad verdaderamente determinante del objeto 
constituye uno de los objetivos principales del conocimiento, lo cual debe estar ajeno a cualquier 
subjetivismo, y por tanto, a juicio de este investigador, incluso debe estar ajeno a las 
representaciones erróneas o incompletas hechas por el propio legislador (Gorski & Tavants, 1970, 
p. 45). 
En la misma obra se cita a Lenin  (Gorski & Tavants, 1970) cuando expuso que el vaso es, 
sin discusión alguna, un cilindro de cristal y un recipiente para beber, pero el vaso no posee solo 
estas dos propiedades, cualidades o aspectos, sino otra cantidad infinita de propiedades, cualidades 
y aspectos de interrelaciones y de relaciones mediatas con todo el mundo restante. El vaso es un 




vaso puede tener valor como objeto de talla o dibujo artístico, independientemente por completo 
de que pueda ser empleado o no para beber, de que esté hecho o no de cristal, de que tenga o no 
su forma totalmente cilíndrica, etc. (p. 40). 
De todas estas infinitas propiedades del vaso ¿Cuál constituye la propiedad esencial del 
objeto?, ¿En virtud de qué se distinguen las propiedades esenciales de las accidentales?, para los 
citados autores (Gorski & Tavants, 1970), Lenin demuestra que la base para la diferenciación de 
dichas propiedades la proporcionará aquel aspecto del objeto que la propia vida práctica, la acción 
práctica del hombre con respecto al objeto, sitúe en un primer plano. Esa actividad práctica creó 
el concepto vaso; es decir, para la determinación cabal de los caracteres esenciales del objeto, es 
indispensable tener en cuenta el criterio de la actividad práctica (p. 46). 
En este orden de ideas, en la vida práctica del ser humano, ¿Qué hizo que éste llamara 
consultoría o interventoría a un tipo de actividad humana, y no de otra forma?, ¿Por cuál razón 
práctica en algún momento se escogió hacer un contrato de interventoría en vez de uno de 
prestación de servicios o de cualquier otra índole ante una necesidad en particular?, ¿Por qué a 
unas actividades las identificó como auditoría, supervisión y a otras como interventoría?,  y 
entonces, en función de sus elementos esenciales derivados de la vida práctica, ¿Cuáles son las 
obligaciones prácticas y esenciales a cargo de todo interventor, para de ahí determinar cuándo se 
obra de manera diligente, y cuándo no, y por tanto cuándo sería responsable y cuándo no?, y 
entonces ¿En qué consistiría el riesgo de negligencia del interventor?, ¿Cuál sería el deber de 
diligencia exigible?, ¿Cuáles deberían ser las características de las personas que deben ejecutar 
esas labores de interventoría en nombre de una compañía?, ¿Cuál es el proceso de la compañía que 
afecta la diligencia con la que se hacen las labores?, y en función de esto, ¿Cuál es el régimen de 
responsabilidad? 
Para Gorski y Tavants (1970), una definición sobre un objeto de estudio será una operación 
lógica por medio de la cual concretamos los rasgos esenciales del objeto definido y, al mismo 
tiempo, se diferencia  de todos los objetos que le son parecidos.  Al abarcar en la definición los 
rasgos esenciales de un objeto también se hace sobre el contenido del concepto correspondiente, 
en cada definición científica se resuelven dos problemas de cognición: a) se fijan los rasgos 




son semejantes; de tal forma que los errores se producen cuando deja de cumplirse, aunque sólo 
sea uno de los requisitos indicados (p. 73). 
En derecho esto se ha definido como elementos de esencia de un negocio jurídico, estos 
son, los requisitos mínimos que han de concurrir para que contrato que las partes tienen en mente 
surja a la vida jurídica, de tal forma que si uno de esos elementos falta, el contrato es ineficaz o se 
transforma en un acto diferente. 
En derecho contractual, tal como lo precisa el artículo 1849 del Código Civil, lo que hace 
que el contrato de compraventa se diferencie de otro contrato es el cambio de una cosa por dinero, 
así pues, se establece una relación entre un objeto ofrecido y un valor monetario estimado para el 
mismo, es decir, el precio, lo que constituye su definición más básica y esencial de este tipo de 
contrato; entonces, ¿Cuáles serían las propiedades esenciales del contrato de consultoría y cuáles 
del de interventoría?; en este sentido, si la prestación convenida a cargo de quien figura como 
comprador no es en dinero sino otra cosa, no habrá compraventa sino permuta, si no hay precio 
como contraprestación de la cosa que se da, el acto se convertiría en donación (Lombana, 2008, 
p.102). 
Siguiendo a Gorski y Tavants (1970), la selección de los caracteres esenciales y la 
exclusión de los accidentales, como toda selección y exclusión, implican en cada caso en concreto 
un determinado punto de vista. El hecho de que este punto de vista dependa del fin, del aspecto 
del objeto que ha de ser conocido, hace que lo esencial de los caracteres sea relativo. Pero esta 
relatividad no es subjetiva, pues no depende del capricho, de un punto de vista subjetivo, sino de 
la actividad práctica y concreta del hombre como ente social. De las numerosas propiedades que 
posee todo objeto, la vida práctica sitúa en un primer plano como esencial aquella propiedad que 
objetivamente resulta determinante en la situación concreta de sus nexos y relaciones. (p. 48) 
Por tanto, para hacer un concepto de un objeto concreto, se piensa, no en toda la posible 
multiplicidad de propiedades esenciales del objeto, sino tan sólo en un grupo completamente 
determinado de dichas propiedades. Este grupo de propiedades esenciales es precisamente el que 
resulta necesario para el conocimiento del objeto desde un determinado punto de vista, con la 
particularidad de que este punto de vista lo proporciona el problema que, en cada caso concreto, 
plantea la actividad práctica. Basta que el grupo de propiedades captadas en el concepto que forma 




de propiedades esenciales, en lo tocante a la diferenciación del objeto dado en relación con los 
demás objetos.  
En este punto los interrogantes serían: ¿Cuáles son esos requisitos intrínsecos de esencia 
de la actividad de consultoría e interventoría que hacen que sean considerados como tal y no otros 
contratos? ¿Qué necesidad práctica se busca satisfacer con el contrato de consultoría e 
interventoría, por la cual se está dispuesto a pagar un precio?  
1.1. Contrato de consultoría  
 
1.1.1. Definiciones en el ordenamiento jurídico colombiano 
 
Si se lee con detenimiento la definición de consultoría en la ley, se observa que no se 
determina la esencia de su contenido, de sus propiedades o características esenciales o si se quiere 
exclusivas, que determinan su existencia y diferencia de cualquier otro contrato. 
La Ley 80 de 1993 en su artículo 32, estableció que  el contrato de consultoría es un acuerdo 
contractual celebrado por el Estado desde  el pleno uso de sus facultades administrativas y con 
arreglo a la autonomía de la entidad, con la finalidad de obtener asesoría y concepto técnico para 
el desarrollo de determinado proyecto de inversión; este acompañamiento incluye el análisis y 
estudio específico en un área en la cual la entidad estatal se encuentra imposibilitada para abordar 
por falta de conocimiento y experticia de sus funcionarios. La consultoría puede entenderse desde 
el apoyo técnico y específico en el diagnóstico y de pre-factibilidad  y factibilidad de los planes, 
programas y proyectos que la entidad propende planear, diseñar, elaborar, ejecutar, supervisar y 
controlar. En el mismo sentido, los contratos que tengan como objeto la interventoría, asesoría 
técnica, el manejo directivo y gerencial y la ejecución de los proyectos de inversión.  
Es de anotar que por tratarse de un negocio jurídico de orden estatal toda la actividad de 
los consultores debe surtir una serie de protocolos y ceñirse a las solemnidades y requerimientos 
para garantizar la transparencia de su actividad, de ahí que todas las órdenes impartidas, 
sugerencias y requerimientos realizados por los interventores deben constar por escrito y ajustarse 




Lo anterior se trata de una definición que apenas enuncia diferentes actividades que para 
el legislador hacen parte de la actividad de consultoría: ejecución de proyectos de inversión, 
estudios de diagnóstico, pre-factibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos; así 
como, las asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión; interventoría, asesoría, 
gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, 
anteproyectos y proyectos (artículo 32, No. 2° de la Ley 80 de 1993); y frente a la interventoría se 
limita a decir que hace parte del contrato de consultoría y que las órdenes del interventor deben 
darse por escrito. 
De esta manera, se observa que la ley no hace una definición del contrato de consultoría, 
puesto que no determina los elementos de esencia que los caracteriza, por lo cual se trata de un 
contrato nominado, más no de un contrato típico, puesto que sus elementos de esencia no han sido 
determinados por la ley. 
Antes este vacío legal, la jurisprudencia se ha esforzado por desentrañar el espíritu que 
movió al legislador a crear una categoría contractual llamada consultoría y por ende, establecer los 
elementos y propiedades que lo caracterizan. Este ejercicio se ha hecho en un intento por 
diferenciarlo del contrato de prestación de servicios.  
En primera medida, se hizo dándole al contrato de consultoría un componente intelectivo. 
Así en sentencia del Consejo de Estado del año 2006, se esboza que esta clase de contrato se 
fundamenta en la necesidad de adquirir un apoyo intelectual determinado dentro de la ejecución 
de un proyecto de inversión por parte del Estado. Ahora bien, la Ley 80 de 1993 contempla el 
contrato de prestación de servicios, el cual tiene una mayor amplitud dentro de las obligaciones 
que emanan del mismo, dado que el contratista se encuentra en la obligación de realizar todas 
aquellas actividades que sean atribuidas para el cabal cumplimiento de su función al interior de la 
entidad pública para la cual presta sus servicios profesionales; actuar que puede entenderse desde 
la ejecución de tareas netamente operativas, como también aquellas que requieren un alto grado 
de conocimiento y experticia por parte del contratista. 
En lo referente a la diferenciación entre el contrato de consultoría y el prestación de 
servicios se aduce que esta se halla en que la especificidad normativa propia del contrato de 
consultoría, es decir, que si el objeto contractual de este reúne los elementos característicos 




del contrato no es posible determinar inequívocamente que el objeto contractual reúne la 
descripción legal atribuible a la consultoría, este contrato será asumido como de prestación de 
servicios. Tal como se ha indicado, el radio de acción del contrato de consultoría es más limitado 
y específico comparado con el de prestación de servicios profesionales (Consejo De Estado. Sala 
de lo Contencioso Administrativo, 2006). 
En este sentido el contrato de consultoría se caracteriza esencialmente por su carácter 
intelectivo dentro de la prestación de un servicio profesional específico; sin embargo, en la 
Sentencia de Unificación del 2 de diciembre de 2013, expediente No. 41719, la Sección Tercera 
del Consejo de Estado se apartó de este criterio, puesto que el componente intelectivo como criterio 
diferenciador es fútil, dado que en las dos tipologías contractuales, el contratista debe emplear su 
intelecto para la consecución del objeto contractual, por la cual, forjar una distinción entre uno y 
otro basándose exclusivamente en el grado intelectual o de experticia que posee el contratista es 
centrar una discusión en un escenario intangible y de subjetividad por parte de la administración 
pública. 
Al igual, la misma corporación añadió que legalmente el contrato de consultoría no es una 
especie del contrato de prestación de servicios, sino que es una categoría independiente por virtud 
de la ley.  
En esa misma sentencia, se intentó caracterizarlo, además por su carácter intelectivo, por 
su naturaleza técnica en función de las actividades descritas en el numeral segundo del artículo 32 
de la Ley 80 de 1993, de tal suerte que el contrato de consultoría es aquel en virtud del cual el 
contratista despliega su actuar específicamente en términos intelectuales y cognoscitivos y no 
operativos, ello dentro del marco de las premisas jurídicas contempladas en la Ley 80 de 1993 bajo 
su artículo 32, numeral 2 a las cuales se hizo alusión con anterioridad (Consejo de Estado. Sala de 
lo Contencioso Administrativo, Rad. No. 110010326000201100039 00; expediente No. 41719, 
2013).  
De esta manera en dicha sentencia se afirmó que “para el contrato de consultoría la ley le 
había otorgado una “estricta tipicidad”, definiéndolo como aquel que existe cuando la 
Administración pretenda satisfacer específicamente una de las necesidades enlistadas en el artículo 




comprometan un ejercicio marcadamente intelectual pueden ser satisfechas por la Entidad por vía 
del contrato de prestación de servicios profesionales”.  
Por tanto, en la providencia arriba transcrita, el contrato de consultoría está definido en 
función del interés que se busca satisfacer, esto es, para la realización de estudios necesarios para 
la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, pre-factibilidad o factibilidad para 
programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de coordinación, control o 
supervisión (Artículo 32 de la Ley 80 de 1993). Se incluyen dentro de este tipo aquellos contratos 
que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, 
programas y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos (Artículo 32 de la Ley 80 
de 1993). 
Bajo estos planteamientos el Consejo de Estado hizo especial hincapié en el carácter de 
tipicidad cerrada y condicionada que le es inherente al contrato de consultoría, contrario sensu al 
contrato de prestación de servicios que tiene un espectro con unos límites más difusos y con mayor 
alcance de cara al objeto contractual del negocio jurídico; contemplándose tres modalidades como 
lo son el de prestación de servicios profesionales, el de apoyo en la gestión y el de servicios 
artísticos, de tal suerte que un gran número de actividades pueden encuadrarse dentro de una de 
las tres modalidades dadas para el contrato de prestación de servicios. De lo cual se puede concluir 
que todas las actividades que difícilmente puedan llegar a contratarse bajo la tipicidad del contrato 
de consultoría podrán ser objeto para celebrar un contrato de prestación de servicios por parte de 













Con base en esta jurisprudencia, la doctrina esquematizó la diferencia entre el contrato de 
prestación y el de consultoría de la siguiente manera: 
Cuadro 1 
Diferenciación entre el contrato de prestación de servicios y el de consultoría. 
 



























































Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para 
desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la 
entidad. Estos contratos solo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas 
actividades no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimientos 
especializados (Ley 80 de 1993. Artículo 32, numeral 30). 
 
a. Contrato de prestación de servicios profesionales: 
 
Su objeto está determinado por el desarrollo de actividades identificables e intangibles 
que impliquen el desempeño de un esfuerzo o actividad, tendiente a satisfacer 
necesidades de las entidades estatales en lo relacionado con la gestión administrativa o 
funcionamiento que ellas requieran, bien sea acompañándolas, apoyándolas o 
soportándolas, con conocimientos especializados siempre y cuando dichos objetos estén 
encomendados a personas consideradas legalmente como profesionales. Se caracteriza 
por demandar un conocimiento intelectivo cualificado: el saber profesional. Dentro de 
su objeto contractual pueden tener lugar actividades operativas, logísticas o asistenciales, 
siempre que satisfaga los requisitos antes mencionados y sea acorde con las necesidades 
de la Administración y el principio de planeación. 
 
b. Contrato de prestación de servicios de simple apoyo a la gestión: 
 
Su objeto contractual participa de las características encaminadas a desarrollar 
actividades identificables e intangibles. Hay lugar a su celebración en aquellos casos en 
donde las necesidades de la Administración no demanden la presencia de personal 
profesional. 
Aunque también se caracteriza por el desempeño de actividad intelectiva, esta se 
enmarca dentro de un saber propiamente técnico; igualmente involucra actividades en 
donde prima el esfuerzo físico o mecánico, en donde no se requiere de personal 
profesional. 
Dentro de su objeto contractual pueden tener lugar actividades operativas, logísticas o 
asistenciales, siempre que satisfaga los requisitos antes mencionados y sea acorde con 
las necesidades de la Administración y el principio de planeación. 
 
 
c. Contrato de prestación de servicios para la ejecución de trabajos artísticos que 





Tipo  Definición, especies contractuales y características 
Tienen lugar dentro de esta categoría los contratos de prestación de servicios que tengan 
por objeto la ejecución de trabajos artísticos, esto es, trabajos que corresponden al 
conjunto de creaciones humanas que expresan una especial visión del mundo, tanto real 
como imaginaria, y que solo puedan celebrarse con determinadas personas naturales, lo 
que implica que el contratista debe ser un artista, esto es, una persona reconocida como 






















    
 
Su objeto contractual está centrado en el desarrollo de actividades que implican el 
despliegue de actividades de carácter eminentemente intelectivo, pero presenta como 
particularidad sustantiva que tales esfuerzos están dirigidos, específicamente, al 
cumplimiento de ciertos cometidos expresamente definidos por el numeral 2 0 del 
artículo 32 de la Ley 80 de 1993; esto es, para la realización de estudios necesarios para 
la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o 
factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de 
coordinación, control o supervisión. Se incluyen dentro de este tipo aquellos contratos 
que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra o de proyectos, 
dirección, programas y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos. 
Además de estos objetos contractuales, se incluyen allí aquellos que las demás 
disposiciones legales especiales (y reglamentarias) establezcan. 
 
Fuente: Marín, et al., (2019, pp. 97-98) 
 
Es preciso indicar una discrepancia a título personal frente a la posición expuesta en la 
Sentencia de unificación del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Rad. No. 
110010326000201100039 00; expediente No. 41719, (2013), puesto que no se hizo una definición 
científica del contrato de consultoría, haciéndose referencia a una clase de actividades que 
aparentemente comparten unas mismas propiedades, pero sin definir de cuales propiedades se está 
refiriendo en particular; en tal sentido, esta no constituye una definición que permita establecer 
cuáles son los rasgos esenciales y naturales del contrato de consultoría, simplemente se limita a 
decir que en virtud de lo que llaman “tipicidad cerrada”, será contrato de consultoría aquel que se 
refiera a una de esas clases de actividades señalas en el artículo 32, pero no aclara cuál es la 
propiedad común que existe en cada una de esas actividades, y que las hace merecedoras de 
juntarse en el concepto “contrato de consultoría”.  
Es decir, en esta definición de consultoría, se hizo referencia a lo que en lógica se denomina 
una agrupación de elementos con arreglo a su homogeneidad, lo cual se denomina “clase”, esto es, 




propiedades. Todos los objetos que las poseen entran en la clase; lo que no las poseen quedan fuera 
de ella. Pero ¿Cuál es la propiedad o factor común que permite enlistar ese conjunto de actividades 
en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993? No se puede decir que el carácter técnico de la actividad, 
ya que en los contratos de prestación de servicios también se pueden contratar actividades de 
carácter técnico, inclusive, el contrato de obra tiene componente técnico por excelencia. 
En este intento de definición no se le da contenido al contrato de consultoría en relación 
con sus propiedades y caracteres especiales, sino que se refiere a la extensión de lo que la 
consultoría abarca; de tal modo que se entiende por extensión la suma o totalidad (conjunto, clase) 
de objetos que dicho concepto puede abarcar (Gorski & Tavants, 1970, p. 55). 
Sin embargo, en términos de lógica formal, para que un concepto exista, debe tener 
contenido y extensión, así Gorski y Tavants (1970):  
El contenido y la extensión son las características lógicas fundamentales del concepto; 
podrán, pues, distinguirse los conceptos por el tipo lógico de relación existente entre el 
contenido y la extensión de unos y otros. Al comparar dos conceptos de contenido distinto, 
es fácil darse cuenta de que poseen notas comunes y otras que no lo son… Dos conceptos 
cuyos contenidos poseen rasgos comunes se denominan conceptos comparables” y serán 
“comparables y compatibles dos conceptos cuyos contenidos, aunque distintos, no 
excluyen la posibilidad de coincidencia o coordinación entre sus extensiones, aunque sólo 
sea de un modo parcial”1. Serán incompatibles entre sí aquellos conceptos cuyo contenido 
es tan diverso que su extensión no puede coincidir ni siquiera parcialmente (p.60). 
La anterior definición se puede apreciar desde la comparación misma entre el contrato de 
consultoría con el contrato de suministro; así pues, para el contrato de consultoría se observa que 
solo se hace referencia a la extensión, esto es, el conjunto o clase de actividades que abarca la 
consultoría, pero no a su contenido, y “un concepto sin extensión es tan imposible como un 
concepto sin contenido” (Gorski & Tavants, 1970, p. 56).  
                                                          
1Los conceptos “escultor” y “pintor”, por ejemplo, son compatibles entre sí. Los contenidos de estos dos conceptos son distintos, 
cada uno consta de notas específicas diferentes. Mas esta diferencia no es tal que elimine la posibilidad de que existan pintores que 




Ahora bien, una definición que no cumpla con los dos requisitos de contenido y extensión 
será un error de definición, puesto que no señala el carácter propio y exclusivo del contrato de 
consultoría (Gorski & Tavants, 1970, p. 46). 
De esta forma ni la ley ni la jurisprudencia han establecido las propiedades que pertenecen 
únicamente al contrato de consultoría y que lo diferencian de otros contratos; sólo describe un 
conjunto de actividades sin establecer cuál es el común denominador que las ata a la categoría de 
consultoría, diciendo que se trata de un contrato con tipicidad cerrada en función de esas 
actividades, siendo que, en realidad, el artículo 32 lo que hace es nominar el contrato de 
interventoría, más no tipificarlo en sus elementos esenciales.  
Por otro lado, se observa la tendencia de reducir la labor de consultoría a la consultoría en 
ingeniería, referido a la ejecución de proyectos o de obras con alta complejidad técnica, lo cual 
debe hacerse mediante las actividades descritas en el artículo 32, para la elaboración de diseños, 
planos, anteproyectos y proyectos, todo lo cual, implica un contenido técnico, pero reducido a las 
ciencias de la construcción o tecnológicos.  
En ese entendido, por ejemplo, no existiría la consultoría para implementar un sistema de 
calidad o control interno en una entidad, en gestión integral y estratégica, planificación de recursos 
humanos, o para hacer la reestructuración o reingeniería de una entidad estatal. Esas actividades 
no serían consultoría, puesto que no tienen relación directa e inmediata con proyectos de obras, 
infraestructura, tecnológicos o técnicos, a pesar de que también son actividades de carácter técnico.     
De esta manera, hasta el momento en el presente trabajo se han comprobado los siguientes 
supuestos teóricos: 
1. El contrato de consultoría es un contrato nominado más no tipificado. 
2. La ley y la jurisprudencia definen el contrato de consultoría no por sus elementos 
esenciales sino por la extensión de actividades diversas que abarca. 
3. La ley y la jurisprudencia no señalan el carácter propio y exclusivo del contrato de 
consultoría.   





Conforme a Gorski y Tavants (1970), toda propiedad perteneciente a un objeto se halla en 
el propio objeto y, hablando en términos generales, puede ser aprehendida por la mente y las 
propiedades esenciales del objeto pensadas en el concepto forman el contenido de éste; por tanto, 
todo objeto de estudio debe tener propiedades esenciales que deben determinarse (p. 54-55). 
Ahora bien, conforme se expuso en líneas anteriores, la base para la diferenciación de 
dichas propiedades nos las proporcionará aquel aspecto del objeto que la propia vida práctica del 
hombre con respecto al objeto sitúe en un primer plano.  
De esta manera, en este acápite, se pretende hallar las propiedades que permitieron al 
hombre llamar a una actividad como consultoría y no de otro modo, lo que a su vez direccionó el 
tipo de obligaciones, diligencia y responsabilidad exigibles a quien ejerciera dicha profesión.  
Para ello se acudirá a la teoría de los sistemas2 que hace referencia Niklas Luhmann (1991), 
al afirmar que la sociedad no está conformada por seres humanos sino por sistemas; por lo cual, 
aquélla solo existe cuando se traban relaciones entre éstos. La sociedad se genera cuando hay 
coordinación de acciones entre sistemas, y a esa coordinación Luhmann la llama comunicación3. 
Por tanto, la comunicación, de acuerdo con esta teoría, es la operación fundamental y constitutiva 
de la sociedad y, por ende, cada sistema es un conjunto de comunicaciones sucesivas y continuas4. 
Afirma Luhmann (1991) que cada sistema es cerrado, porque sólo puede funcionar a partir 
de comunicaciones que generen nuevas comunicaciones en su interior, en un continuo funcionar 
que crea una frontera con su entorno5. De ahí que se afirme que un sistema existe solo respecto de 
un entorno, y no será concebible sin que constantemente genere fronteras generadas a partir de su 
continuo funcionar6.  
Bajo este orden de ideas, la teoría de los sistemas sociales se constituye como un 
instrumento de análisis de la sociedad, la cual es vista como una red de comunicaciones entre 
sistemas cerrados que representan las diferentes áreas del conocimiento como el derecho la 
                                                          
2 La teoría de sistemas sociales afirma que la sociedad actual es una sociedad dividida en diferentes sistemas sociales gobernados 
por su propia racionalidad, dirigidos a solucionar diferentes problemas de la sociedad. 
3 Un baile es una comunicación de dos personas se coordinan, el fútbol es una secuencia de comunicaciones; en ambos casos se 
produce un sistema y por tanto una sociedad. 
4 Algo similar a un reloj como un conjunto de partes fijas que se encuentran articuladas unas con otras. 
5 Autopoiético 
6 Los seres humanos cuando hablan es la unión de tres sistemas el de los pensamientos el orgánico del aula y el del lugar en donde 





economía, la empresa, la biología, el deporte, etc. En esta manera, ante la complejidad de la 
realidad, ésta es atomizada a través de cada área del conocimiento para hacerla más aprehensible, 
generando, sin embargo, como subproducto no deseado, la fragmentación de la sociedad, por 
cuanto cada esfera de conocimiento tiene su propio lenguaje que el otro sistema puede no entender, 
o entenderlo de manera equivocada o incompleta. 
Ahora bien, los sistemas sociales sirven para reducir la complejidad de la sociedad y del 
mundo utilizando un lenguaje binario, lo cual significa que la comunicación puede ser afirmada o 
negada y así cada sistema empieza a funcionar dentro de su lógica7; de esta manera, lo que para el 
derecho puede ser “no derecho” para la economía puede ser “eficiente”8; por lo cual toda decisión 
genere un riesgo de negación entre sistemas coexistentes9. Basado en lo anterior, ese lenguaje 
binario debe satisfacer las expectativas de quienes intervienen en la comunicación dentro del 
sistema.  
Entonces, si el sistema jurídico es apenas uno dentro de un gran universo de sistemas que 
coexisten y forman la sociedad, y como aquél no ha definido el contrato de consultoría, se tendrá 
que indagar por fuera del sistema jurídico el lenguaje binario que otro haya utilizado para definir 
el concepto de consultoría, desarrollándolo y profundizándolo. Por tanto, se debe averiguar qué 
expectativas se trataron de satisfacer por parte de alguien mediante la contratación de otro llamado 
consultor, así como cuál fue el lenguaje binario que se utilizó para definir esa actividad.  
 Tal como se observa, el sistema en el cual se ha desarrollado metódicamente el concepto 
de consultoría ha sido en el sistema organizacional, entendido como “cualquier grupo social que 
interactúe para buscar una meta a través de la estructuración sistemática de tareas y procesos para 
cumplir con sus objetivos” (Ramírez & Hurtando, 2018, p. 22). Es en ese sistema donde se han 
concatenado de manera sucesiva y continua actos comunicativos que decantaron el concepto de 
consultoría, y específicamente a partir de la consultoría organizacional.  
                                                          
7 En la ciencia uno de sus códigos binarios es el código verdadero – falso. En derecho uno de sus códigos binarios es decidir si algo 
es justo o Injusto. En medicina sano – enfermo. En la política existe el código binario gobierno- oposición o quienes deciden - los 
afectados con la decisión. 
8 Por ejemplo, enviar a muchas personas a la cárcel para el sistema jurídico puede ser justo, pero para el sistema económico puede 
ser ineficiente. 
9 Un sistema se corrompe cuando adopta criterios de otro sistema y que son irrelevantes para tomar decisiones, como cuando en el 
sistema político, los políticos piensan y actúan como negociantes o mercaderes propio del sistema comercial, en vez de pensar en 




Aun cuando tuvo sus inicios en el mundo empresarial, la consultoría organizacional es una 
actividad que en la actualidad se está aplicando en diversas organizaciones (Kubr, 2005), es decir, 
desde un restaurante hasta un megaproyecto de infraestructura.  
De esta forma, cuando una organización tenía un problema y no sabía cómo resolverlo por 
sí misma ni con su propio equipo de trabajo, requirió de un tercero especializado para que 
cumpliera con la expectativa de que le transfiriera conocimiento para la solución de dicho 
problema, y la expectativa del otro era el pago de un precio por esa actividad; por tanto, se puede 
percibir que el lenguaje binario utilizado fue el siguiente: problema – no problema, conocimiento 
– no conocimiento, solución – no solución. 
Al parecer la dificultad por parte del sistema jurídico para definir consultoría deviene del 
hecho de que ésta es una actividad que se caracterizó en un sistema fuera de él y que no ha podido 
integrar en cuerpo normativo alguno. Desde esta óptica, el sistema jurídico, que es el que trata de 
objetivar mediante normas las actividades de los otros sistemas, le corresponde adentrarse en el 
sistema organizacional para poder caracterizar y desarrollar el concepto de consultoría, y así tener 
claridad sobre la forma de tratar jurídicamente dicha actividad, seleccionar sus propiedades 
esenciales y los elementos que lo diferencian de otras actividades. 
Teniendo en cuenta lo esbozado, es el legislador quien debe reflejar la realidad a través de 
las normas que expide, y si lo hace de manera incompleta, le corresponderá al juez hacer una labor 
de pensamiento, analizando la forma como el respectivo sistema social ha estructurado las 
instituciones que rigen su propia existencia.  
Con base en lo enunciado, es necesario centrar la atención en la delimitación conceptual 
que el propio consultor da en la vida práctica al ejercicio mismo de la consultoría. Conforme 
Gorski & Tavants. (1970, p. 12), el pensamiento es, ante todo, un proceso de cognición 
generalizada de la realidad. En el proceso de pensar se forman los conceptos en los que se reflejan, 
de manera peculiar, los objetos y los fenómenos de la realidad; de tal forma que la formación del 
concepto está vinculada inexorablemente a la extracción de lo general a lo particular, es decir a la 
deducción y análisis del objeto estudiado, a la separación de los rasgos esenciales del objeto de 




Para los estudiosos de la consultoría empresarial (Ramírez & Hurtando, 2018), la 
consultoría es una actividad profesional, orientada a poner al servicio de una organización un 
conocimiento, una experiencia (experticia) y unos recursos para identificar y definir problemas, 
crear y diseñar soluciones, ejecutar procesos y gestionar el cambio en las organizaciones, por lo 
que el consultor tiene como principal objetivo “emplear el conocimiento en su área de experticia 
para traducirlo en soluciones para la empresa” (Ramírez & Hurtando, 2018, p. 22); en este orden, 
el consultor se convierte en el puente que conecta la generación de conocimiento y la incorporación 
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La consultoría es por lo tanto, un proceso de co-construcción donde el cliente se 
responsabiliza de entregar información confiable y oportuna, así como participar activamente en 
todo el proceso, asumiendo responsabilidad en el éxito del mismo. De otra parte, el consultor se 
responsabiliza a entregar su conocimiento experto, su maestría en el desempeño y sus recursos 
personales para dar satisfacción a la necesidad del cliente y responder del éxito del proceso.  
Como señala Ramírez y Hurtando (2018), citando a Peter Block:  
(…) la consultoría se da cuando se influencia una persona, grupo o una organización para 
hacer un cambio o facilitar un aprendizaje. El consultor no tiene el poder directo para hacer 
el cambio o implementar los programas que propone; esta responsabilidad sobre la acción 
le corresponde directamente a la gerencia de la organización (p. 22). 
Por otro lado, Milan Kubr (2005) indica que para Frtiz Steele el proceso de consultoría es 
“cualquier forma de proporcionar ayuda sobre el contenido, proceso o estructura de una tarea o de 
un conjunto de tareas, en que el consultor no es efectivamente responsable de la ejecución de la 
tarea misma, sino que ayuda a los que si son responsables” (p. 3). 
Para el mismo Milán Kubr (2005),  la consultoría es un servicio profesional, mediante el 
cual se: 
 (…) proporciona conocimientos teóricos y técnicas profesionales que sirven para resolver 
problemas prácticos de gestión… (Una persona se convierte consultor) después de haber 
adquirido las técnicas necesarias para resolver los problemas, mejorar el rendimiento de la 




discernir las tendencias generales y las causas comunes de los problemas y tienen grandes 
posibilidades de hallar una solución apropiada (p. 4). 
De esta manera para Kubr (2005), los atributos del servicio de consultoría son los 
siguientes: 
Servicio independiente: el consultor debe estar en una posición para poder decir la verdad 
y recomendar con franqueza y objetividad las medias que ha de adoptar la organización cliente sin 
pensar en sus propios intereses, por lo que deberá tener independencia técnica, financiera, 
administrativa, política y emocional. 
Servicio temporal: Los clientes recurren a los consultores para que les presente ayuda 
durante un periodo limitado, en esferas en las que carecen de conocimientos técnicos o cuando 
necesitan temporalmente un personal adicional. 
Servicio comercial: las empresas de consultoría venden servicios profesionales y los 
clientes los compran. 
Luego de establecer lo anterior, el autor afirma que se trata de un servicio de asesoramiento 
profesional independiente que ayuda a los gerentes y a las organizaciones a alcanzar los “objetivos 
y fines de la organización mediante la solución de problemas gerenciales y empresariales”, el 
descubrimiento y evaluación de nuevas oportunidades, el mejoramiento del aprendizaje y la puesta 
en práctica de cambios (Kubr, 2005). 
De las definiciones y lo establecido por los expertos en el sistema organizacional, se 
observan los siguientes elementos comunes que caracterizan la actividad de consultoría, así: 
1. Existe una transferencia de conocimientos, experiencia y habilidades por parte un 
profesional independiente. 
2. Dichos conocimientos, experiencia e ingenio son utilizados para solucionar un problema 
que debe ser resuelto materialmente por otra persona o sistema independiente al cliente. 
3. El problema o necesidad para solucionar no hace parte del quehacer diario de quien 




4. La actividad por realizar por el consultor se limita a un plazo determinado, no puede ser 
indefinido. 
5. Los conocimientos transferidos por el consultor al solucionar un problema generan valor 
agregado al sistema sobre el cual interviene.  
6. Exige la participación interactiva entre el consultor y el consultante, para lograr un 
propósito. 
7. Existe un precio a pagar por la transferencia de esos conocimientos, experiencia e 
ingenio.  
De las características expuestas, el atributo esencial es la transferencia de conocimiento, 
experiencia y habilidades para la solución problemas.  
Ahora bien, ¿Qué se entiende por problema? Kubr (2005), explica que problema, en un 
sentido general y global, es una forma de describir la diferencia entre situaciones comparables 
(pasado, presente o futuro) acerca de lo que interesa. En este sentido, incluso una empresa exitosa 
y orientada hacia el futuro que ha establecido y logrado objetivos tiene “problemas”: el deseo de 
mejorar su ventaja competitiva, ser una empresa líder en el sector, no perder una nueva oportunidad 
de comercialización.  
Según se vislumbra, para dicho autor la palabra problema será la insatisfacción del cliente, 
por la diferencia entre cualesquiera situaciones comparables en su organización; de lo cual se 
infiere que el  problema pueda ser un error pasado que afecta el presente y el futuro, y que debe 
ser enmendado, o para cumplir expectativas a futuro o aprovechar oportunidades. Será problema 
entonces para este autor el hecho que alguien le preocupe la diferencia entre dos situaciones que 
pueden ser del pasado, del presente o del futuro y desea superarla, o por lo menos atenuarla; así 
pues, para Kubr (2005), si esta definición es aceptada, toda la consultoría se puede describir como 
la solución de problemas: un consultor se ocupa de los problemas de otros.  
De esta manera, si una entidad no cuenta con un estudio de factibilidad, y quiere en el 
futuro tener uno, pues estará frente a un problema; en el mismo sentido si quiere tener un proyecto 
de infraestructura y actualmente no lo tienen los conocimientos para estructurarlo, ni cuenta con 




o ambientales que se puedan presentar, pues necesitará a un tercero que le ayude a solucionar ese 
problema. Entonces, Si una ciudad no tiene metro y no tiene los conocimientos para elaborar unos 
estudios y diseños, entonces tendrá un problema que deberá solucionar. 
Con base en lo determinado por los tratadistas del sistema organizacional expertos en 
consultoría, y los criterios jurisprudenciales expuestos, a título personal se propone la siguiente 
definición del contrato de consultoría para entidades estatales en los siguientes términos: el 
contrato de consultoría es aquel mediante el cual, un profesional independiente transfiere 
conocimientos, experiencia e ingenio a una entidad pública que carece de aquellos, para proponer 
la solución de problemas específicos que no están relacionados con la administración o 
funcionamiento de la entidad (quehacer diario), durante un período determinado, y a cambio del 
pago de un precio. 
Por tanto, si se contrata un profesional por medio de un contrato laboral para que transfiera 
conocimientos, experiencia e ingenio a cambio de un salario, pues no habrá consultoría, puesto 
que la independencia es un elemento esencial.  Si se hace para que el profesional transfiera sus 
conocimientos, experiencia e ingenio de manera independiente para actividades relacionadas con 
el quehacer diario administrativo o de funcionamiento de la entidad, es decir, con actividades que 
debe saber per se la entidad para existir, pues será un contrato de prestación de servicios, ya que 
el contrato de consultoría es para proponer la solución de problemas con conocimientos que la 
entidad no posee. Si se llamara consultoría a una actividad contratada de manera indefinida, 
tampoco será consultoría, ya que supondría que, el consultor, no encontrará una solución para el 
problema que se requiere solucionar indefinidamente, lo cual sería un absurdo.  
1.2. Contrato de Interventoría 
1.2.1. Definición legal del contrato de interventoría 
 
La Ley 1474 (2011) dispuso en su artículo 83 que corresponde a la entidad cumplir su 
función de vigilancia y control de la ejecución del contrato, mediante interventoría externa o 
supervisión interna:  
Con el fin de proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de 




están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a 
través de un supervisor o un interventor, según corresponda. La supervisión consistirá en 
el seguimiento técnico, administrativo, financiero, contable, y jurídico que, sobre el 
cumplimiento del objeto del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no 
requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la entidad estatal podrá 
contratar personal de apoyo, a través de los contratos de prestación de servicios que sean 
requeridos.  
La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del 
contrato realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la entidad estatal, 
cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o 
cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifiquen. No obstante, lo anterior 
cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, 
podrá contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, jurídico del 
objeto o contrato dentro de la interventoría.   
Por regla general, no serán concurrentes en relación con un mismo contrato, las funciones 
de supervisión e interventoría. Sin embargo, la entidad puede dividir la vigilancia del 
contrato principal, caso en el cual, en el contrato respectivo de interventoría, se deberán 
indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la 
entidad a través del supervisor. El contrato de Interventoría será supervisado directamente 
por la entidad estatal.  PAR. 1. En adición a la obligación de contar con interventoría, 
teniendo en cuenta la capacidad de la entidad para asumir o no la respectiva supervisión en 
los contratos de obra a que se refiere el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, los estudios 
previos de los contratos cuyo valor supere la menor cuantía de la entidad, con 
independencia de la modalidad de selección, se pronunciarán sobre la necesidad de contar 
con interventoría.   PAR. 2. El Gobierno nacional reglamentará la materia.  
A su vez, el artículo 84 (Ley 1474, 2011) estableció las facultades y deberes de los 
supervisores e interventores de la siguiente forma: 
 La supervisión e interventoría contractual implica el seguimiento al ejercicio del 
cumplimiento obligacional por la entidad contratante sobre las obligaciones a cargo del 




aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán 
responsables por mantener informada a la entidad contratante de los hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas 
punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando tal 
incumplimiento se presente.  PAR. 1. El numeral 34 del artículo 48 de la Ley 734 de 2000 
(Sic, debe ser Ley 734 de 2002) quedará así:  
No exigir, el supervisor o el interventor, la calidad de los bienes y servicios adquiridos por 
la entidad estatal, o en su defecto, los exigidos por las normas técnicas obligatorias, o 
certificar como recibida a satisfacción, obra que no ha sido ejecutada a cabalidad. También 
será falta gravísima omitir el deber de informar a la entidad contratante los hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como 
conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, 
o cuando se presente el incumplimiento. PAR. 2--Adiciónese la Ley 80 de 1993, artículo 
80, numeral 10, con el siguiente literal:  k) El interventor que incumpla el deber de entregar 
información a la entidad contratante relacionada con el incumplimiento del contrato, con 
hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como 
conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato. 
Esta inhabilidad se extenderá por un término de cinco (5) años, contados a partir de la 
ejecutoria del acto administrativo que así lo declare, previa la actuación administrativa 
correspondiente.  PAR. 3—El interventor que no haya informado oportunamente a la 
entidad de un posible incumplimiento del contrato vigilado o principal, parcial o total, de 
alguna de las obligaciones a cargo del contratista, será solidariamente responsable con este 
de los perjuicios que se ocasionen con el incumplimiento por los daños que le sean 
imputables al interventor. Cuando el ordenador del gasto sea informado oportunamente de 
los posibles incumplimientos de un contratista y no lo conmine al cumplimiento de lo 
pactado o adopte las medidas necesarias para salvaguardar el interés general y los recursos 
públicos involucrados, será responsable solidariamente con este, de los perjuicios que se 
ocasionen. PAR.4 Cuando el interventor sea consorcio o unión temporal la solidaridad se 
aplicará en los términos previstos en el artículo 7 0 de la Ley 80 de 1993, respecto de/ 




Con base en la definición legal obrante en los aludidos artículos 83 y 84 de la Ley 1474 de 
2011, la jurisprudencia ha tratado de establecer los elementos esenciales del contrato de 
interventoría, al respecto la sentencia del 13 de febrero de 2013 (Consejo de Estado. Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A. Rad. No. 76001-23-31-000-1999-
02622-01; expediente No. 24996, 2013), se afirmó que el objeto del contrato de interventoría lo 
constituye la coordinación, la supervisión, el control y en veces hasta la dirección misma de una, 
varias o todas las obligaciones derivadas de un contrato o contratos específicos; por lo que la 
existencia misma del contrato de interventoría como su ejecución no se encuentra necesariamente 
atada o supeditada a la existencia o el cumplimiento de otro contrato estatal, sino que, dependen 
de sus propias obligaciones principales y autónomas.  
La precitada sentencia (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Tercera, Subsección A. Rad. No. 76001-23-31-000-1999-02622-01; expediente No. 24996, 2013), 
contempló que: 
(…) el contrato de interventoría corresponde a una especie del contrato de consultoría cuyo 
objeto concreto consiste en el control, vigilancia, inspección y verificación del 
cumplimiento de una, varias o todas las obligaciones derivadas de un contrato celebrado 
por una entidad estatal, en nombre y representación de ella (…). 
En línea con lo anterior, la Corte Constitucional en su Sala Plena, en virtud de la Sentencia 
C-037 de 2003, numeral 4.1.2.3, afirmó que: 
(…) el interventor, como encargado de vigilar la buena marcha del contrato, podrá exigir 
al contratista la información que estime necesaria; efectuará a nombre de la administración 
las revisiones periódicas indispensables para verificar que las obras ejecutadas, los 
servicios prestados o los bienes suministrados cumplan con las condiciones de calidad 
ofrecidas por los contratistas; podrá dar órdenes que se consignarán necesariamente por 
escrito; de su actuación dependerá que la administración responsable del contrato de que 
se trate adopte oportunamente las medidas necesarias para mantener durante su desarrollo 
y ejecución las condiciones técnicas, económicas y financieras que fueron previstas en él, 
es decir que tiene atribuidas prerrogativas de aquellas que en principio solo corresponden 
a la Administración, al tiempo que su función se convierte en determinante para el 




En la misma Sentencia de 2013 el Consejo de Estado (Consejo de Estado Sala de Consulta 
y Servicio Civil Consejero, Rad. 11001-03-06-000-2015-00128-00(2263), 2016), precisó la 
naturaleza de las obligaciones del interventor, principalmente, en sus obligaciones de vigilar, 
informar y proponer soluciones oportunamente a la entidad durante la vida del contrato 
intervenido, como se observa: 
(…) el interventor o supervisor tiene el deber legal y soporta las graves consecuencias 
legales de su omisión, de informar con la debida anticipación a la entidad estatal de aquellas 
circunstancias que afecten la ejecución del contrato, de tal manera que no deberían 
presentarse situaciones en las cuales el contratista lo ejecute en sentido diverso o 
desatendiendo el tenor literal del contrato,  modifique unilateralmente la prestación 
pactada, y la entidad estatal solo sea informada de esta situación, frente a hechos 
cumplidos, no autorizados previamente, ni legalizados…La función de interventoría y de 
supervisión comprende la de vigilar que el contratista ejecute la prestación en los términos 
pactados, y cuando no sea posible, por circunstancias imprevisibles o sobrevinientes que 
pongan en riesgo su finalidad, informar a la entidad y proponer las medidas que conjuren 
estas situaciones (…) (p.1). 
Con base en lo esbozado en la precitada providencia, el interventor es legalmente 
responsable tanto por las consecuencias derivadas de su actuar, como de las actuaciones que omite 
llevar a cabo sin que medie una comunicación anticipada que pueda justificar razonablemente y 
proporcionalmente la falta de cumplimiento de sus deberes contractuales en la forma, modo y 
tiempo señalados en el acuerdo de voluntades.  
En la misma sentencia (Consejo de Estado Sala de Consulta y Servicio Civil Consejero, Rad. 
11001-03-06-000-2015-00128-00(2263), 2016), esa corporación hace especial hincapié en 
elementos estructurales contemplados en la Ley 80 de 1993, bajo su artículo 41, indicando en el 
que: 
(…) la función esencial de la interventoría o de la supervisión tiene entre sus objetivos 
precaver que el contratista pueda a su arbitrio realizar modificaciones unilaterales a lo 
pactado en el contrato, puesto que es función de la interventoría o de la supervisión, según 
el caso, informar y presentar, en forma previa, soluciones para modificarlo oportunamente 




Sobre el particular se debe indicar que antes de proferirse la Ley 1474 de 2011, la Sección 
Tercera del Consejo de Estado en el año 2006 (Consejo de Estado. Sección Tercera, Rad. 25000-
23-26-000-2001-01008-01 (30832), 2006), estableció que la función de interventor no se 
encentraba limitada a la simple verificación o constatación de las actividades realizadas por el 
contratista, ya que en virtud del contrato de interventoría la Administración Pública despliega, a 
través de un tercero, sus potestades de coordinación, supervisión, control y en veces hasta la 
dirección misma respecto de la ejecución de otro u otros contratos.  
La aludida postura se ha mantenido por parte del Consejo de Estado afirmando que la 
entidad, a través del interventor, lleva a cabo la vigilancia y control del proyecto, siendo su labor 
de intermediación entre la entidad y el contratista, estando facultado para recibir la obra a 
satisfacción o no a nombre de la administración. De este modo, el interventor se constituye como 
un delegado de la administración para el cumplimiento de los fines de la contratación estatal, 
ejerciendo poderes de dirección y control de que es titular la entidad, desempeñando una función 
pública, la misma de que es titular la entidad contratante. 
Así pues, el interés general y la voluntad de servicio íntimamente relacionados con las 
actividades del interventor, incorporando a su quehacer los principios y valores de la función 
administrativa, convirtiéndose, en consecuencia, en sujeto de responsabilidad patrimonial de la 
misma forma que los servidores públicos.  
En este punto, se observa que las definiciones hechas por la ley y la jurisprudencia no 
caracterizan adecuadamente el contrato de interventoría de tal manera que lo diferencien de otras 
clases de actividades de consultoría, dado que, si se trata de coordinar y hasta dirigir las 
obligaciones de otros, ¿En qué se diferenciaría de una gerencia de proyectos que es otra especie 
del contrato de consultoría?, si se trata de supervisar o vigilar, entonces, ¿Cuáles serían los 
requisitos de esencia que diferenciarían al contrato de interventoría del de supervisión?,  si es para 
controlar, ¿Qué diferencia habría con la especie de consultoría llamada asesoría técnica en 
coordinación que también es una especie del contrato de consultoría?,  si es para inspeccionar o 
verificar, ¿Qué diferencia habría entre una interventoría y una auditoría?  
Además, si se entiende que el interventor solo se limita a vigilar, inspeccionar y verificar 
que las cosas se estén haciendo conforme lo establecido el contrato, ¿Qué pasaría en la hipótesis 




se redujera a vigilar, inspeccionar y verificar la ejecución de algo que está evidentemente mal 
diseñado, pero que está en el contrato del constructor? 
En las definiciones que se han hecho se utilizan palabras como supervisar que según la 
Real Academia Española ([RAE], 2020), es ejercer la inspección superior en trabajos realizados 
por otros, y a su vez inspeccionar es examinar, reconocer atentamente, o vigilar que es 
observar algo o a alguien atenta y cuidadosamente, controlar que es la acción de comprobar, 
inspeccionar, fiscalizar o intervenir, verificar que es comprobar o examinar la verdad de algo, o la 
palabra auditar que es examinar la gestión económica de una entidad a fin de comprobar si “se 
ajusta a lo establecido por ley o costumbre”. 
Por tanto, se observa que la ley y la jurisprudencia toman verbos de otras especies del 
contrato de consultoría, como verbos rectores para definir y caracterizar el contrato de 
interventoría, sin que se establezca un verbo único que lo especifique y diferencie de otras 
actividades.  
Igualmente se observa que reducir la definición del contrato de interventoría a este tipo de 
verbos (supervisar, inspeccionar, examinar, vigilar, controlar, verificar, etc.), limitaría la labor del 
interventor al cumplimiento de las obligaciones contenidas en una lista de chequeo  “check list” 
del cumplimiento de unas obligaciones, a ser un notario quien constata que las cosas se hagan 
conforme los documentos contractuales, en un rol más bien pasivo y reactivo, como de un tercero 
espectador que observa, registra e informa, o también a alguien que confía ciegamente en la 
omnisciencia e infalibilidad de la administración en los requerimientos técnicos, jurídicos, 
administrativos, financieros, contables, ambientales, y demás establecidos en el pliego o contrato, 
así sea inviable económicamente, o pongan en riesgo los recursos públicos o no cumplan el 
objetivo económico social perseguido. 
Ahora bien, el primer ejercicio que se debe hacer con base en lo expuesto por parte de la 
ley y jurisprudencia es establecer los elementos que comparten el contrato de consultoría con el de 
interventoría.  
Primero, se observa que la extensión de la actividad de interventoría se enmarca 
razonablemente dentro de la definición de actividad de consultoría, como parte de ésta, en relación 




de la actividad de consultoría hacen parte de las propiedades esenciales de la interventoría, pero 
ésta tiene otras propiedades que a su vez lo diferencian de la consultoría.  
1.2.2. Propuesta de definición de contrato de interventoría 
 
Se puede empezar por aducir que los verbos utilizados para caracterizar el contrato de 
interventoría tratan de conductas ejercidas de un sujeto (interventor) sobre el actuar de otro sujeto 
(contratista); y que por ende, el objeto sobre el cual recaen las acciones del interventor es en el 
actuar de otro; en este sentido, específicamente las acciones por parte del interventor están 
dirigidas sobre la acción de otro sujeto, y estas son las de  coordinar, supervisar, controlar, vigilar, 
inspeccionar, verificar, informar, proponer. 
Sin embargo, el primer intento que se debe hacer es el de ir a la raíz etimológica de la 
palabra interventor; en tal modo, la RAE (2020) lo define como un adjetivo referido a quien 
interviene, intercede, injiere, entromete, colabora, participa, concilia o actúa. Esta palabra está 
compuesta del verbo transitivo e intransitivo “intervenir” y del sufijo “or” que en los adjetivos y 
sustantivos verbales indica como agente, el que hace la acción, viene del latín “interventor”. 
Sobre esa raíz etimológica que le da al concepto de interventor se vislumbra una naturaleza 
participativa y si se quiere invasiva sobre algo, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 
de Estado (Rad. 11001- 03-06-000-2006-00080-00 (1767), 2006), ha sostenido que el interventor 
es un representante de la entidad contratante cuyas actividades van más allá de la función de 
verificación:  
(…) El interventor de obras públicas tiene la representación del dueño de la obra ante el 
contratista y su labor es la de controlar que la obra se realice en los términos del respectivo 
contrato, tanto en lo que respecta a las especificaciones técnicas como en los términos 
contractuales, lo cual incluye el cabal cumplimiento de las normas y requisitos que la ley 





De hecho, en los conceptos de “interventoría de proyectos”, “interventoría durante la 
construcción” e “interventoría técnica” comprendidos en el Decreto 2090 (1989)10, se preceptúa 
que el interventor es representante de la entidad contratante. 
Entonces, es preciso preguntarse acerca de cuál es el verbo rector que caracteriza la labor 
del interventor. Sobre el particular se debe indicar que con base en la raíz etimológica de la palabra 
interventoría y a las aproximaciones conceptuales del sistema jurídico colombiano, se observa que 
algo que la caracteriza es su intervención dentro de un sistema autónomo, entiéndase por este, un 
proyecto delimitado de su propio entorno y estructurado mediante un contrato; en tal sentido, el 
interventor que no es parte de ese sistema contrato de obra o concesión, interviene en el mismo.  
                                                          
10 6. Interventoría. 6.1. Descripción de los trabajos. Se entiende por interventoría el servicio prestado por un profesional o persona 
jurídica especializada, para el control de la ejecución del proyecto arquitectónico o de la construcción. El interventor es el 
representante de la entidad contratante durante todas las etapas del proyecto: planos, etapa previa, ejecución y liquidación. Las 
labores de interventoría son: 6.1.1. Interventoría del proyecto. Consiste en una asesoría a la entidad contratante durante la etapa de 
diseño y estudios del proyecto para garantizarle que los planos interpreten la voluntad del cliente, cumplan con sus requisitos dentro 
de su disponibilidad de recursos y estén debidamente coordinados y completos para la ejecución de la obra. La coordinación del 
proyecto es responsabilidad del arquitecto que elabora el proyecto arquitectónico. El interventor hará una labor de revisión y 
asesoría a la coordinación. El interventor además, vigilará el cumplimiento de las actividades previas, control de pólizas, control a 
los contratos de estudios técnicos y de ingeniería y control sobre trámites municipales. El interventor podrá hacer revisar los 
estudios y proyectos técnicos por especialistas y el costo de esta revisión será por cuenta del propietario. 6.1.2. Interventoría durante 
la construcción. El servicio de interventoría durante la construcción comprende las funciones técnicas y administrativas, funciones 
complementarias e inseparables durante la obra, por lo cual ambas deben ser realizadas por la misma persona o entidad. 6.1.2.1. 
Interventoría técnica. En la interventoría técnica la función del interventor se encamina a velar por el correcto desarrollo de los 
planos y por el cumplimiento de las normas de calidad, seguridad y economía adecuadas a la obra. En cumplimiento de sus 
funciones el interventor exigiría al constructor cuando sea necesario, la realización de ensayos y pruebas. De todos los trabajos 
autorizados el interventor deberá dejar constancia escrita. Deberá llevar además un control a las especificaciones de materiales, a 
las pruebas de las instalaciones y a la puesta en marcha de los equipos. Para el cabal cumplimiento de sus funciones y si la 
complejidad del problema así lo justifica, el interventor solicitará a la entidad contratante la contratación de especialistas que lo 
asesoren en su función técnica. Los controles a los cuales se hace referencia no relevan al constructor de su responsabilidad de 
llevarlos con el detalle y precisión que exijan las normas de calidad y los estudios técnicos de la obra. El interventor, por lo tanto, 
vigilará que el constructor cumpla las normas de control y llevará los controles adicionales que considere oportunos. Cuando sea 
necesario completar o introducir modificaciones al proyecto, el interventor solicitará al arquitecto proyectista la elaboración de los 
planos y de las especificaciones pendientes y cuidará de que en todo momento el constructor disponga de los documentos de trabajo 
actualizados. 6.1.2.2. Interventoría administrativa. el interventor velará por el cumplimiento del contrato del constructor y 
supervigilará el avance de la obra para lograr que ella se desarrolle según el programa y el presupuesto previamente aprobados. 
Vigilará además el cumplimiento de las pólizas de garantía, los pagos de prestaciones sociales, pagos de carácter fiscal a los 
organismos nacionales y municipales y demás obligaciones contractuales y legales. El interventor autorizará las entregas de dineros 
al constructor y revisará los gastos que éste haga a fin de que los dineros sean invertidos en la forma más eficiente; autorizará la 
contratación de los diferentes capítulos de obra y supervisará la administración de los subcontratos. El interventor aprobará el pago 
de las cuentas a subcontratistas, trabajadores o proveedores, según las normas establecidas en los contratos y a las disposiciones 
que ordene la ley. El interventor supervisará el almacén de la obra y exigirá al constructor los inventarios, libros y comprobantes 
que permitan un adecuado control. El interventor revisará y aprobará los extractos contables periódicos que presente el constructor 
con el objeto de verificar el paso correcto de las sumas a cargo de la obra. En las obras contratadas por el sistema de precios 
unitarios o precio alzado, el interventor verificará que la obra ejecutada, su calidad y su cantidad corresponda a lo establecido en 
los planos, especificaciones y contrato de construcción. Recibida una determinada obra, el interventor autorizará la cuenta de cobro 
respectiva. Verificará que la obra ejecutada corresponda proporcionalmente a los dineros entregados al contratista, dentro de los 
términos estipulados en el contrato. El interventor estudiará y autorizará las cantidades de obra, analizará y acordará con el 
constructor los precios de los ítems no pactados en el contrato; estudiará y propondrá a la entidad contratante las fórmulas de 
reajustes cuando éstas no estén pactadas y aprobará los reajustes que surjan en el transcurso del contrato. La interventoría no incluye 




Bajo estos predicamentos, el verbo rector que debe caracterizar al contrato de interventoría 
será intervenir, para que de esta forma el proyecto pueda satisfacer las expectativas que la entidad 
tiene sobre el sistema mismo, dado que es un verbo que implica una actitud proactiva, de 
acompañamiento a las partes e inclusive de representación de la entidad como lo ha afirmado la 
jurisprudencia, para lograr un objetivo puntual y que se fundamente en el interés general y el bien 
común contemplados como pilares constitucionales y administrativos del Derecho Estatal.  
En tal sentir, la naturaleza del contrato de interventoría no podrá reducirse netamente a la 
verificación, inspección, supervisión, control, etc., de unas labores conforme a un contrato, sino al 
despliegue de todos sus conocimientos, experiencia, habilidades, y de ingenio en casos de 
proyectos de ingeniería11; para con ello, direccionar el proyecto hacia el cumplimiento de las 
expectativas de la entidad, mediante la advertencia de la existencia de problemas, proponer 
soluciones y verificar que la solución que se adopte sea la adecuada, así como dar consejo e 
información oportuna a la entidad, apoyándose previamente en labores de verificación, 
seguimiento técnico y vigilancia.  
En efecto, la Corte Constitucional (Sala Plena, Sentencia C-037, 2003) señala que 
(…) el interventor podrá dar órdenes que se consignarán necesariamente por escrito, y que 
de su actuación dependerá que la administración responsable del contrato de que se trate 
adopte oportunamente las medidas necesarias para mantener durante su desarrollo y 
ejecución las condiciones técnicas, económicas y financieras que fueron previstas en él; es 
decir que, tiene atribuidas prerrogativas de aquellas que en principio solo corresponden a 
la Administración, al tiempo que su función se convierte en determinante para el 
cumplimiento de los fines de la contratación estatal (p. 63).  
Ahora bien, la jurisprudencia también ha establecido como verbo rector la palabra verificar, 
que según la RAE (2020), es comprobar o examinar la verdad de algo, es el salir cierto y verdadero 
lo que se dijo o pronosticó; por tanto, verificar será el proceso de encontrar la verdad. Es comprobar 
que lo que se pretende hacer o lo que se está haciendo corresponde a la verdad, lo cual, únicamente 
                                                          
11 Se utiliza la palabra ingenio, principalmente para hacer referencia a la interventoría en ingeniería, ya que la etimología de la 




se puede logar mediante la actividad práctica, sobre la realidad material existente en el sistema 
sobre el cual se está interviniendo.  
Ahora bien, si la verdad es la adecuación del pensamiento a la realidad, la obligación del 
interventor será encontrar la verdad dentro del sistema - proyecto, la cual debe fundamentarse 
técnica e intelectivamente con base en sus conocimientos y estándar de diligencia (Gorski & 
Tavants., 1970, p. 12).  
Por tanto, para el interventor la verdad no podrá limitarse a lo que contemple el contrato o 
términos de referencia, o lo que diga el supervisor, dado que esto puede estar sesgado de errores y 
falsedades, o de lo que se denomina la “ingeniería del desespero”; sino que debe basarse en el 
análisis crítico de la realidad con base en las leyes del arte, ocupación y oficio del que se trate, que 
es precisamente  la razón por la cual, la entidad acude a sus servicios para intervenir en el sistema, 
y no solamente para que actúe como un notario que contrasta la correspondencia entre lo escrito 
en un papel con lo que ve en la realidad “chek list” sin realizar un análisis crítico y profundo de la 
realidad.  
De esta manera, corresponderá al interventor verificar la conformidad de los trabajos con 
los planos y especificaciones, también, que los trabajos se hagan en correspondencia con las 
mejores prácticas del sector de que se trate, obrantes en normas técnicas nacionales y/o 
internacionales que representan un estándar para la industria (túneles, puentes, carreteras, etc.), 
pero también, la experticia que debe tener un profesional y estándar de diligencia de previsión en 
la misma área. 
De lo anterior surge como interrogante el siguiente: ¿Tiene el interventor la obligación de 
revisar el proyecto, para asegurarse de que esté libre de errores?, a juicio de este investigador, sí, 
puesto que, como se dilucidó en la definición del contrato de interventoría, el interventor es 
contratado para que despliegue sus conocimientos, experiencia e ingenio como observador de 
segundo orden y gestor de riesgos, y con base en su arte y oficio, advierta sobre los problemas que 
es probable que se presenten, del mismo modo proponga soluciones y verifique que se apliquen 
las más adecuadas conforme al estándar exigible a un profesional experto, salvo los errores o vicios 
ocultos que el estándar de diligencia no exija prever. En ese caso, la prueba pericial técnica y careo 




Así lo ha dado a entender la Corte Constitucional en sentencia C-037 (Corte Constitucional. 
Sala Plena, 2003), al afirmar que: 
(…) de los elementos que se desprenden de la ley, resulta claro que al interventor le 
corresponde vigilar que el contrato se desarrolle de acuerdo con lo pactado en las 
condiciones técnicas y científicas que más se ajusten a su cabal desarrollo, de acuerdo con 
los conocimientos especializados que él posee, en razón de los cuales la administración 
precisamente acude a sus servicios… el interventor, como encargado de vigilar la buena 
marcha del contrato, podrá exigir al contratista la información que estime necesaria; 
efectuará a nombre de la administración las revisiones periódicas indispensables para 
verificar que las obras ejecutadas, los servicios prestados o los bienes suministrados 
cumplan con las condiciones de calidad ofrecidas por los contratistas (p. 62). 
Por otra parte, la Ley de Contratación Estatal (Ley 80, 1993, Art. 32 y 53), enaltece la 
independencia que debe tener el interventor respecto del sistema sobre el cuál interviene y de sus 
partes contratantes; aludiendo que la interventoría debe ser contratada “con una persona 
independiente de la entidad contratante y del contratista, quien responderá por los hechos y 
omisiones que le fueren imputables”, en la misma línea se destaca en materia  civil, fiscal, penal y 
disciplinaria, por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría y por 
los hechos u omisiones que causen perjuicios. 
Exigencia legal de independencia que en los contratos estatales de obra, excluye la figura 
de la representación de cualquiera de las partes, al igual que la delegación para modificar el 
contrato, puesto que contraría el artículo 53 de la Ley 80 de 1993, que la persona del interventor 
actúe en un contrato estatal además como parte con facultades para modificar la relación 
contractual (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Rad. 21491, 2011). 
De igual manera en la doctrina (Sánchez, 2010), se ha establecido el papel proactivo del 
interventor, afirmándose que “en el ejercicio de esa relación entre interventor y contratista exista 
la necesidad de solucionar los inconvenientes que se suscitan a diario en la ejecución contractual” 
(p. 215). 
En la misma línea argumentativa, Jiménez (2007) precisa que “la actividad de control y 




objeto y de las obligaciones en las pactadas, coadyuvando a las partes contratantes para lograr una 
terminación exitosa del contrato vigilado” (p. 82). 
De este modo, conforme con lo expuesto hasta este punto, los elementos de extensión que 
hacen que una consultoría mute a interventoría como su especie, serán los siguientes: 
1. La existencia de un proyecto específico ejecutado por terceros. 
2. La intervención del consultor sobre ese sistema mediante el seguimiento técnico y 
verificación del cumplimiento de las expectativas de la entidad. 
3. La provisión de información y consejo oportuno a la entidad para la toma de decisiones 
sobre el proyecto.  
Por tanto, siendo el contrato de interventoría una especie del contrato de consultoría, se 
podría definir, de manera amplia, como aquel mediante el cual, un profesional interviene en un 
sistema o proyecto transfiriendo sus conocimientos, experiencia, habilidades e ingenio de manera 
independiente, proveyendo información y consejo para la toma de decisiones sobre la existencia 
de problemas y hechos de corrupción que puedan poner en riesgo el cumplimiento de los objetivos 
del sistema; así como, proponer soluciones y verificar que la solución que se adopte sea la 
adecuada, mediante la constante inspección, verificación y seguimiento, durante un período 
determinado, a cambio del pago de un precio. 
Ahora, de manera sintética, el contrato de interventoría es aquel mediante el cual un 
profesional interviene en un proyecto transfiriendo su experticia de manera independiente para 
proveer información y consejo sobre la existencia de problemas, proponer soluciones y verificar 
que la solución que se adopte sea la adecuada, mediante la constante inspección, verificación y 
seguimiento, durante un período determinado, a cambio del pago de un precio 
Con estos elementos, la interventoría no podrá confundirse con una asesoría, la cual es: 
(…) un servicio para dictaminar o hacer una tarea que el cliente no está en condiciones de 
llevar a cabo por sí mismo, ya sea porque no tiene el conocimiento, la experiencia, los 
recursos humanos, técnicos, metodológicos o de tiempo para su realización…el asesor no 
maneja ni se responsabiliza de un proyecto dentro de la organización, es decir, no se 




guie… (Llamado también)… consultoría de experto: en este modelo el cliente hace una 
consulta y el asesor la contesta sin la participación del cliente” (Ramírez & Hurtando, 2018, 
p. 25-27).  
De esta manera, lo que diferenciaría la interventoría de la asesoría, es que la interventoría 
se entromete, se adentra, actúa, y en definitiva, interviene dentro de un sistema (proyecto) para 
buscar solución a los problemas que se presenten en el mismo a través de la inspección y 
verificación continua del mismo, participando en las decisiones que se tomen dentro del sistema; 
lo cual, vincula aún más su responsabilidad, mientras que la asesoría se limita a dictaminar o dar 
una opinión sobre algo que le consulten sobre cualquier asunto que se presente en un sistema 
(organización, proceso, proyecto, etc.), sin entrometerse en el mismo ni en su realización y 
desarrollo (éxito del proyecto), así como tampoco está obligado a inspeccionar ni verificar lo que 
haga un tercero, por tanto la diligencia exigida y responsabilidad será diferente a la del interventor. 
Desde otra arista, conforme la Real Academia Española (2020) la palabra supervisión se 
deriva de los vocablos latinos “súper” y “vicio”, que significa “ver sobre”, lo cual se traduce como 
mirar desde arriba una actividad. Por tanto, para la Real Academia Española (2020), si el sujeto 
no se adentra al sistema sino solo es para “mirar desde arriba” si se cumple o no, sin intervenir 
dentro del sistema, será una supervisión, y si se hace a través de una relación laboral o 
reglamentaria, ni siquiera será consultoría,  puesto que es requisito esencial de ésta la 
independencia, o si se hace por medio de contrato de prestación de servicios, significará que para 
la entidad el supervisor no tiene los conocimientos, experticia e ingenio para transmitir a la entidad 
en relación con el proyecto que se está ejecutando; y  por tanto, su responsabilidad debería será 
diferente. 
Ahora bien, para la Real Academia Española (2020), etimológicamente la palabra auditoría 
proviene del verbo latino “audire”, que significa ‘oír’, que a su vez tiene su origen en los primeros 
auditores que ejercían su función juzgando la verdad o falsedad de lo que les era sometido a su 
verificación, principalmente mirando. 
La definición del concepto de auditoría se asume como: “La auditoría es una serie de 
métodos de investigación y análisis con el objetivo de producir la revisión y evaluación profunda 
de la gestión efectuada” (Amado, 2008, p. 63). Si solamente se refiere a una revisión y evaluación 




solucionar problemas, ni usar su ingenio para la solución de estos, sino solamente es una labor de 
“check list” sobre un hecho cumplido y hacer recomendaciones, se estará ante un contrato de 
auditoría, y por tanto su responsabilidad debería ser diferente. 
 
1.2.3. Ilustración Cláusulas Concesiones 4G 
 
En las cláusulas generales de los contratos de concesión bajo el esquema de APP suscritos 
por la Agencia Nacional de Infraestructura (en adelante ANI), y los respectivos concesionarios, se 
observa la facultad de total intervención por parte del interventor en el sistema, obligándose al 
concesionario a garantizar que los funcionarios de la Interventoría tengan en todo momento libre 
acceso al proyecto y lugares en los que se estén llevando a cabo trabajos. De la misma forma, 
establece que, en el proceso de verificación de las unidades funcionales, la totalidad de los ajustes 
o correcciones deben estar recibidas a satisfacción por parte del interventor, siendo este el que 
determine el cumplimiento definitivo de las obligaciones12.   
 
En este tipo de estipulaciones se observa como el interventor no solo verifica o inspecciona, 
sino que materialmente es un representante de la entidad con el poder de intervenir en todo el 
sistema y además recibir a satisfacción a nombre de la ANI las prestaciones que el deudor le debe 
a la agencia. Es decir, la agencia delega y confía en la experticia del interventor la representación 
y administración de sus intereses negociales a través de sus conocimientos para solucionar 
problemas.  
Se debe concluir que en ese marco de responsabilidad, el principal enemigo del interventor 
será el grado de negligencia con que ejerza sus funciones para proponer soluciones del sistema, y 
por tanto, su nivel de diligencia exigible es muy alto ante cualquier problema que pueda surgir a 
futuro. De este modo, el interventor es como si fuera los ojos de la entidad, transfiere todo su 
                                                          
12 4.17. Procedimiento de verificación. Verificación de las Unidades Funcionales: (…) viii.Si se vence el Plazo de Cura sin que el 
Concesionario culmine la totalidad de los ajustes o correcciones a satisfacción del Interventor o en la segunda revisión no se verifica 
el cumplimiento de los ajustes o correcciones con las Especificaciones Técnicas, se impondrán Multas al Concesionario, en los 
términos señalados en la Parte Especial del presente Contrato, hasta que el Concesionario corrija o ajuste la Intervenciones a 
satisfacción del Interventor… si se verifica, en la revisión, que con las correcciones y ajustes el Concesionario aún no cumple con 
las Especificaciones Técnicas se continuarán imponiendo las Multas en adelante y de manera retroactiva a aquellos días durante 





conocimiento para que la entidad tome las mejores decisiones, con lo cual influye en las decisiones 
que se tomen dentro del sistema, con lo cual su responsabilidad es aún mayor debido a un mayor 
aporte en el nexo de causalidad de las consecuencias generadas, sean estas positivas o negativas. 
Por tanto, cada decisión que se tome dentro del sistema será un riesgo a futuro para el interventor.  
El riesgo para el interventor no es que las cosas salgan mal por un peligro externo, sino que 
salgan mal por una mala decisión fruto de su negligencia; por tanto, el riesgo de negligencia está 
íntimamente ligado con cada decisión que el interventor toma, y en definitiva con las decisiones 
que día a día toman los profesionales que prestan sus servicios a la compañía interventora. 
Adicionalmente en los proyectos 4G, el interventor tiene función certificadora en temas 
prediales, dado que, para que el concesionario pueda iniciar los trabajos, el interventor es el 
responsable de certificar que el concesionario cuenta con la tenencia del predio para así poder 
acceder físicamente y realizar las actividades13. Esta labor certificadora también aumenta la 
exposición del interventor a futura responsabilidad, mostrando la verdadera función de 
intervención en el sistema. Incluso para el componente de redes del proyecto, el interventor cumple 
funciones de juez de la república, ya que es quien debe determinar si el aparecimiento de una red 
no inventariada por el concesionario es por hecho imputable a éste o si fue por fuerza mayor14.  El 
empoderamiento al interventor es tal, que  en caso de presentarse alguna discrepancia entre el 
concesionario y el interventor sobre temas técnicos, ambos tienen que ir a un amigable 
componedor15. 
  
                                                          
13 7.1. Generalidades de la Gestión Predial. (…)Para iniciar las Intervenciones de una Unidad Funcional, el Concesionario debe (i) 
haber adquirido o, (ii) demostrar que se tiene disponibilidad –entendida como la tenencia que le permita al Concesionario acceder 
físicamente al Predio y realizar las actividades que impliquen su destinación al Proyecto la cual deberá ser certificada por el 
Interventor–  del cuarenta por ciento (40%) (ya sea por (i), por (ii) o por la suma de ambos) de la longitud efectiva de los Predios 
necesarios para la ejecución de las Intervenciones en la respectiva Unidad Funcional. (…)”. 
14 “8.2. Redes (…) i) Fuerza Mayor por Redes: (…) Si, durante la Fase de Construcción, aparecen Redes que no pudieron ser 
identificadas en el inventario que debe realizar el Concesionario de conformidad con la Sección de esta Parte General, se entenderá 
que ha ocurrido un evento constitutivo de Fuerza Mayor por Redes, siempre que la Interventoría certifique que la no identificación 
no le es imputable al Concesionario.” 
15 19.13. Ajustes por Solicitud del Interventor. Cuando el presente Contrato señale que el Interventor solicita correcciones o ajustes 
a documentos y como consecuencia de lo anterior, el Concesionario presenta nuevamente el documento con las correcciones y 
ajustes sin que el Interventor esté de acuerdo, el Interventor y el Concesionario se reunirán a concluir el documento conjuntamente 
hasta lograr un acuerdo. Estas reuniones serán presenciales y a las mismas podrán asistir funcionarios de la ANI y los Amigables 
Componedores, de manera que al cabo de máximo tres (3) reuniones el documento quede concluido a satisfacción del Concesionario 





2. Capítulo II. Riesgo de negligencia del interventor y deberes de conducta exigibles 
 
Conocidas las propiedades del contrato de interventoría, se analizarán los elementos que 
enmarcan el riesgo de negligencia del interventor y que justifican el marco de la debida diligencia 
de sus actuaciones.   
2.1. Naturaleza de las obligaciones del interventor: obligaciones de medio 
 
A pesar de que esta clasificación de las obligaciones que surgió en Francia no aparece 
expresamente en el Código Civil Colombiano, la jurisprudencia la ha reconocido con la finalidad 
de establecer el régimen de responsabilidad civil contractual del deudor en función de las 
expectativas que el acreedor tiene sobre la conducta del deudor.  
J Bellisent Philippe (citado en Le Tourneau, 1997), establece que este tipo de obligaciones 
se da cuando el deudor promete únicamente poner al servicio del acreedor los medios de los cuales 
dispone, la diligencia para ejecutar el contrato y el actuar de la mejor manera posible; es así que 
las expectativas del acreedor se reducen a que el deudor ponga los medios necesarios para la 
producción de un resultado que éste no garantiza” (p. 27).  
La incertidumbre del resultado buscado será un componente esencial de la obligación, 
debido a que no depende exclusivamente del actuar del deudor; de este modo, por ejemplo, el 
abogado se compromete a poner sus mejores esfuerzos y diligencia para litigar en nombre de su 
poderdante, pero no podrá obligarse a garantizar el resultado exitoso de su gestión, a garantizarle 
un resultado o sentencia a su favor.  
El deber del deudor consistirá solamente en ser diligente, advertido, cuidadoso, entendido, 
y emplear los medios idóneos, conforme a las circunstancias, para alcanzar un determinado 
resultado (Mazeud et al., 1959, como se citó en Hinestrosa, 2007, p. 241),  pero sin asegurarlo, o 
sea que no responde por el mero hecho de la ausencia de aquel, sino debido a una conducta 
deficiente” (Hinestrosa, 2007, p. 242).  
Si el acreedor ve defraudadas sus expectativas legítimas, no le bastará probar la ausencia 
del resultado, puesto que éste no había sido prometido por el deudor; el acreedor por su parte debe 




deberá probar la culpa del deudor en no dar lo mejor de sí para la consecución del resultado, por 
esta razón se afirma que es un régimen de culpa probada (Le Tourneau, 1997, p. 28). 
De otro lado, las obligaciones de resultado son aquellas en las que las expectativas del 
acreedor se focalizan en que el deudor provea un resultado, y éste se compromete a lograrlo, de tal 
suerte que en la venta, “el comprador quiere devenir propietario, y no que el vendedor haga lo 
posible por transferirle la propiedad” (Le Tourneau, 1997, p. 28). Desde esta óptica, la 
incertidumbre del resultado no será un componente esencial de la obligación, la cual debe ser 
satisfecha por el deudor con la consecución del resultado, dado que éste depende exclusivamente 
de su actuar. 
El acreedor no tiene la carga de probar la culpa del deudor, sino solamente la no producción 
del resultado, existe una presunción de culpa del deudor por no haber logrado el resultado, y 
también “una presunción de causalidad entre la culpa y el daño”. Sin embargo, la víctima debe 
demostrar que el daño tiene su origen en la prestación que se debía efectuar,  dado que el resultado 
puede haberse no producido por una causa independiente al actuar del deudor, como, por ejemplo, 
una fuerza mayor (Le Tourneau, 1997, p. 29-30). 
La Corte Suprema de Justicia colombiana acogió la distinción entre obligaciones de medio 
y de resultado en las sentencias de 30 de noviembre de 1935 (G.J. 1905 y 1906) y de 31 de mayo 
de 1938 (G.J. 1936, págs. 566 y ss.), con la finalidad de solucionar los problemas de la prueba de 
la culpa en la responsabilidad civil contractual.  Cuando la obligación es de resultado, el acreedor 
solo debe demostrar la existencia del contrato y la no consecución del resultado, con lo cual queda 
demostrada la culpa del deudor ante la ausencia de éste, quien solo se podrá liberar si demuestra 
que la inejecución fue por caso fortuito, fuerza mayor o la existencia de una causa extraña que no 
le sea imputable.  
Respecto de la obligación de medios, el acreedor, no debe sólo acreditar la existencia del 
contrato, sino demostrar los actos de inejecución del deudor; por su parte, el deudor, para liberarse 
deberá demostrar la prueba de su diligencia y cuidado, conforme al inciso 3° del art. 1604” (Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, Rad. 20001-3103-005-2005-00025-01, 2013). 
De esta manera se observa que la clasificación fue adoptada en Colombia hace 85 años, 




según se trate de una obligación de medio o de una de resultado; en el primer evento, al deudor le 
bastará con demostrar que ha obrado de manera diligente para eximirse de responsabilidad; 
mientras que en el segundo, la no consecución del resultado al que el deudor se ha obligado debe 
tener origen en un hecho constitutivo de caso fortuito, fuerza mayor o de una causa extraña a su 
voluntad, que el deudor debe probar. 
El mismo criterio ha sido adoptado por el Consejo de Estado (Sección Tercera, Rad. 10530, 
1998):  
Esta distinción implica que cuando la obligación es de medio el deudor se exonera de 
responsabilidad probando diligencia y cuidado, en tanto que cuando la obligación es de 
resultado, éste deberá probar una causa extraña. O visto desde otro ángulo, cuando la 
responsabilidad se fundamenta en la culpa la obligación que se contrajo es de medio y 
cuando se responde a título objetivo la obligación incumplida es de resultado (p. 7).  
Ahora bien, la jurisprudencia y doctrina se han esforzado por establecer criterios objetivos 
para poder determinar cuándo se está ante una obligación de medio y cuándo ante una de resultado, 
tales como aleatoriedad, incidencia, probabilidad, riesgo. 
2.1.1. Criterio de aleatoriedad 
 
La Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia (Rad. 05001-31-03-012-2006-
00234-01, 24 de mayo de 2017), ha establecido la aleatoriedad del resultado esperado como criterio 
para la distinción entre ambos tipos de obligaciones, diciendo que: 
(…) en las obligaciones de medio el azar o el acaso es parte constitutiva de su contenido, 
y el resultado no depende directa y necesariamente de la actuación diligente del deudor, 
mientras que, por el contrario, en las obligaciones de resultado lo contingente está presente 
en una mínima proporción, de manera que la conducta del obligado debe ser suficiente para 







2.1.2. Criterio de incidencia 
 
Consiste en evaluar la incidencia que la conducta del deudor tenga sobre el resultado 
buscado por el acreedor; si tal resultado también depende del actuar de otro o de factores que no 
están bajo su exclusivo control o voluntad, la obligación será de medios, y el deudor cumplirá si 
obra con la diligencia que corresponda, aunque no se produzca el resultado. Por su parte, si el 
resultado sí se puede obtener con el comportamiento del deudor, porque no depende del actuar de 
otro ni de factores ajenos a su control o voluntad, y por tanto la presencia del componente aleatorio 
o de azar es exigua, la obligación será de resultado, ya que el deudor sí puede garantizar que el 
acreedor obtenga el resultado. 
 
De esta manera, si el cabal cumplimiento de la prestación satisface el interés primario del acreedor 
nos hallamos en presencia de una obligación de resultado, y contrario sensu, cuando para satisfacer 
dicho interés se requiere que además de la cabal ejecución de la prestación concurran situaciones 
o factores ajenos al deudor, la obligación será de medio.  
2.1.3. Probabilidad  
 
Este criterio fue expuesto por el Consejo de Estado (Sección Tercera, Rad. 10530, 1998) 
en los siguientes términos: 
(…) La Sala considera que el criterio más razonable, si se parte de la definición misma de 
estos tipos de obligaciones es el de la mayor o menor probabilidad de alcanzar la 
realización del objeto de la obligación, es decir, si la probabilidad de que se cumpla ese 
objeto es menor la obligación es de medio y si la probabilidad es mayor, la obligación es 
de resultado. Por supuesto, esta definición deja al juzgador un margen bastante amplio de 
valoración para determinar cuándo esa probabilidad es alta y cuando es baja, pero estas son 
situaciones que solo podrán depurarse a través de la jurisprudencia en cada caso concreto. 
 
La doctrina ha hecho más expreso el papel de conceptos como la probabilidad,  al afirmar 
que se considera como un número limitado de probabilidades de lograr el objetivo buscado por el 





2.1.4. Grado de riesgo  
 
Para los principios Unidroit, primero se deberá analizar el contenido del negocio y evaluar 
el riesgo que asume el deudor en la consecución del resultado, para determinar si se está ante una 
obligación de medios o de resultado. Así el artículo 5.1.5 menciona la determinación del tipo de 
obligación en los siguientes términos: 
 
Para determinar en qué medida la obligación de una parte implica una obligación de 
emplear los mejores esfuerzos o de lograr un resultado específico, se tendrán en cuenta, 
entre otros factores: (a) los términos en los que se describe la prestación en el contrato; (b) 
el precio y otros términos del contrato; (c) el grado de riesgo que suele estar involucrado 
en alcanzar el resultado esperado; (d) la capacidad de la otra parte para influir en el 
cumplimiento de la obligación (Bonell, 2004, p. 629) 
 
Ahora bien, la descripción legal de las actividades que hacen parte del contrato de 
interventoría, conforme a la Ley 1474 de 2011, incluye los verbos “vigilar”, “controlar”, 
“supervisar” “verificar” “inspeccionar” seguir”, que demuestran que la conducta del interventor 
está referida sobre la acción de un tercero.  
 
En cuanto a la incidencia sobre resultado, el interventor no tiene a su cargo realizar el 
interés primario que la entidad espera lograr; para el interventor, el resultado depende del 
comportamiento y voluntad del deudor que tiene a cargo satisfacer el interés primario de la entidad 
(Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá. Laudo Arbitral, 2016). 
Así mismo, el riesgo a cargo del interventor es menor que el riesgo asumido por quien se 
ha obligado a cumplir el interés primario buscado con el proyecto, dado que, el despliegue de 
recursos es mucho menor para el interventor, estando menos expuesto a los efectos negativos de 
la incertidumbre del proyecto, mientras que el contratista debe desplegar muchos más recursos y 
hacer más compromisos para entregar una obra material y tangible.  
 
De esta manera, si el resultado no se da, el contratista será, prima facie, el responsable, 




haciendo seguimiento, verificando, proveyendo información y consejo para identificar, proponer 
y verificar soluciones a los problemas presentados dentro del mismo, con la diligencia exigida a 
un profesional especializado, sin que le sea imputable las decisiones tomadas por el contratista. En 
definitiva, será el alea derivado de las decisiones tomadas por el contratista lo que disminuye la 
responsabilidad del interventor en ejercicio de sus obligaciones de medios (Centro de Arbitraje y 
Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá. Laudo Arbitral, 2016).  
 
Ahora bien, el interventor no es un garante del resultad; en EUA el estándar de atención 
tampoco requiere que el profesional sea infalible o que garantice o asegure los resultados (Sido, et 
al, 2019); en efecto, el consultor no promete resultados, sino que promete realizar servicios de 
acuerdo con los estándares profesionales. En estos casos, el daño resultante será causado por la 
negligencia, por ello, en EUA se ha establecido que las empresas de ingeniería tienen el deber de 
realizar su trabajo utilizando el nivel de habilidad y diligencia normalmente empleado por 
ingenieros profesionales que realizan un trabajo similar.   
 
Con respecto a las doctrinas de garantía implícita, la mayoría de las jurisdicciones en EUA 
han encontrado que tales teorías no se aplican a los servicios profesionales; esto se basa en el hecho 
de que los consultores tratan con ciencias inexactas y deben depender de su juicio; por lo tanto, no 
se requiere que los consultores sean infalibles, sino que solo usen cuidado y competencia 
razonables en su trabajo de diseño (Supreme Court of California. Gagne v. Bertran, L. A. No. 
23098, 1954) (Minnesota Supreme Court, 1978) (Wisconsin Supreme Court, 1977).  
 
Como ya se expuso, el interventor como observador de segundo orden, responde por su 
debida diligencia en el cumplimiento de su labor y no porque efectivamente se ejecute la obra y se 
obtenga el resultado esperado. Se espera que en ejercicio y aplicación de los conocimientos 
especializados y la experiencia que lo caracteriza, pueda hacer control y seguimiento para proveer 
información y consejo adecuado a la entidad y al sistema, por lo cual, en ningún momento se espera 
resultado físico de su parte, sino la ejecución de actividades de conformidad con su experticia 
(Sánchez, 2018). Para la doctrina estadounidense es claro que, el hecho que el consultor en 
ingeniería se comprometa a esforzarse por poner su mejor esfuerzo en lograr el resultado que debe 




2.2. Interventor como observador de segundo orden  
 
Para Luhmann (1991), la observación de segundo orden es observar la forma como otros 
observan el sistema al cual pertenecen, es observar como otros observan el sistema o ver el cálculo 
de cálculos (p. 152), así esto significa observar a alguien que a su vez realiza operaciones de 
observación.  
 
Sólo se puede hablar de riesgo, sin importar cómo se entienda el término, cuando se 
presupone que quien percibe un riesgo y posiblemente se le enfrenta, efectúa ciertas 
diferenciaciones; por ejemplo, la diferencia entre probabilidad e improbabilidad de que ocurran 
determinados resultados. Alguien con una actitud arriesgada, que en el tránsito rebase en forma 
arriesgada, o que juegue con un arma de fuego, ciertamente lo puede hacer como observador de 
primer orden; pero en cuanto ese sujeto reflexiona si él mismo debe enfrentarse a un riesgo, se está 
observando a sí mismo desde la posición de un observador de segundo orden; y sólo entonces se 
puede hablar realmente de conciencia o comunicación de un riesgo (Luhmann, 1991, p. 149). 
 
De esta manera se advierte la razón de ser de la necesidad de un observador de segundo 
orden en un sistema; para Luhmann (1991), en el ámbito de primer orden, los participantes se 
observan mutuamente como objetos, sacan conclusiones con base en prejuicios, percepciones e 
intereses egoístas de cada uno. En cambio, el observador de segundo orden ve lo que ven los 
observadores de primer orden, y se forma una opinión propia acerca de eso mismo, convive con 
los observadores en un mismo mundo de disputas o consensos. Esa es precisamente la labor del 
interventor: ser un observador de segundo orden de un sistema por medio de actividades de control 
y seguimiento, para luego intervenir en el sistema a través de la transferencia de conocimientos, 
experiencia e ingenio, proveyendo información y consejo para la solución de los problemas del 
sistema. En el caso de una observación de segundo orden del interventor, éste puede decir qué es 
para él probable o improbable, dónde se sitúa para el límite de la catástrofe, qué le provoca aversión 
al riesgo y qué lo lleva a rechazar otro tipo de cálculos. 
 
A juicio del autor de la presente monografía, la función del interventor puede asumirse 




conocimientos para advertir la existencia de problemas que se presenten en el sistema, proponer 
soluciones y verificar que la solución que se adopte sea la adecuada, a través de la provisión de 
información y consejo al sistema con base en su conocimiento y capacidad para solucionar 
problemas. Observa la forma como las partes contractuales observan el proyecto (sistema) al cual 
pertenecen. Observa sus cálculos y expectativas y los afectados con sus actuaciones (comunidad e 
interés general).  
 
Por tanto, siendo un observador de segundo orden, y con base en el criterio de aleatoriedad 
e incidencia, para el interventor el resultado es aleatorio a su actuar, ya que no depende directa y 
necesariamente de su actuar diligente, sino del actuar del contratista a cargo del proyecto, frente 
al cual el interventor solo puede vigilar, controlar, supervisar, informar, aconsejar etc. 
 
En segundo lugar, al ser el interventor un observador de segundo orden, esto es, alguien 
que hace cálculos sobre los cálculos de los actores de un sistema, su verdadero rol es el de gestor 
de riesgos del sistema que observa, interviniendo en el mismo para que no existan desviaciones 
entre el resultado que se quiere y la realidad. 
 
Por tanto, quien tiene el control causal sobre el sistema que permite la terminación 
adecuada o no de la obra es el constructor, mientras que el interventor, como observador de 
segundo orden (Luhmann, 1991), solamente está obligado a poner todo su conocimiento para 
solucionar problema diligentemente para advertir al constructor y contratante sobre las decisiones 
que más le convengan al sistema para que la obra se desarrolle por parte del constructor en un 
marco de cumplimiento que le permita a la obra cumplir su función económico social. 
 
Pensar lo contrario implicaría una confusión de roles y competencias, como por ejemplo 
ante un proceso sancionatorio, por cuanto es la interventoría quien debe empoderarse en alertar y 
demostrar los incumplimientos del constructor, pero nunca responder por los incumplimientos del 
constructor, si no se caería en el absurdo de que el interventor sería juez de sí mismo y por tanto 
parte dentro del proceso sancionatorio que se adelante en contra del constructor, y por tanto, 
buscará la forma de no demostrar el incumplimiento del constructor puesto que eso implicaría 





El contratista interventor solo estará sujeto a unas obligaciones de medio, su 
responsabilidad se traducirá en que solo le serán imputables aquellos incumplimientos en los que 
no logre demostrar una actuación acompañada de toda la diligencia, la atención, la prudencia, la 
pericia y el cuidado propios de su idoneidad, experiencia y conocimiento profesional (O´meara, 
2019, como se citó en Marín, et al., 2019, p. 116). 
 
Por tanto, el interventor sólo deberá ser responsable por no ser diligente en el cumplimiento 
de sus obligaciones contractuales, las cuales, por remisión del propio contrato de interventoría, 
algunas obligaciones pueden estar contenidas en el clausulado del contrato de obra, sin que eso 
implique que el interventor debe responder por el resultado de dicho contrato de obra. 
 
De esta manera conforme a Le Tourneau (1997), el incumplimiento directo significará que 
el deudor incumplido solo está obligado a indemnizar los daños que sean consecuencia inmediata 
y directa de la inejecución de la convención, por lo que el daño debe derivarse directamente de la 
inejecución del contrato de interventoría y de ningún otro (p. 29); en ese sentido, para este autor 
debe existir una relación de causa a efecto entre el daño, cuya indemnización se demanda, y el 
incumplimiento del profesional. 
 
Bajo estos presupuestos conceptuales la interventoría solo responderá del incumplimiento 
de sus obligaciones derivadas del contrato de interventoría y por los actos y omisiones que les sean 
imputables y causen daño o perjuicio a la entidad, debiéndose demostrar la relación de causalidad 
entre los perjuicios sufridos por la entidad y la acción u omisión del interventor constitutivo de 
incumplimiento (Ley 80, 1993, Art. 53), además, obviamente, de demostrar la falta de diligencia, 
como se verá más adelante. Conforme lo expuesto, se puede afirmar que la interventoría está sujeta 
exclusivamente a un régimen de responsabilidad subjetiva basada en la culpa, la cual se basa a su 
vez en el riesgo de negligencia.  
 
Es decir, la función del interventor es transferir sus conocimientos para solucionar 
problemas que reduzcan la brecha de la realidad, esto es, reducir la diferencia entre lo que se quiere 




de la realidad se manifiesta cuando la obra no está cumpliendo con el cronograma, que los hitos se 
están cumpliendo de forma inadecuada, que se está afectando el medio ambiente sin permisos y 
licencias, que las obras están quedando mal hechas, que los materiales no son los que 
corresponden, etc. Se ven o prevén brechas entre lo que se pensó y planeó, y lo que está sucediendo 
en la realidad.  
 
Esto genera tensión psicológica para los funcionarios públicos en su rol de gestores fiscales 
al observar que, lo que está ocurriendo en la realidad no es lo que la entidad tenía planeado. Se 
escogió al mejor contratista, pero en la realidad ese contratista no parece cumplir con las 
expectativas técnicas, financieras, administrativas, etc., generadas durante el proceso de selección 
que lo hizo adjudicatario. Esa brecha de la realidad causa estrés y tensiones en el sistema cada vez 
que se acrecienta esa brecha, y si el interventor no intervino para que los miembros del sistema 
tomaran las mejores decisiones que impidan esas brechas, de alguna u otra forma lo harán 
responsable. 
 
Por tanto, la labor del interventor como observador de segundo orden es desplegar todos 
sus conocimientos y experticia para ayudar a solucionar los problemas que aumentan esa brecha, 
esto es, disminuir la brecha de la realidad y disminuir el estrés y tensiones dentro del sistema, 
estudiando los cálculos de la entidad y del contratista.   
 
El temor a lo desconocido, el no saber qué pasará durante la ejecución de las obras causa 
ansiedad en el sistema ante cualquier situación que se presente que de la sensación de perder el 
control. Al inicio se quiere que el proyecto vaya acorde a lo planeado, sin problemas, pero al 
momento de ejecutarse empiezan a surgir inconvenientes, reclamaciones, diferencias de conceptos 
técnicos, disputas de carácter legal, lo cual aumenta la brecha de la realidad entre lo que se quería 
y lo que está pasando en realidad, agravándose si, particularmente, si se establecieron fechas 
límites para que el proyecto sea viable, provocando el coctel perfecto para tomar peores decisiones 






Al inicio de cada proyecto se quiere que todo se realice conforme lo planeado y dentro del 
tiempo establecido, esto es, que la realidad se desarrolle sin problemas. Para evitar la brecha de la 
realidad entre lo planeado y la realidad, se contratan interventores con la misión de dar seguridad 
de que todo va a salir conforme lo planeado, y así evitar estrés y tensiones dentro del sistema. 
Desafortunadamente, en Colombia, en la realidad suele pasar otra cosa, y por esta razón se ha 
tendido a buscar hacer corresponsable al interventor en la consecución del resultado. 
 
2.2.1. Ilustración caso Hidroituango. Proyecto estructurado sin observadores de 
segundo orden 
 
En 1998 fue constituida la Sociedad Promotora de la Hidroeléctrica Pescadero Ituango S.A. 
E.S.P16,  hoy Sociedad Hidroeléctrica Ituango S.A. E.S.P. mediante Escritura Pública No. 448 del 
2009, con el fin de hacer realidad la construcción de una hidroeléctrica con 2400 megavatios de 
capacidad. La idea original era que el proyecto fuera ejecutado por compañías de amplia 
experiencia a nivel mundial, para lo cual, previa apertura de proceso de subasta pública 
internacional, el 18 de marzo de 2010, la sociedad, recibió intención de participar en el proyecto 
por firmas de altos pergaminos en proyectos similares en países desarrollados17, tales como Tres 
Gargantas de China, con 22.500 megavatios instalados; Kepco de Corea, con 60.000 megavatios; 
Eletrobras de Brasil con 40.000 megavatios. A esta subasta se presentó también la Empresa de 
Servicios Públicos de Medellín y Colombia (en adelante EPM), pero con una capacidad instalada 
en ese momento de 2609 megavatios.  
A pesar de lo anterior, la Junta Directiva de la Sociedad en sesión de junio de 2010, decidió 
de manera unánime suspender el proceso de subasta y consolidar el proceso de negociación directa 
con EPM para el contrato BOOMT, suscrito el 30 de marzo de 2011 con un costo de 2900 millones 
de dólares.  Da la impresión, de que EPM se asustó ante la disposición de varias empresas 
internacionales de quedarse con el proyecto. Sintió que iba a tener en Antioquia y Colombia una 
                                                          
16 Es así como, con el fin de materializar la idea y hacer realidad el proyecto, el 8 de junio de 1998, mediante escritura pública 
2.309 de la Notaria 18 de la ciudad de Medellín. 
17 China Three Gorges Corporation de China. 2. El Consorcio KEPCO, integrado por Korea Electric Power Corporation: Korea 
Hydro & Nuclear Power Co.; Pasco Engineering & Construction; Lotte Engineering & Construction; SK Engineering & 
Construction y Daewo Engineering Company de Corea. 3. Construções e Comércio Camargo Corrêa S.A. de Brasil 4. Centrales 
Eléctricas Brasileras S.A. ELECTROBRAS de Brasil. 5. Constructora Norberto Odebrecht S.A. de Brasil 6. Constructora Andrade 




competencia que podría dejarla de segundona, perdiendo el monopolio que mantiene sobre unas 
tarifas altas con grandes ganancias. Entró desesperada en escena para acabar con los futuros 
competidores (Pérez, 2019, p. 17). 
EPM argumentaba que contaba con la experiencia en proyectos hidroeléctricos como las 
centrales hidroeléctricas Porce II y Porce III. Sin embargo, EPM adjudicó la construcción de la 
presa, cuarto de máquinas y otras obras al Consorcio CCC Ituango, conformado por Conconcreto, 
Camargo Correa y Coninsa Ramón H, por 1.89 billones. Es decir, el argumento para hacerlo con 
EPM era su experiencia constructora, sin embargo, se observa que EPM, en lugar de construir 
directamente, subcontrató con compañías constructoras, quienes a su vez subcontrataron 
parcialmente el objeto de sus contratos (Contraloría General de la República, 2019. p. 50).  
En ese sentido, EPM no obró como constructor sino como gerente de proyecto, 
subcontratando la construcción de las obras más importantes (Contraloría General de la República, 
2019. p. 50). En el año 2010, la Sociedad Hidroituango suscribió con EPM, un contrato tipo 
BOOMT (Build, Operate, Own, Maintain and Transfer, por sus siglas en inglés), para la 
construcción del proyecto hidroeléctrico Ituango (Contraloría General de la República, 2019. p. 
50).   
Dentro del sistema del proyecto BOOMT, EPM ejerció el doble rol de contratante y 
contratista, ya que, siendo contratista de la Sociedad Hidroituango, a su vez era socia de dicha 
sociedad con un 46.33% de propiedad accionaria y usufructuaria del otro 50.74%, para un total del 
97.07% de los derechos políticos de la sociedad; es decir, como socio tenía todo el poder de 
decisión sobre el sistema del que también era contratista, de esta manera, pudo tomar decisiones 
libremente sobre el sistema (Contraloría General de la República, 2019. p. 21). 
La interventoría a las obras fue contratada por parte de SH con el Consorcio INGETEC-
SEDIC mediante contrato CT-2011-000008, en 2011, dicho contrato fe cedido a EPM., luego, el 
07 de octubre de 2011, EPM suscribió con el Consorcio INGETEC-SEDIC contrato de 
interventoría para la construcción de las obras civiles y el montaje de los equipos electromecánicos 
del proyecto (Contraloría General de la República, 2019. p. 23). 
En el año 2012 EPM contrató un grupo de cinco (5) asesores expertos, de bastante bagaje 




publicado en el 2019 en la plataforma YouTube por parte del  el periodista Germán Jiménez, 
material que fue eliminado de la red por lo tanto no hay datos para citar la respectiva fuente, en 
este se hacía especial hincapié sobre la forma en que el pago de los honorarios de los interventores 
quedaba sujeto a que el informe que se presentara fuera aprobado por EPM, y si por algún caso los 
informes y conclusiones eran objeto de observaciones por parte de EPM los interventores debían 
corregirlos, modificarlos o complementarlos a satisfacción de EPM, por lo que los pagos se 
efectuaban únicamente si el experto acataba las observaciones de EPM. 
Así pues, la Sociedad Hidroituango, en calidad de contratante de EPM siendo esta última 
la empresa contratista y constructora,  limitaba la actividad misma de la interventoría, dado que si 
bien debía contratarse para hacer seguimiento a lo que ejecutara EPM como constructor, la 
interventoría terminaba siendo manipulada de acuerdo a los requerimientos particulares que EPM 
indicaba. Por tanto, la interventoría debía ser contratada por el contratante SH. Igualmente, el 
Board debía ser contratado por SH. Y aun así, todo estaba viciado porque, en todo caso, EPM era 
el socio con poder de decisión en SH. La SH era formalmente diferente a EPM, pero 
económicamente era lo mismo ya que EPM tenía el 97% de poder de decisión en SH (Contraloría 
General de la República, 2019). 
Sin embargo, la interventoría del proyecto fue contratada por EPM; es decir, resulta exótico 
que sea el mismo contratista quien contrate la interventoría del proyecto que va a construir; 
igualmente, en el caso del Board; esto quita independencia porque en caso de discrepancia de 
criterios la interventoría y el Board buscarán no incomodar a EPM sobre decisiones que tome, sea 
guardando silencio o buscar la forma de volver viables sus decisiones. En definitiva, quien tenía 
la última palabra en el proyecto era EPM, quien era contratante, contratista, interventor y asesor 
experto. 
Se desnaturalizó la función del contrato de interventoría, el cual, como modalidad del 
contrato de consultoría, tiene como rasgo que lo caracteriza la independencia del sistema sobre el 
cual interviene; en ese marco, el interventor no podía velar por los intereses de SH sino de su 
cliente EPM, es decir, del contratista. 
Se trató de un sistema de un solo actor, una sola parte, con una interventoría que ante los 
actos de EPM era un observador de primer orden, sin observadores de segundo orden del sistema, 




aprobación de esta previa corrección de las observaciones hechas por la misma EPM, el Board fue 
quien se atrevió a advertir los errores de EPM, que no tuvieron trascendencia ni fueron acogidas 
por EPM.   
En efecto, luego de que EPM abriera subasta pública internacional a la que se presentaron 
18 firmas que EPM sintió que iba a tener en Antioquia y Colombia señala el documento de causa 
raíz (Pérez, 2019, p. 17),  una competencia que le haría perder el monopolio sobre la fijación de 
las tarifas al ver que empresas extranjeras se podrían quedar con el contrato de construcción y 
generación, procediéndose entonces a adjudicarse el contrato de construcción BOOMT de una 
manera directa a EPM, desestimando las propuestas de reconocidas empresas extranjeras. 
 
EPM como miembro de la Sociedad Hidroituango se convirtió en contratante de sí misma 
como constructora principal para la Sociedad Hidroeléctrica Ituango S.A. E.S.P., cuya mayoría 
accionaria (52,89 %) corresponde al Departamento de Antioquia (Gobernación e IDEA), seguida 
por EPM (46,47 %) y otros (0,64 %) (Pérez, 2019, p. 19) 
 
De esta manera, los mandatarios y empresariado antioqueños estructuraron un proyecto 
entre ellos de manera parroquial, con unos intereses empresariales monopolísticos sobre la 
generación de energía eléctrica, lo cual, hizo que se creara un sistema observado por ellos mismos 
como observadores de primer orden, al estar en juego el 100% de sus intereses en el desarrollo del 
proyecto, impidiendo observarse a sí mismo como observador.  
 
De ahí que la Interventoría, como se verá más adelante, ejerciera muy bien su labor como 
interventor de los subcontratistas constructores de EPM, pero no así sobre las decisiones anti-
técnicas que EPM tomó para el plan de aceleración en donde según la Contraloría General de la 
República (en adelante CGR) guardó silencio. No tuvo una gestión eficiente sobre las decisiones 
de quien lo contrató que era el mismo constructor de las obras. 
El Board de expertos asesores, como se explicará más adelante, hizo su tarea de observador 
de segundo orden, a pesar de la talanquera contractual de la forma de pago, pero su papel no era 
de interventor sino solo de asesor de carácter técnico, cuya función de asesoría es diferente a la de 




2.3. Régimen legal de la responsabilidad civil de los interventores 
 
El régimen de responsabilidad civil de los interventores se encuentra en los artículos 53 de 
la Ley 80 de 1993, 82 a 84 de la Ley 1474 de 2011, 2 de la Ley 1882 de 2018 y 2 de la Ley 678 de 
2001, de la siguiente manera: 
 
Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 de 1993, el cual quedará así: Los consultores y 
asesores externos responderán civil, fiscal, penal y disciplinariamente tanto el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de consultoría o asesoría 
celebrado por ellos, como por los hechos u omisiones que les fueren imputables 
constitutivos de incumplimiento de las obligaciones correspondientes a tales contratos y 
que causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración y ejecución de los 
contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las actividades de consultoría o 
asesoría incluyendo la etapa de liquidación de los mismos.  
 
Por su parte, los interventores responderán civil, fiscal, y disciplinariamente tanto por el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de interventoría, como por los 
hechos u omisiones que les sean imputables y causen daño o perjuicio a las entidades, 
derivados de la celebración y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las funciones de interventoría, incluyendo la etapa de liquidación de los 
mismos siempre y cuando tales perjuicios provengan del incumplimiento o responsabilidad 
directa, por parte del interventor, de las obligaciones que a este le corresponden conforme 
con el contrato de interventoría. PAR. El Gobierno Nacional reglamentará la materia 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de esta ley (subrayado fuera de texto 
original).  
 
El artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 preconiza los deberes a los que están sujetos los 
supervisores en Colombia, así como los interventores, los cuales están facultados para gestionar 
de forma trasparente y veraz lo referente a los informes técnicos y de ejecución contractual que le 
competa en virtud del contrato público suscrito con el Estado en el marco de un proyecto de 





La supervisión e interventoría contractual implica el seguimiento al ejercicio del 
cumplimiento obligacional por la entidad contratante sobre las obligaciones a cargo del 
contratista. Los interventores y supervisores están facultados para solicitar informes, 
aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual, y serán 
responsables por mantener informada a la entidad contratante de los hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas 
punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o cuando tal 
incumplimiento se presente.  PAR. 1. El numeral 34 del artículo 48 de la Ley 734 de 2000 
(Sic, debe ser Ley 734 de 2002) quedará así: No exigir, el supervisor o el interventor, la 
calidad de los bienes y servicios adquiridos por la entidad estatal, o en su defecto, los 
exigidos por las normas técnicas obligatorias, o certificar como recibida a satisfacción, obra 
que no ha sido ejecutada a cabalidad. También será falta gravísima omitir el deber de 
informar a la entidad contratante los hechos o circunstancias que puedan constituir actos 
de corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo 
el cumplimiento del contrato, o cuando se presente el incumplimiento. PAR. 2. Adiciónese 
la Ley 80 de 1993, artículo 80, numeral 10, con el siguiente literal: k) El interventor que 
incumpla el deber de entregar información a la entidad contratante relacionada con el 
incumplimiento del contrato, con hechos o circunstancias que puedan constituir actos de 
corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato. Esta inhabilidad se extenderá por un término de cinco (5) años, 
contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo que así lo declare, previa la 
actuación administrativa correspondiente.  PAR. 3. El interventor que no haya informado 
oportunamente a la entidad de un posible incumplimiento del contrato vigilado o principal, 
parcial o total, de alguna de las obligaciones a cargo del contratista, será solidariamente 
responsable con este de los perjuicios que se ocasionen con el incumplimiento por los 
daños que le sean imputables al interventor. Cuando el ordenador del gasto sea informado 
oportunamente de los posibles incumplimientos de un contratista y no lo conmine al 
cumplimiento de lo pactado o adopte las medidas necesarias para salvaguardar el interés 
general y los recursos públicos involucrados, será responsable solidariamente con este, de 




temporal la solidaridad se aplicará en los términos previstos en el artículo 7 0 de la Ley 80 
de 1993, respecto de/ régimen sancionatorio (subrayado fuera de texto original).  
 
Conforme a los artículos indicados anteriormente, se observan los siguientes elementos que 
perfilan la responsabilidad del interventor,  el artículo delimita dos hipótesis en las cuales el 
interventor será responsable:  
 
1. El solo incumplimiento de sus obligaciones contractuales de verificación, seguimiento, 
vigilancia etc., en esta hipótesis, la ley hace responder al interventor por el mero incumplimiento 
de sus obligaciones de medio al margen de si haya generado o no perjuicios para la entidad.  
 
2. El incumplimiento de las obligaciones de información y consejo oportuno sobre riesgos 
de incumplimiento o corrupción en el proyecto sobre el cual se esté ejerciendo la interventoría 
(omisión), o haber dado mal dicha información o consejo (acción), y además que ese 
incumplimiento haya generado perjuicios. 
 
En esta segunda hipótesis, será responsable el interventor por el incumplimiento de sus 
obligaciones de proveer información y consejo oportuno a la entidad, por haberlo hecho mal o no 
haberlo hecho, siempre y cuando, además, se haya generado perjuicio a la entidad, siendo en ese 
caso, solidariamente responsable con el contratista del contrato intervenido. 
2.3.1. Incumplimiento directo  
 
La modificación que trajo la Ley 1882 de 2018 en su artículo 2 sobre el artículo 82 de la 
Ley 1474 de 2011, precisó que la responsabilidad del interventor se da en función del 
incumplimiento directo de sus obligaciones contractuales. Entonces, “el interventor responderá 
civilmente tanto por el cumplimiento directo de las obligaciones derivadas del contrato de 
interventoría, como por los hechos u omisiones que les sean directamente imputables y causen 
daño o perjuicio a las entidades siempre y cuando tales perjuicios provengan del incumplimiento 
directo de las obligaciones del contrato de interventoría” (Ley 1882 de 2018 en su artículo 2 sobre 





El deber de prestación del interventor, conforme a esta norma, debe buscarse en dos 
relaciones contractuales distintas: el contrato de interventoría y el contrato sobre el cual se ejerce 
la interventoría, significando una ampliación importante de la fuente del contenido prestacional a 
cargo del interventor. Al respecto, el Consejo de Estado (Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, Subsección A. Rad. 25000232600020050261 10, Expediente 38098, 2018), 
afirmó: 
Respecto a lo anterior, debe recordarse que la interventoría en los contratos estatales 
comprende todas aquellas actividades que, en representación de la entidad contratante, 
realiza una persona, natural o jurídica, con el fin de vigilar o inspeccionar, controlar, 
verificar y colaborar en la ejecución de los contratos o convenios, para lo cual debe prestar 
asesoría y apoyo tanto a la entidad con el contratista. Se trata de una exigencia establecida 
del ordenamiento jurídico, qué tiene el propósito de asegurar el cumplimiento del objeto 
de los contratos estatales, en defensa de los fines de la contratación pública, para la 
satisfacción de los intereses generales y de las necesidades básicas de la colectividad. 
El interventor debe velar por qué se cumplan las especificaciones técnicas del objeto del 
contrato al que deba hacerse la interventoría, al igual que las actividades o acciones 
administrativas, legales, financieras y presupuestales a cargo del contratista llamado a 
cumplir con dicho objeto e, igualmente, debe realizar un acompañamiento directo al 
contratista para asegurar la adecuada y total ejecución del contrato. 
Conforme la jurisprudencia citada, debe tenerse claro que la interventoría no tiene la 
obligación de asegurar la entrega de la obra contratada, porque dicha labor le pertenece al 
constructor, y mucho menos tienen la interventoría que asegurar su cumplimiento ni su total 
ejecución. El interventor no puede fungir como un asegurador, no puede tener funciones de 
aseguramiento, so pena de desnaturalizar el verdadero rol del interventor; de ahí que, no pueda 
tenerse la perspectiva de que es obligación del interventor proveer la obra terminada y asegurar su 
cumplimiento, ya que, de lo contrario, quedaría en exactas condiciones de imputabilidad que el 
constructor al hacerse extensivo el contenido obligacional del constructor al interventor. Esa 
diferenciación del alcance de las obligaciones del constructor y el interventor es lo que permite 




De otro lado, dicha diferenciación es la que permite identificar que, la voluntad del 
constructor puede estar en contravía de las exposiciones esgrimidas por la interventoría, y por 
tanto, es el constructor quién verdaderamente tiene bajo su órbita de control el proyecto (sistema) 
y es quien adopta las decisiones junto con la entidad de acuerdo a sus intereses y expectativas. 
Al ser un servicio consultivo, significa que los consultores y/o interventores no tienen 
facultad de decisión sobre el sistema en el que están trabajando, así Kubr (2005) afirma:  
De lo único que responden es de la calidad e integridad de su asesoramiento; los clientes 
asumen toda la responsabilidad que se derive de la aplicación de sus consejos… la pericia 
básica y el arte del consultor estriban no solo en dar el consejo correcto, sino en darlo de 
manera adecuada, la persona debida y en el momento oportuno (pp. 3-4).  
Desde lo esbozado se aduce que el cliente, a su vez, ha de aprender a solicitar y utilizar 
hábilmente los consejos del consultor y evitar cualquier malentendido sobre la distribución de 
responsabilidades. A pesar de que se contrató una interventoría, ésta no deja de ser un observador 
de segundo orden, haciendo inviable hacer un juicio de imputabilidad en función del resultado 
producido.  
2.3.2. Obligación de información y consejo  
 
Las facultades y deberes de información y consejo por parte de los supervisores e 
interventores se establecieron claramente en el artículo 84 de la Ley 1474 de 2011. Respecto a 
estos mandatos, el Consejo de Estado (Sala de Consulta y Servicio Civil, Rad: 11001-03-06-000-
2015-00128-00(2263), 2016)  señaló que: 
 
La Ley establece una obligación esencial de responsabilidad del interventor o supervisor, 
relacionada con el deber de información respecto del contrato principal, especialmente 
frente a tres situaciones: i) los incumplimientos del contrato, ii) las circunstancias que 
puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas punibles, y iii) aquellas 
que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, hasta el punto que su 
pretermisión se tipifica como falta gravísima y como causal de inhabilidad para contratar. 
Además, se genera una responsabilidad solidaria del interventor con el contratista por los 




del contrato vigilado o principal… como se observa, el interventor o supervisor tiene el 
deber legal –y soporta las graves consecuencias legales de su omisión-, de informar con la 
debida anticipación a la entidad estatal de aquellas circunstancias que afecten la ejecución 
del contrato… la función de interventoría y de supervisión comprende la de vigilar que el 
contratista ejecute la prestación en los términos pactados, y cuando no sea posible, por 
circunstancias imprevisibles o sobrevinientes que pongan en riesgo su finalidad, informar 
a la entidad y proponer las medidas que conjuren estas situaciones… la función esencial 
de la interventoría o de la supervisión tiene entre sus objetivos precaver que el contratista 
pueda a su arbitrio realizar modificaciones unilaterales a lo pactado en el contrato, puesto 
que es función de la interventoría o de la supervisión, según el caso, informar y presentar, 
en forma previa, soluciones para modificarlo oportunamente y para evitar que se presenten 
cambios no autorizados. 
 
De esta manera, la jurisprudencia administrativa ha perfilado como obligaciones 
primordiales a cargo del interventor informar oportunamente a la entidad y presentar medidas y 
soluciones a la entidad para superar hechos que pongan en riesgo la finalidad del proyecto. En 
otras palabras, para la jurisprudencia el interventor, tiene esencialmente a su cargo obligaciones 
de información, verificación y consejo, que se manifiestan a lo largo de todo su actuar, e 
interacción con la entidad y el contratista, porque, en realidad, cuando el interventor firma un acta 
de inicio o de recibo se supone que ya verificó, inspeccionó y vigiló que las obras se hayan 
ejecutado adecuadamente, por lo cual, con su firma está informando que verificó por la 
administración la satisfacción las obras.  
 
En efecto, esas obligaciones de información y consejo suponen que el interventor ha 
cumplido con sus obligaciones de inspección, verificación, intervención etc., bajo los siguientes 
presupuestos: 
 
(…) No puede dar consejos obligaciones prudentes y pertinentes sino quien ha procedido 
a un análisis detallado de la situación y de las diversas soluciones posibles…el deudor de 
dicha obligación no se contenta con formular una apreciación circunstancial: él orienta la 




mejor incluso si no es la más económica. Podría inclusive ir hasta imponer la obligación 
de ayudar concretamente al cliente en su obra, incluso a suplirla… no se trata ya de una 
real obligación accesoria de consejo sino de una asistencia técnica ligada (…) (Le 
Tourneau, 1997, p. 29).  
 
Ahora bien, conforme la jurisprudencia francesa citada por Le Tournau (1997), el deber de 
consejo cesa en presencia de una situación aparente, es decir, ante una situación que el acreedor y 
cualquier persona estaría en capacidad de entender, dado que el “consejero” no tendría que 
recordar los hechos que son de conocimiento de todos; en ese caso, el cumplimiento o no de su 
obligación de información y consejo sería inane (p. 29). 
 
De esta manera, conforme la ley y la jurisprudencia se observa que, luego de realizar las 
labores de verificación, control, vigilancia (actas de obra, condiciones de procedencia de reclamos, 
condiciones de cumplimiento de hitos de obra, condiciones de cierre financiero, verificación de 
cumplimiento de etapa de construcción, etc.), el principal negocio o actividad del interventor es el 
de proveer información cierta y buen consejo al sistema y a la entidad dueña del proyecto mediante 
la solución de problemas detectados durante dichas labores de verificación. 
 
Es decir, la obligación del interventor no se agota en la simple verificación del sistema. 
Verificar es un medio para lograr la finalidad de la labor del interventor: informar y dar consejo 
como observador de segundo orden al sistema y al dueño del proyecto sobre la mejor forma de 
solucionar los problemas presentes o futuros evidenciados durante su intervención a través de las 
labores de verificación, inspección, vigilancia, etc. 
 
En efecto, las obligaciones de vigilar, seguir, verificar dan el insumo al interventor para 
que pueda informar y aconsejar a la entidad en la toma de decisiones sobre el proyecto y el 







2.3.3. Solidaridad  
 
Se establece en el parágrafo 3 del artículo 84 de la Ley 1474 de 2011 la responsabilidad 
solidaria del interventor, en caso de no haber informado oportunamente a la entidad acerca de un 
posible incumplimiento de alguna de las obligaciones del contratista del contrato intervenido o 
actos de corrupción, siendo solidariamente responsable con este, por virtud de la ley, de los 
perjuicios ocasionados por los daños que le sean imputables de manera directa.  
 
Así, de conformidad con el artículo 84 parágrafos 2, 3 y 4, si el interventor no informó 
oportunamente a la entidad de un posible incumplimiento del contrato vigilado o principal, parcial 
o total, de alguna de las obligaciones a cargo del contratista, y tampoco dio consejo oportuno sobre 
las mejores soluciones, le será imputable directamente los daños que se causen y será 
solidariamente responsable con el contratista.  
Ahora, si el ordenador del gasto fue informado oportunamente de los posibles 
incumplimientos de un contratista y no lo conminó al cumplimiento de lo pactado o adopción de 
las medidas necesarias para salvaguardar el interés general y los recursos públicos involucrados, 
será responsable solidariamente con éste de los perjuicios que se ocasionen. 
En relación con la coligación negocial, la doctrina se ha referido a la coligación o conexidad 
negocial como el fenómeno que se presenta cuando dos o más contratos autónomos, esto es, que 
tienen existencia propia y sus propios requisitos de validez y disciplina normativa, están 
vinculados en una relación de dependencia o interdependencia genética, funcional o teleológica, 
para la obtención de un resultado práctico, social o económico común (Consejo de Estado. Sección 
Tercera. Subsección A, Rad: 85001-23-31-000-2002-00362-01(35763), 2016).  
Los elementos característicos de la coligación negocial son, fundamentalmente, dos:  
(i) Que exista una pluralidad de contratos y (ii) que entre esos contratos exista un nexo o 
vínculo por su función, es decir, que las prestaciones que surgen de uno y otro negocio 
estén interrelacionadas para alcanzar una finalidad específica o un interés único y común 




La Sección Tercera ha caracterizado la interventoría como un contrato íntimamente 
relacionado en su objeto con el de obra respecto del cual ejerce su actividad el interventor, y como 
un contrato que a pesar de lo anterior, resulta independiente de éste en aspectos específicos como 
la prórroga y el incumplimiento, esto es, que la prórroga de la obra no implica de suyo la del 
interventor y que el incumplimiento del contrato de obra jamás significa por sí solo el 
incumplimiento del de interventoría (Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera, 1996)18. Por otro lado, el Código Civil en su artículo 1499 clasifica los contratos 
entre principales y accesorios:  
El contrato es principal cuando subsiste por sí mismo sin necesidad de otra convención, y 
accesorio, cuando tiene por objeto asegurar el cumplimiento de una obligación principal, 
de manera que no pueda subsistir sin ella. 
Con base en esta fuente el Consejo de Estado en el ya citado fallo de febrero 13 de 2013, 
aclaró sobre el carácter principal y autónomo del contrato de interventoría, diciendo que: 
El contrato de interventoría es principal y autónomo. Si bien es cierto que el objeto del 
contrato de interventoría supone y exige, según ya se indicó, la coordinación, la 
supervisión, el control y en veces hasta la dirección misma de otro contrato diferente, lo 
cierto es que la interventoría subsiste a pesar de la extinción de la obligación principal o de 
la finalización del contrato que aparece como principal, al cual debe su existencia. 
Adicionalmente, la interventoría no se encuentra circunscrita a aspectos técnicos del 
contrato que se pretende controlar, sino que puede abarcar la vigilancia y control de las 
condiciones financieras y económicas del mismo, tal y como lo resaltó la Corte 
Constitucional. 
También en la Sentencia de febrero 28 de 2013, el Consejo de Estado puso de presente el 
carácter de Principal que acompaña al Contrato de Interventoría, de conformidad con los siguientes 
términos: En consecuencia, a pesar de la interdependencia que existe entre el correspondiente 
                                                          
18“el interventor carece de facultades para exigir del contratante un supuesto derecho a prórrogas, como queriendo hacer valer el 
contrato de interventoria como un contrato accesorio del contrato de obra, y con esa perspectiva alegar que por la sola naturaleza 
accesoria "debe" obtener la misma suerte que la del contrato principal”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Tercera, sentencia del 13 de septiembre de 1991, expediente n.° 5127, C.P. Carlos Betancur: “Debe distinguirse entre el 
contrato de obra pública y el de interventoría, pues el incumplimiento del contratista de obra no puede imputarse al del interventor 




Contrato de Obra o Concesión y su respectivo Contrato de Interventoría, la jurisprudencia ha 
concluido que éste último debe tomarse como un contrato principal.  
Por lo cual, a pesar de la coligación negocial que pueda existir, ésta no implica que el 
incumplimiento del contrato de obra signifique automáticamente el incumplimiento del contrato 
de interventoría y ser solidario con el constructor19. El incumplimiento del contrato de obra no 
volverá al interventor automáticamente solidario, ya que, como se explicó, debido a que el 
perjuicio debe ser directamente relacionado con el incumplimiento de las obligaciones del 
interventor, se debe demostrar la relación de causalidad entre el incumplimiento de las 
obligaciones de medio del interventor y el daño causado, así como el incumplimiento del deber de 
cuidado exigido. Por tanto, coligación negocial no significa solidaridad, ya que ésta solo se 
produce en virtud de la ley, pero solo en relación con las obligaciones directas del interventor. 
Consecuencia de la anterior aclaración es que el Interventor no puede estar obligado a la 
estabilidad de la obra. Así lo estableció un Tribunal de Arbitramento (Centro de Arbitraje y 
Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá, Laudo Arbitral, 2013) así:  
(…) El interventor no está obligado a garantizar la obra de la interventoría, conforme al 
artículo 2060 del Código Civil, ya que “conforme a la naturaleza del contrato de 
consultoría, la garantía pos contractual aplicable para el interventor es aquella derivada de 
la calidad de los servicios prestados, más no la de estabilidad de la obra” “las pretensiones 
de la parte actora en torno a eventuales incumplimientos contractuales que se presentaron 
en los contratos de obra y de interventoría durante la vigencia de los mismos, no pueden 
ser analizadas so pretexto de una supuesta responsabilidad por garantía de estabilidad de 
la obra, toda vez que ellas son de naturaleza y esencia distinta, y porque el término de 
caducidad de la acción para alegarlas venció antes de la presentación de la demanda (…) 
(p. 55). 
El Consejo de Estado ha indicado en el pasado la posibilidad de existencia de contratos 
conexos, ello no implica de suyo la aplicación de la regla de la solidaridad. La “conexidad” 
                                                          
19 La solidaridad entre el constructor y el interventor por los perjuicios causados por el incumplimiento de sus obligaciones o por 
acciones y omisiones suyas ya aparecía en el ordenamiento jurídico, específicamente en el artículo 2344 del Código Civil, al 
establecer “Artículo 2344. Responsabilidad Solidaria. Si un delito o culpa ha sido cometido por dos o más personas, cada una de 
ellas será solidariamente responsable de todo perjuicio procedente del mismo delito o culpa, salvas las excepciones de los artículos 




comentada por el Consejo de Estado, se unió a un criterio de dependencia y accesoriedad, más no 
de solidaridad  (Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá, Laudo 
Arbitral, 2013). 
En opinión del Tribunal de Arbitramento (Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara 
de Comercio de Bogotá, Laudo Arbitral, 2013): 
(…) conforme con la solidaridad establecida en la Ley 1474 de 2011, el interventor 
responde directamente y solidariamente por los perjuicios causados directamente por el 
incumplimiento de sus obligaciones de medio consistentes en garantizar la calidad de los 
servicios mediante la debida diligencia exigida que debió ejercer y que ya se expuso, para 
lo cual se deberá demostrar la relación de causalidad entre los perjuicios y la falta de dicha 
diligencia, caso en el cual, se hará efectiva en su contra la garantía de calidad de los 
servicios, más no podrá ser solidario de las obligaciones del constructor en cuanto a la 
estabilidad de la obra. Por tanto, en caso de no haberse conseguido el resultado esperado 
con el contrato de obra y haberse generado perjuicios, no existirá una solidaridad 
automática entre el constructor y el interventor, sino una eventual solidaridad condicionada 
a la demostración de la relación de causalidad entre el incumplimiento de las obligaciones 
del interventor y el perjuicio causado, así como la demostración del deber de cuidado 
exigible a éste (…) Por tanto, consideramos que no puede derivarse una solidaridad 
automática entre el interventor y el contratista ante problemas en la estabilidad de la obra 
o incumplimientos sobre el resultado pactado, por la obligación de orden legal prevista en 
el artículo 2060 del Código Civil y en la Ley 1474 de 2011, sino que esta debe ser 
condicionada a la demostración del incumplimiento del deber de diligencia exigido al 
interventor relacionado con sus obligaciones de consejo e información con base en el 
estado del arte en el momento en que se fungía como interventor (…)Tampoco puede 
concluirse que las obligaciones que asume el interventor están sujetas a la condición de 
que el contratista cumpla con las obligaciones bajo el Contrato de Obra y que en la medida 
en que estas obligaciones no se cumplan tampoco nació a la vida jurídica la obligación del 
interventor, porque la diferencia entre las obligaciones de medio y de resultado se limita a 
definir los parámetros de responsabilidad de las partes, pero no convierten la obligación de 




Por último, en derecho las cosas son por lo que son y no por como la llamen las partes, en 
este sentido, si el contratante hace que el contratista se adhiera a una declaración suya para 
cambiarle el régimen de responsabilidad, mediante una estipulación que diga que el contrato de 
interventoría es de resultado, pero el actuar del interventor por ley se refiere a verificar e 
inspeccionar lo que hace otro, pues en realidad estamos ante un contrato con obligaciones de 
medio, debido a que el resultado es aleatorio a su hacer, el éxito de las labores de la interventoría 
no depende exclusivamente de la ejecución oportuna de sus obligaciones y en algún grado, 
depende de factores externos o ajenos a su mera conducta. 
2.3.4. Ilustración caso Hidroituango - cumplimiento e incumplimiento de las 
obligaciones de información y consejo por parte del interventor 
 
El contrato y los diseños originales para la construcción del proyecto contemplaban obras 
para la desviación temporal de Río Cauca, consistentes en dos túneles que se taponarían una vez 
construida la presa (Contraloría General de la República, 2019), controlándose la operación 
mediante la instalación de compuertas deslizantes, al no poder desviar el Río Cauca en el primer 
verano del 2013 como se había planeado, y tener que instalar las guías de las compuertas, se debía 
retrasar el desvío hasta 2015, por tanto, para poder desviar el río en el primer verano de 2014, y 
así poder cumplir el cronograma de entrada del proyecto en las fechas programadas con la 
Comisión de Regulación de Energía y Gas (en adelante CREG) para no perder el cargo por 
confiabilidad20, se adelantó un “Plan de Aceleración” que consistía en cerrar los dos túneles 
iniciales de desviación y conducir la totalidad del caudal del río a través de la construcción de un 
Sistema Auxiliar de Desviación (en adelante SAD) (Contraloría General de la República, 2019).  
 
                                                          
20 Con la construcción de Hidroituango, la Sociedad fue habilitada para participar en las subastas de 2008 y 2012 de Obligaciones 
de Energía Firme (OEF), con las siguientes asignaciones: para el año 008 una asignación de OEF (GWh- año) por valor de 1085 y 
una fecha de inicio con vigencia del 1 de diciembre de 2018 y una fecha de fin del 30 de noviembre de 2038; por otra parte, del 
año 2012, con una asignación de OEF (GWh- año) por valor de 3482 y una fecha de inicio con vigencia del 01 de diciembre de 
2021, una fecha de fin del 30 de noviembre de 2038. Es preciso indicar que: “Con Hidroituango, EPM adquirió derechos ante la 
Comisión Nacional de Regulación de Energía (CREG), pero también obligaciones. Se comprometía a generar energía desde 
noviembre 28 de 2018. La misma resolución da un año de holgura para cumplir el compromiso adquirido y no perder las 
asignaciones de OEF; es decir, que el plazo se extiende hasta noviembre 30 de 2019. Pero si el incumplimiento supera el año, la 
CREG hace efectiva la garantía y se pierde la remuneración que paga el Sistema Interconectado Nacional (SIN) durante 20 años 
por la disponibilidad de las unidades de generación, que en serían aproximadamente USD 167.4 millones. Los retardos en las obras 
martirizaban a EPM, pues si no comenzaba a generar energía el 28 de noviembre de 2018, la CREG le impondría multas de 42.1 




En ese marco, EPM decidió prescindir de la construcción de las guías de las compuertas 
de cierre de los dos túneles de desviación mientras construía el tercer túnel o Galería Auxiliar de 
Desviación (en adelante GAD) para desviar el río y poder iniciar los trabajos de levantamiento de 
la presa, apartándose de los diseños originales.   La GAD implicaba un cambio a las características 
iniciales del Contrato BOOMT (por sus siglas en inglés significa build, operate, owned, 
maintenance and transfer. En español, construir, operar, poseer, mantener y devolver el proyecto) 
y a pesar de su magnitud y del riesgo que involucraba, se inició su construcción sin contar con la 
licencia ambiental y sin la previa autorización de la Junta Directiva de la Sociedad Hidroituango 
(Contraloría General de la República, 2019). 
 
El 22 de septiembre de 2017, la GAD entró en funcionamiento y así el río se desviaba por 
los 3 túneles. El 20 de noviembre de 2017 se presentó un aumento súbito del río Cauca, que 
sobrepasó la capacidad de descarga de los túneles, para dicha época funcionaban el derecho y la 
GAD, lo que llevó al aumento del nivel del río hasta la cota 243,9. El 18 de enero de 2018 se 
taponó definitivamente el túnel izquierdo. Entre el 30 de enero y el 20 marzo de 2018, cuando 
empieza el primer invierno, se construyeron los pre-tapones del túnel derecho, por lo tanto, el 
desvío del caudal del Río Cauca a partir de ese momento se llevaba a cabo solamente por la GAD. 
Entre abril 8 y 14 de 2018: “se produjo una creciente de aproximadamente 1.740 m3 /s, la cual 
generó un embalse que alcanzó la cota 262,8”43; la cota de la descarga intermedia era la 260 
(Contraloría General de la República, 2019, p. 34). 
 
El 28 de abril de 2018, ocurrió el primer derrumbe en la entrada del tercer túnel el cual 
taponó casi por completo la GAD; los túneles de desviación estaban sellados a la entrada y esto 
eliminaba por completo el control del llenado del embalse. El embalse incrementó su nivel en 40 
m en tan sólo 24 horas. Sin embargo, al día siguiente, el 29 de abril se destapona naturalmente 
ocasionando una descarga de aproximadamente 1.500 m3 /s que conlleva a un llamado a las 
comunidades para alertar sobre anormalidades en el caudal (Contraloría General de la República, 
2019, p. 35). 
 
El 7 de mayo se presentó el taponamiento total de la GAD. El caudal del Río Cauca se 




cerrados, el nivel de agua del embalse aumentó rápidamente y se generó el riesgo de que 
sobrepasara la presa causando una tragedia también denominado como “overtopping”. Ante esta 
situación el 10 de mayo de 2018, se tomó la decisión de desviar el caudal del río Cauca por Casa 
de Máquinas, ocasionando daños en la infraestructura construida y la maquinaria instalada, a partir 
de ese momento disminuye el nivel del embalse y aumentó el caudal del río aguas abajo 
(Contraloría General de la República, 2019, p. 35). 
 
El 12 de mayo se destaponó el túnel de forma natural de desviación derecho que aumenta 
sustancialmente el flujo de agua, entregando al río Cauca aguas abajo un caudal superior a los 
6.000 m3/s provocando graves daños a Puerto Valdivia, al Puente Pescadero -cruce normal entre 
Medellín e Ituango- y a otras estructuras próximas al margen del río 48. Ese mismo día ocurrió 
una liberación, ocasionando un segundo deslizamiento que cierra el túnel de desviación derecho y 
el ascenso en los niveles del embalse (Contraloría General de la República, 2019, p. 35). 
 
Con el rápido aumento del nivel del agua en el embalse y teniendo en cuenta que la presa 
no estaba terminada, se tomó la decisión de acelerar la construcción de ésta con un relleno 
prioritario, diferente al diseño original, con el fin de: 
(…) mitigar el riesgo de que la presa sufra el sobrepaso del embalse, debido al 
taponamiento de la GAD y el embalsamiento prematuro y no controlado. Así, se inició el 
lleno prioritario en la presa para alcanzar la cota 410 msnm que permite evacuar aguas por 
el vertedero, y que la presa está en la cota 401 msnm (…) (Contraloría General de la 
República, 2019, p. 36).  
 
En Junta Directiva del 24 de julio de expuso que los costos del proyecto podrían llegar a 
los $11 billones. Según la CGR la recuperación de la inversión sería de aproximadamente 35 años 
e incluso, dependiendo el modelo financiero, el proyecto tendría un valor presente negativo de -
$5.716,66 miles de millones; por lo que se concluye que, aún con un flujo de ingresos netos a 
perpetuidad (valor terminal) no es posible establecer un periodo finito para la recuperación de la 
inversión de capital en activos en el proyecto. Dato que, analizado en contexto con lo expresado 




seria preocupación de la Contraloría General de la República, frente al futuro y viabilidad 
financiera del proyecto (Contraloría General de la República, 2019, p. 37). 
Una de las causas de los atrasos en las obras a cargo de EPM fue, precisamente, los atrasos 
presentados en la ejecución de las obras por parte de los subcontratistas; ante esta situación la 
Contraloría General de la República (en adelante CGR), llama la atención sobre el hecho de que 
EPM no inició procesos para sancionar a los contratistas que, con sus retrasos o incumplimientos 
contractuales, documentados en diferentes informes de supervisión y de la interventoría, motivaron 
el pago de indemnizaciones por tiempos muertos y Stand-by, a otros contratistas (Contraloría 
General de la República, 2019). 
Los atrasos de los subcontratistas de EPM en la construcción de los túneles iniciales, 
izquierdo y derecho, hizo que se diera cuenta de que no era capaz de cumplir con los tiempos de 
generación a la CREG.  
De los informes de interventoría se observa que, al inicio de las obras el interventor informó 
a EPM sobre los atrasos por parte de los constructores, los cuales, pusieron en riesgo el 
cumplimiento del cronograma ante la CREG, generando en EPM la necesidad de evaluar y ejecutar 
el plan de aceleración. En los informes de interventoría21 aparecen reiteradas advertencias a EPM 
en relación con que el consorcio constructor no estaba preparado para la realización de obras, no 
disponía de los equipos, personal ni material necesario ni suficiente y, por ende, no cumplía con 
los rendimientos constructivos. Manifestaba también, su preocupación al ver que no se tomaban 
medidas para remediar los atrasos en las obras y que el Contratista no ejercía control sobre la 
programación y ejecución de las actividades, careciendo de instalaciones industriales suficientes 
para atender los sitios de trabajo, indicándose además que dichos atrasos se deben a deficiencias 
en la planeación y logística del Contratista en estos frentes y a la limitación de los recursos 
destinados para la ejecución de las obras. Además, intervino solicitado la presentación de 
alternativas que permitieran recuperar los atrasos.  
Es decir, para la CGR, en esa primera fase del proyecto, la interventoría cumplió con sus 
obligaciones de intervenir en el sistema haciendo seguimiento, informando y dando consejo para 
                                                          
21 Consorcio Ingetec Sedic, informes de Interventoría Proyecto Hidroeléctrico Ituango, PHI-INM-LC1-013-RO.doc – septiembre 
de 2012, PHI-INM-LC1-014-RO.doc – octubre de 2012, PHI-INM-LC1-015-RO.doc – noviembre de 2012, PHI-INM-LC1-020-
RO.doc – abril de 2013, PHI-INM-LC1-021-RO.doc – mayo de 2013, PHI-INM-LC1-023-RO.doc – julio de 2013, PHI-INM-LC1-




solucionar el problema del atraso en las obras por parte del subcontratista de EPM (Contraloría 
General de la República, 2019).  
Sin embargo, EPM no maniobró oportunamente ante el incumplimiento de sus 
subcontratistas, sino solamente cuando se dio cuenta de que no era capaz de cumplir con los 
tiempos de generación a la CREG. Esto obligó a EPM a echar mano de una herramienta fatal que 
los ingenieros denominan “la ingeniería del desespero”, pues si no cumplía con el cronograma, la 
CREG y el mercado de energía le cobrarían multas exorbitantes, tal como lo dispone la 
reglamentación. Lo cual generó que el contrato debiera ser cedido a otro constructor el 2 de 
septiembre de 2013, en aras de lograr la desviación del río Cauca en el primer verano de 2014 
(enero), con más de 213 días de atraso (Pérez, 2019).  
Ese contexto y condiciones hicieron que, a pesar de existir un interventor, sus 
intervenciones en el sistema, su provisión de información y consejo fueran desechadas por EPM 
quien era el responsable de la construcción, pero también quien había contratado dicha 
construcción.  De esta manera, el estudio expone que EPM actuaba en contravía de los conceptos 
de la interventoría, acumulándose muchos retardos, desechando lo que se decía en sus informes en 
relación con la falta de preparación de sus subcontratistas y proveedores, que no disponía de los 
equipos, personal ni material necesario ni suficiente y, por ende, no cumplía con los rendimientos 
constructivos. 
Por  su parte, EPM supuestamente tenía la experiencia para construir la hidroeléctrica, lo 
cual, fue la premisa para desechar la subasta internacional con empresas de talla mundial, por lo 
cual terminó subcontratando las obras con un contratista incumplido, sin logística ni personal ni 
maquinaria adecuada para ejecutar en tiempo las obras. De tal suerte que, una de las causas de la 
tragedia del proyecto Hidroituango se generó por el atraso en la ejecución de estos dos primeros 
túneles, llamados Derecho e Izquierdo. De acuerdo con los informes de interventoría, todo empezó 
con un contratista incumplido, frente al cual la interventoría fue diligente en constatar dicho 
incumplimiento, informar y aconsejar a EPM. 
Esto obligó a EPM a ejecutar el “Plan de Aceleración” que no era más que construir la 
GAD, con el fin de hacer un desvío adicional aguas arriba del Río Cauca y poder así acelerar los 
trabajos, pero, desviando el río Cauca el 17 de febrero de 2014 sin instalar compuertas en los 




no había forma de entrar a repararlos, porque, por falta de compuertas, no era posible cerrarlos 
para impedir que el agua entrara; en ese momento, EPM como constructor empieza a alejarse de 
los diseños originales y a meter el proyecto por caminos desconocidos y no convencionales (Pérez, 
2019). 
Este tipo de decisiones que se alejaban de los diseños originales del proyecto, generaron 
incertidumbre ante las innumerables variables que afectan a los proyectos que intervienen la 
naturaleza y sus fuerzas. En efecto, la CGR adujó que desde el inicio de la construcción algunos 
hitos fueron modificados a solo unos pocos días de su fecha de vencimiento, cuando el constructor 
“por su experticia debía conocer de la imposibilidad de cumplirlos en las fechas previstas por la 
magnitud de las obras, las circunstancias ambientales requeridas, los trabajos simultáneos y 
trabajos previos que cada uno de estos hitos implicaba, etc.” 
La CGR observó que EPM no tenía el conocimiento y experiencia para ser constructor y 
tampoco para ser gerente del proyecto, agravado por el hecho de que, en el sistema creado para el 
proyecto Hidroituango, EPM  era contratante y contratista; lo cual, hacía más difícil que el sistema 
tuviera los pesos y contrapesos en su interior para poder lograr los objetivos, manifestado por 
ejemplo, en subcontratar las obras de los túneles permitiendo atrasos en las obras civiles, vías de 
acceso al proyecto, entre otras ampliamente referenciadas y otras causas si atribuibles directamente 
como el bajo rendimiento o errores de construcción que, la construcción de la GAD no contó con 
los estudios específicos a nivel de detalle requerido para esta obra, que no estaba contemplada 
inicialmente en los diseño, que la Junta de Asesores definió como poco ortodoxa y sugirió la 
necesidad de contar con un consultor experimentado que apoyara al diseñador (Contraloría 
General de la República, 2019). 
Los observadores de segundo orden pensados para el proyecto no fueron escuchados, 
gracias a la estructura operativa y contractual del proyecto, al tener EPM todo el control y doble 
rol, lo que dijeran los observadores de segundo orden como la interventoría y el Board de 
especialistas, no era tenido en cuenta, aunque se debe advertir que la última palabra la tenía EPM. 
En el libro La verdad de Hidroituango- Causas Raíz (Pérez, 2019), luego de estudio y 
análisis sobre de lo sucedido durante la construcción de la central hidroeléctrica Ituango, ocurrido 
el 28 de abril del 2018, que produjo una contingencia por riesgo de avalancha y de la subasta de 




beneficiario del proyecto y a la vez constructor del mismo, empezó a alejarse de los diseños 
originales y dirigirlo por caminos desconocidos y no convencionales. 
En el caso Hidroituango, al ser EPM contratista y contratante, guiaba sus actuaciones con 
base en su propia percepción como miembro de un sistema que ella misma creó, lo que le impedía 
tomar las decisiones adecuadas, más aún cuando sus propios retardos debido a problemas 
constructivos empezaron a ser una amenaza para el proyecto, haciéndole caer en la cuenta que no 
iba poder cumplir con los tiempos de generación a los que se había comprometido con la Comisión 
de Regulación de Energía y Gas –CREG  (Pérez, 2019).  
Por el acoso de los retardos, EPM como constructor y sus subcontratistas, crearon el “Plan 
de Aceleración” como la salvación de los atrasos graves que toleraron a los constructores de los 
dos túneles iniciales, izquierdo y derecho. El principio esencial de dicho plan fue construir un 
tercer túnel o GAD -Galería Auxiliar de Desviación-, con el fin de hacer otro desvío adicional 
aguas arriba del río Cauca y poder así acelerar trabajos  (Pérez, 2019).  
Observadores de segundo orden como la Junta de Asesores Internacionales contratados y 
pagados por EPM, se opusieron, pero contra todos los conceptos técnicos, EPM lo construyó. Plan 
de Aceleración que superó en $680.000 millones que, muy seguramente, quedarán como 
detrimento patrimonial para EPM. Según el documento, el Plan de Aceleración trajo muchos otros 
sobrecostos más que cuantiosos. Dejó también miles de desplazados y miles de víctimas, familias 
sin viviendas, infraestructura de movilidad destruida, crisis humanitarias aguas abajo y una herida 
impactante al medio ambiente. Para recuperar atrasos y tratar de poner al día el cronograma, EPM 
aprobó la construcción de galerías auxiliares con el fin de abrir varios frentes de trabajo y acelerar 
la excavación de los túneles de desviación. Cada día EPM se alejaba más de los diseños originales  
(Pérez, 2019). 
Conforme el informe de CGR (Contraloría General de la República, 2019), el Túnel 3 
fracasado o GAD, EPM lo inició sin diseños definitivos y sin permiso ambiental, a pesar de las 
advertencias de los interventores, así como el ANLA, sobre la necesidad de estudios técnicos antes 
de su construcción.  
No obstante, la CGR imputa a la interventoría el incumplimiento de sus obligaciones en el 




contrato. El cuestionamiento de la CGR se orienta en que la interventoría era una empresa que fue 
seleccionada por la experiencia y conocimiento del tema, que se encuentra adelantando su labor 
en un megaproyecto de esta naturaleza; por lo cual, no se encuentra sustento con respecto a no 
haberse pronunciado, como es su deber, frente a las decisiones tomadas de taponar los dos túneles 
de desvío sin el cumplimiento de las condiciones establecidas en la licencia ambiental e iniciar la 
obra de construcción del SAD sin contar con la licencia correspondiente (Contraloría General de 
la República, 2019). 
Igualmente la CGR  (Contraloría General de la República, 2019), imputó a la interventoría 
no haberse pronunciado sobre las constantes modificaciones a los diseños sin un plan de medio y 
largo plazo que obedecen a situaciones de ajuste sobre la marcha, que implicaban modificaciones 
de la Licencia Ambiental y que generó que no se cumpliera el hito constructivo importante para el 
desarrollo de las compuertas de los túneles de desviación, asociado al taponamiento de forma 
anticipada sin que se estuviese construida la presa y el vertedero, generando en abril de 2018 la 
contingencia que puso en riesgo a las poblaciones en el área de influencia del proyecto22, afectando 
también al medio ambiente porque las aguas del rio Cauca. 
2.4. Estándar de diligencia del interventor ¿Qué es ser diligente? 
 
El interventor debe ejecutar su actividad con la diligencia de un profesional especializado, 
dentro de los parámetros que aconsejan los manuales de interventoría y los conocimientos propios 
de su ciencia (Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá. Laudo 
Arbitral, 2016). Debe estar al día en la evolución de su especialización, conocer y respetar los usos 
particulares de su oficio, incluidos los de origen deontológico, por lo que su desconocimiento es 
una culpa (Le Tourneau, 1997).  
 
El Código Civil de Quebec precisa que el profesional “debe actuar conforme a los usos y 
a las reglas de su arte " (art. 2100). Así, el profesional sabe, conoce, domina la técnica, tiene la 
capacidad de efectuar las verificaciones y controles. Si, desconoce la técnica, comete un 
incumplimiento (Sido, et al, 2019). 
                                                          
22 Santafé de Antioquia, Sabanalarga, Peque, Olaya, Libornia, Buritica, Yarumal, Toledo, San Andrés de Cuerquia, Valdivia, 






Se debe ajustar al principio de que la competencia técnica del profesional se presume, por 
ejemplo, en Estados Unidos de América Chapel v. Clark, 76 N.W. 62 (Mich. 1898); Wells v. City 
of Vancouver, 467 P.2d 292 (Wash. 1970), el estándar generalmente aceptado de responsabilidad 
profesional proviene del hecho de que, cualquier persona que se ofrezca al público con una 
capacidad profesional o habilidad promedio en una profesión se presumirá por ley que posee el 
grado requerido de aprendizaje, habilidad y experiencia que normalmente es poseído por 
profesionales de la comunidad en una situación similar. Se entiende, entonces, que el profesional 
usará cuidado y diligencia razonables y ordinarios en el ejercicio de esta habilidad para lograr el 
propósito para el cual lo contraten, usando su mejor juicio (Sido, et al, 2019). 
 
Según la jurisprudencia británica del Royal Courts of Justice, Londres, Queen's Bench 
Division Technology and Construction Court. Caso N.0: HT-13-67, 24 de junio de 2013, el 
profesional diligente será quien despliegue la habilidad y el cuidado que se espera de un 
profesional de competencia ordinaria del mismo campo, siendo responsable por los daños 
causados por su consejo" (Sido, et al, 2019). 
 
Por lo tanto, si el contratante sufre daños por cualquier error del profesional por 
negligencia o incapacidad, éste será responsable. Si, por otro lado, el error surge del ejercicio del 
mejor juicio del consultor, como lo exige o implica la ley, el profesional generalmente no será 
responsable de los daños resultantes (Sido, et al, 2019).   
 
1. En la sentencia de City of Eveleth v. Ruble, 225 N.W.2d 521 (Minn. 1974) (Sido, et al, 
2019), se establecieron los siguientes principios jurídicos en relación con la diligencia en las 
actividades de consultoría en ingeniería: 
 
2. Quien se compromete a prestar servicios profesionales tiene el deber de prestar el 
servicio de manera cuidadosa, con la habilidad y diligencia que los hombres en esa profesión 





3. Las circunstancias que se considerarán para determinar el estándar de cuidado, habilidad 
y diligencia se encontrarán en lo pactado en el contrato y la naturaleza del problema que el 
consultor asumió como competente para resolver, y el efecto razonablemente previsto. 
 
4. El profesional responderá por haber ejecutado sus actividades por debajo del cuidado, 
habilidad y la diligencia que deben tener quienes ejercen esa profesión, y que, además, el daño se 
haya producido por esta falta de cuidado.  
 
Hay algunas situaciones en las que un juzgador de hecho puede, sin la ayuda de un 
testimonio experto, encontrar daños causados por la incapacidad de un profesional de ejercer un 
cuidado, habilidad y diligencia razonables, si la causa puede ser establecida, por personas de 
aprendizaje y comprensión ordinarios; en otras palabras, actuar conforme a las reglas de la 
experiencia de la lógica. 
 
En el caso City of Eveleth v. Ruble, el problema consistió en que las actividades que el 
consultor debía realizar sobre una tubería que se encontraba en el fondo de un lago, omitió medir 
directamente la tubería y estructuras que se encontraban debajo del agua, basándose únicamente 
en información secundaria (fotos antiguas y dibujos). El juez determinó que, no se necesita de la 
opinión de un experto para establecer que un consultor encargado de analizar las tuberías y otras 
características estructurales de una planta existente debía tener claras las dimensiones de la tubería 
antes de hacer cualquier recomendación (Sido, et al, 2019).  
 
El examen de una fotografía y dibujos de la línea eran insuficientes como base adecuada 
para un análisis cuidados; la explicación de la dificultad para medir bajo el agua dada por el 
consultor no fue de recibo puesto que se contó con el testimonio de funcionarios de la ciudad que 
pudieron ingresar al lago con el propósito de medir la línea sin dificultad. De esta manera, para el 
juez, el profesional en ejercicio del cuidado razonable a su cargo debía estar seguro del tamaño de 
la tubería que proporciona a la planta agua, o en su defecto, demostrar de manera rigurosa por qué 





En Estados Unidos de América (en adelante EUA) los consultores en ingeniería deben 
desempeñarse de manera razonable y ejercer el cuidado y la diligencia habituales según lo medido 
por otros profesionales dentro de la respectiva comunidad profesional (Sido, et al, 2019). Los 
tribunales se refieren regularmente a los estatutos técnicos y otros estándares para determinar el 
estándar de atención apropiado para el consultor. Existen códigos de construcción que contienen 
información detallada sobre contratiempos, materiales de construcción, prevención de incendios, 
requisitos de altura, requisitos para áreas pública, diseños estructurales mínimos y otros requisitos 
especializados. Algunas de esas referencias son elevadas a leyes.  
 
Por tanto, el estándar del consultor razonable tradicionalmente examina a otros consultores 
en las mismas circunstancias o similares y analiza lo que razonablemente se hubiera hecho en un 
proyecto del mismo tamaño, alcance y complejidad.  
 
El estándar de atención razonable hace que la conducta o la capacidad profesional estén 
más allá del conocimiento común y la experiencia de la población en general, de este modo, el 
concepto del “estándar de atención” se aplica para medir y definir la razonabilidad o la 
aceptabilidad de la conducta de un profesional en una situación específica. En EUA se requiere 
que el consultor obre con el grado de juicio y habilidad que normalmente posee y ejerce un 
consultor de buena reputación en una posición similar en la misma localidad (Sido, et al, 2019).  
 
En EUA se ha establecido durante mucho tiempo que una persona que realiza servicios 
para otro debe realizarlos con un cuidado razonable, de acuerdo con los estándares profesionales 
de cuidado aplicables, los cuales han sido agrupados por la doctrina de la siguiente manera: 
 
1. Deber de tener ese grado de conocimiento y habilidad normalmente poseído por 
reputados consultores que practican en la misma localidad o en una localidad similar y en 
circunstancias análogas. 
 
2. Deber de usar el cuidado y la habilidad que normalmente ejercen en casos similares los 
miembros acreditados de la profesión que ejercen en la misma localidad o en una localidad similar 





3. Deber de utilizar la diligencia razonable y su mejor juicio en el ejercicio de sus 
habilidades y aplicación de conocimientos. 
 
El incumplimiento de cualquiera de estos deberes constituye negligencia, dándosele 
preponderancia a los estándares de atención conforme a la práctica profesional local, esto es, el 
estándar de la industria del sitio donde se ejecuten las labores, que es lo que informa la forma 
habitual en que se hacen las cosas en un área geográfica en un momento determinado; para ello se 
requerirá del dictamen de expertos que determinen el estándar de la industria (Sido, et al, 2019). 
 
Bajo esta línea argumentativa, el consultor tiene a su cargo una provisión de cuidado, 
según la cual sus servicios deberán ser consistentes con la habilidad profesional y el cuidado que 
normalmente brindan los consultores que ejercen en la misma localidad o en circunstancias 
equivalente. La formación continua es esencial para el profesional, debiendo estar al corriente de 
las evoluciones jurídicas y técnicas para ponerlas en práctica y poder advertir a su cliente de la 
necesidad de proceder de una forma u otras (Sido, et al, 2019).  
 
2.4.1. Ilustración Hidroituango. Board de Expertos: Observadores de segundo orden 
que actuaron con estándar de diligencia profesional. 
 
En el año 2012 EPM contrató un grupo de cinco (5) asesores expertos, de bastante bagaje 
académico y experticia en centrales hidroeléctricas. Su independencia quedaba en principio 
comprometida debido a la forma de pago de sus honorarios pactada en sus respectivos contratos, 
ya que debían presentar un informe para aprobación de EPM, quedando su pago sujeto al 
acatamiento de las observaciones que la empresa les hiciera. Por tanto, se colige que, sí los 
informes y conclusiones de los expertos son objeto de observaciones por parte de EPM, el asesor 
deberá corregirlos, modificarlos o complementarlos a satisfacción para hacer el pago de los 
honorarios (Contraloría General de la República, 2019).  
Por tanto, se había diseñado un esquema jurídico para que el Board, perdiera su calidad de 
observador de segundo orden, ya que la última palabra sobre sus apreciaciones y recomendaciones 




No obstante, lo anterior, el Board se comportó como un verdadero observador de segundo 
orden, al ser quien advirtió sobre los riesgos del plan de aceleración decidido por EPM e hizo 
recomendaciones al respecto, las cuales no fueron acogidas por EPM.  
En efecto, hubo oposición técnica por parte del Board sobre la construcción del tercer túnel 
para acelerar la desviación del río, dado que en el informe del 29 de noviembre de 2013, el Board 
señaló que la idea de complementar las guías de compuertas después del desvío no era aceptable, 
y que tampoco era viable la alternativa de desviar el río sin las estructuras de cierre previstas y 
construir un tercer túnel para viabilizar el cierre futuro de los dos túneles de desvío, para garantizar 
el mantenimiento de la fecha de enero 2014, bajo los siguientes argumentos:  
La Junta de Asesores considera que los riesgos técnicos inherentes a la aceleración del 
desvío del río no son aceptables y recomienda ejecutar el diseño original optimizado con 
el contratista principal CCCI. El desvío del río debe ser efectuado después del término de 
las excavaciones y del concreto de las estructuras incluso la instalación de las guías de las 
compuertas. Incluso se procuró demostrar que, en caso de retraso en el cierre mismo, las 
fechas finales de generación podrían ser mantenidas, con el desvío del río en el verano de 
julio-septiembre siguiente y recuperación de los plazos con la aceleración de la 
construcción de la presa, que en el cronograma estaba prevista con mucha holgura. En esta 
reunión la Junta fue sorprendida con la decisión ya tomada de abandonar los elementos de 
control y cierre de los túneles y adoptar un tercer túnel (T3) de desvío aguas arriba, que 
permita el cierre final con la construcción de los tapones definitivos al final de la obra. (…) 
Contraloría General de la República, 2019, p.32). 
 
Lo anterior, permitió a la CGR concluir que el Board advirtió previamente la 
inconveniencia y los riesgos de la construcción de la GAD, además porque no contaba con licencia 
ambiental. El Board advirtió que existían grandes riesgos de ejecutarse estas obras de aceleración, 
no obstante lo anterior, el constructor decidió iniciar estas obras, aún sin contar con la modificación 
a la licencia necesaria para su ejecución, situación que está en contravía del principio de 
planeación, dado que la construcción de dicho túnel era una obra adicional y se ubicaba fuera del 
alcance de los diseños iniciales; además, está construida en el margen izquierdo de la obra, en 




desprendimiento de material geológico, ameritando refuerzos adicionales, tal y como fue advertido 
por el Board de asesores externo en informes previos a la construcción (Contraloría General de la 
República, 2019). 
 
Afirma la CGR  (Contraloría General de la República, 2019), que el Sistema Auxiliar de 
Desviación (SAD), acordado con el Consorcio CCCI mediante el Acta de Modificación Bilateral 
N° 15 al Contrato, firmada el 22 de diciembre de 2015 por $127.113.799.512, es una cifra que ya 
ha sido superada con creces (p. 130). 
 
De otro lado, el Board como observador de segundo orden, estableció también la necesidad de 
estudiar el problema del cierre de los túneles y la nueva galería según quedó consignado en el 
Informe N°4 de 2014, así: 
(…) El desvío del río en febrero último se hizo por los dos túneles sin las estructuras para 
la instalación de las compuertas de cierre... La Junta recomendó que EPM entre en contacto 
con un consultor, con experiencia en obras del género, que pueda reforzar el equipo del 
Diseñador y auxiliarlo a llegar a buen término en esta tarea poco común. Las diligencias 
están en proceso en este sentido y la Junta aguardará la oportunidad para contribuir de su 
parte para el éxito del diseño y materialización del cierre final de los túneles de desvío y 
relleno del embalse (…) (Contraloría General de la República, 2019, p. 33) 
 
De lo esbozado se infiere que, la construcción de la GAD no contó con los estudios 
específicos de geología y geotecnia a nivel de detalle requerido para esta obra, que conforme lo 
constató la CGR, no estaba contemplada inicialmente en los diseños. El Board definió la operación 
de la GAD como poco ortodoxa y sugirió la necesidad de contar con un consultor experimentado 
que apoyara al diseñador, lo cual llama la atención porque supuestamente EPM era experto en el 
tema y por eso se desestimó la subasta internacional con firmas de gran experiencia (Contraloría 
General de la República, 2019).  
Ya habiéndose embarcado EPM y la interventoría en el plan de aceleración, el Board 
continuaba aportando información y consejo como observador de segundo orden con base en sus 




la salvedad que el relleno prioritario era una medida de emergencia para evitar “overtopping”, 
esto es, que el agua represada no sobrepasara el muro de la presa. Así mismo, la Junta de Asesores 
manifestó que: 
(…) para la construcción final de la presa era importante garantizar el plano de 
impermeabilización en forma continua en el centro de la presa para lo cual se pueden 
ejecutar las siguientes etapas: - Etapa I: Completar el enrocado de protección 3B localizado 
aguas arriba, simultáneamente con la colocación de material hasta alcanzar la cota 415 del 
relleno prioritario. - Etapa II: Ampliar la corona del relleno prioritario con un ancho de 3m 
aproximadamente. - Etapa III: Instalar un muro central de pantalla de concreto plástico de 
1,00 m de espesor penetrando 5,00 m dentro del núcleo existente en la cota 385. -Etapa IV: 
Finalizar la presa hasta la cota 435 (…) (Contraloría General de la República, 2019, p. 36). 
 
En el mes de mayo de 2018, de acuerdo con lo indicado en el informe 15 de la Junta de 
Asesores, por diferentes derrumbes que se presentaban dentro de los túneles hacía que el nivel 
embalse se incrementara, el Board recomendó: 
(…) prestar atención sobre los efectos de seguridad del proyecto, en particular su 
repercusión sobre la estabilidad de la presa y/o su fundación, en la medida que le nivel del 
embalse crece y el desvío del agua por la central intensifica los factores de inestabilidad 
(Contraloría General de la República, 2019, p. 36).  
 
Por lo anterior, el Board optó por hacer en sus siguientes informes recomendaciones 
técnicas sobre las obras de construcción de la presa y la inspección de los daños ocasionados por 
la contingencia del 28 de abril, casa de máquinas, la rehabilitación del puente grúa, etc. De esta 
manera, se observa que el cumplimiento de los deberes de conducta exigibles a los observadores 
de segundo orden como el Board, ha hecho que sus miembros no están vinculados a proceso de 
responsabilidad alguno, antes bien, fueron tan diligentes en su actuar que, los organismos de 
control como al CGR, medios de comunicación y hasta políticos, utilicen la información y consejos 
dados en el proyecto, como prueba de los errores de los demás actores del sistema (Contraloría 




2.5. Riesgo de negligencia y deberes de conducta del interventor 
 
Luhmann (1991) entiende el riesgo como la desviación de lo que se quiere debido a una 
decisión adecuada, es decir, solo será riesgo aquello derivado de una decisión. Pero además, se 
debe tener en cuenta el momento en el cual se toma o no se toma la decisión; de este modo, todo 
intento de decidir racionalmente toma tiempo, corriéndose el riesgo de perder buenas 
oportunidades o impedir perjuicios. Es así que el autor afirme que: “la selección de un momento 
para una decisión de riesgo se ha vuelto en sí misma una decisión riesgosa; y que en el momento 
oportuno es el mejor momento, es decir, el momento para una decisión sin riesgo, llamado por los 
griegos como Kairos” (p.110).  
En otros tiempos esto se enseñaba bajo el nombre de prudencia como virtud individual del 
príncipe y elucidada en su complejidad moral, que en el sistema jurídico los romanos equipararon 
a la prudencia del bonus pater familias (Luhmann, 1991, p. 123).  
Sin embargo, hoy en día, existe unanimidad en que no se puede llegar a una decisión 
plenamente racional ya que, solo la averiguación de las condiciones de racionalidad necesitaría 
demasiado tiempo (y en principio tiempo infinito) lo que terminaría en un aplazamiento (Luhmann, 
1991, p. 125).  
Cuando el resultado de la investigación revela que en un determinado contexto los 
individuos subestiman generalmente los riesgos (se podría suponer que porque siempre les ha ido 
bien y sobreestiman la propia capacidad de control de situaciones aún no vividas, y subestiman al 
mismo tiempo los posibles daños), puede preguntarse cómo debe estar conformada una 
comunicación que pretende elevar la conciencia del riesgo (Luhmann, 1991, p. 28).  
El problema reside en una decisión que se lamentará más tarde en el caso de que ocurra un 
daño que se esperaba poder evitar; de tal suerte que el cálculo de riesgos se trata, de un programa 
de reducción al mínimo del arrepentimiento, porque “renunciar al riesgo significaría -en particular 
bajo las condiciones actuales- renunciar a la racionalidad y hablamos de riesgo únicamente cuando 
ha de tomarse una decisión sin la cual podría ocurrir un daño” (Luhmann, 1991, p. 28). 
De lo que se trata aquí es siempre de la mejor utilización de las oportunidades, de ahí que 




los riesgos son inevitables cuando se toman decisiones; por otra parte, además, es evidente que en 
el mundo moderno también no decidir es una decisión (Luhmann, 1991, pp. 30-31). 
Ahora bien, si no hay decisiones con la garantía de estar libres de riesgo, debe abandonarse 
la esperanza de que con más investigación y más conocimiento podríamos pasar del riesgo a la 
seguridad. La experiencia práctica enseña que ocurre más bien lo contrario: mientras más se sabe, 
más se constituye una conciencia del riesgo, se podría concluir que mientras más racionalmente se 
calcule y mientras más complejo sea el cálculo, de más aspectos nos percataremos, y con ellos 
vendrá mayor incertidumbre en cuanto al riesgo y, consecuentemente, más riesgo (Luhmann, 1991, 
pp. 30-31).  
En efecto, para Beck (2008), la racionalidad del control del riesgo no puede aplicarse a la 
incertidumbre de las consecuencias, las consecuencias de las consecuencias y las consecuencias 
de las consecuencias de las consecuencias. Todo esfuerzo por ejercer un control racional provoca 
a su vez consecuencias “irracionales”, impredecible, imprevisibles. 
2.5.1. Deber de elección racional en función de las expectativas 
 
Para poder provocar decisiones, es necesario especificar expectativas (Luhmann, 1991, p. 
134) Para Mary Douglas (1985) una elección racional necesita tener en cuenta en primera medida, 
un apremio o preocupación por limitar las consecuencias adversas;  en segunda medida, la 
ampliación de la ganancia en términos patrimoniales con arreglo a la razonabilidad, en lo cual se 
contempla un margen de perdida admitido; y en tercera medida, la  reducción de las decisiones de 
alta complejidad en el cual se tiene como prioridad la utilidad de lo alcanzable. 
El filtro institucional a través del que se perciben los riesgos impone una distorsión 
consistente sobre las probabilidades. La lente institucional oscurece o esclarece riesgos. Las 
instituciones utilizan la cuestión del riesgo para controlar la incertidumbre respecto de la conducta 
humana para reforzar normas y para facilitar la coordinación (Douglas, 1985, p. 143). El agente 
racional realiza elecciones entre formas sociales para lograr aquella que se adapta óptimamente a 
sus intereses en un entorno dado (Douglas, 1985, p. 144). Los factores decisivos, son tan íntimos 
a la persona que toma las decisiones, que los casos no son susceptibles de una regulación externa 




En el caso de Hidroituango, la lente institucional de EPM, siendo contratista del proyecto, 
oscureció el análisis de riesgos. Así, el riesgo para EPM era no cumplir el cronograma de la CREG, 
y ese riesgo se lo inoculó a la interventoría del proyecto, que fue contratada a su vez por la misma 
EPM; de ahí que, la lente utilizada por la interventoría ante el “plan de aceleración” era ayudar a 
EPM para que lograra la utilidad esperada cumpliendo el cronograma de la CREG, sesgándose la 
lente del interventor, tomando una conducta silente ante la incertidumbre en la que se embarcaría 
EPM.  
En efecto, la lente de EPM era maximizar la ganancia esperada como principal criterio de 
razonabilidad, haciéndola estar sesgada sobre las consecuencias de apartarse de los diseños 
iniciales, y no la preocupación por limitar los resultados peores derivados de la improvisación, ya 
que era EPM como contratista quien le pagaba. 
De esta manera, se observa que prevalecieron en el sistema del proyecto Hidroituango, los 
sesgos de supervivencia y de optimismo de EPM para cumplir con el cronograma. El Sesgo de 
optimismo es la tendencia a subestimar escenarios negativos y sobrevalorar los positivos y 
convenientes haciendo que los análisis de riesgos hagan ver mayores probabilidades de eventos 
positivos y menos a los negativos. Mientras que el sesgo de supervivencia hace que se compare la 
solución al problema con aquellas soluciones que se tomaron en situaciones similares en el pasado 
por sí mismo o por otros y que fueron superados exitosamente, pasando por alto a aquellas que no 
lo lograron. La consecuencia de los análisis con premisas sesgadas es arribar a juicios, conceptos 
y tesis que no corresponden con la realidad; en ambos sesgos se ignoran los fracasos, y se trabaja 
sobre conclusiones demasiado optimistas debido a un fallo en la argumentación y concatenación 
lógica por obviar información y datos de manera parcial o total.   
El interventor, como observador de segundo orden, esto es, observador de observadores, 
observador de cálculos, a través de sus conocimientos, experiencia e ingenio, debió servir como 
filtro de los sesgos de optimismo y supervivencia de quienes tomaban las decisiones en EPM, y en 
caso de no haber sido escuchado, dejar la constancia del filtro realizado en el momento en que se 
analizaba la opción del plan de aceleración. 
Cuán cegador era ese optimismo temerario, que llevo a EPM y a los interventores a 
embarcase en la asunción de riesgos innecesarios con la construcción de la GAD. Innecesarios, 




el cronograma, era mucho menor a causada con el plan de aceleración; dado que, solamente la 
CGR, ha establecido un hallazgo con ocasión del Lucro Cesante por la no entrada en operación 
del proyecto por valor de $1.104,28 miles de millones; el cual aumenta diariamente hasta que no 
entre en funcionamiento el proyecto, y el segundo por Ineficiencia e Ineficacia en la Gestión Fiscal 
- Destrucción de valor del proyecto en cuantía de $2.971,40 miles de millones (Contraloría General 
de la República, 2019, p. 48).  
Además, la CGR estableció que, con los sobrecostos generados, según uno de los modelos 
financieros utilizados por este órgano de control, el proyecto tendría un valor presente negativo de 
-$5.716,66 miles de millones, por lo que con un flujo de ingresos netos a perpetuidad (valor 
terminal) no es posible establecer un periodo finito para la recuperación de la inversión de capital 
en activos en el proyecto. Dato que, analizado en contexto con lo expresado por EPM, referente a 
que el proyecto tiene un horizonte de diseño de 50 años, permite sustentar la seria preocupación 
de la Contraloría General de la República, frente al futuro y viabilidad financiera del proyecto 
(Contraloría General de la República, 2019, p. 51).  
Se subestimaron los riesgos de alejarse de los diseños, basados en sesos de optimismo y 
supervivencia. Definitivamente, no hubo observadores de segundo orden que le marcaran los 
escenarios negativos a los que se vería abocada EPM al momento de analizar y ejecutar el 
denominado plan de aceleración. Además, resulta por lo menos paradójico que, siendo la 
ingeniería un área del conocimiento gobernada por el entendimiento de la concatenación lógica de 
las fuerzas de la naturaleza, el pragmatismo, racionalidad y la lógica, hayan primado sesgos que 
distorsionaron la visión de la realidad en contra del propio bien de una empresa con la trayectoria 
de EPM y las firmas interventoras.  Sin embargo, llama la atención que, conforme la CGR, los 
sesgos en el proyecto hubieran sido advertidos por el Board de Expertos, por lo cual, el sesgo no 
fue causado por falta de información sino por obviarla deliberadamente. 
2.5.2. Deber de previsibilidad  
 
En términos conceptuales el daño previsible “no es otra cosa que el objeto mismo de la 
obligación inejecutada -el beneficio prometido y no recibido”, de tal suerte que la previsibilidad 
resulta de la normalidad (consecuencias “normalmente” previsibles) (Le Tourneau, 1997, p. 25).  




disponía gracias a lo estipulado y a sus conocimientos; es más, las particularidades propias de la 
persona del interventor podrán ser tenidas en consideración cuando dichas particularidades le 
habrían permitido ser más previsivo que otro deudor.  
 
Teniendo en cuenta que si el daño contractual se cataloga como imprevisible, será 
superfluo proceder al examen de la causalidad, puesto que dicho daño permanecerá irreparable 
(salvo el caso del dolo del deudor). Ahora, es más fácil determinar la extensión de las obligaciones 
de una de las partes que examinar el nexo de causalidad, y las consecuencias imprevisibles, que 
no pueden ser cubiertas por los daños y perjuicios, son las que no han entrado en el campo 
contractual (Le Tourneau, 1997).  
 
Para Banks McDowell citado por (Cabarcas, 2018), la palabra previsible es utilizada en el 
lenguaje cotidiano para describir una advertencia subjetiva presente de posibles situaciones 
futuras. Implica por un lado, un sentido presente de posibles situaciones futuras, y por otro lado, 
un sentido de previsión, de conciencia de los acontecimientos del mañana y también la habilidad 
de hacer planes con respecto a esas posibilidades del porvenir. Una persona previsiva avizora el 
horizonte y toma las precauciones necesarias para protegerse a sí misma y a los demás, al tiempo 
que toma partido de las oportunidades. La previsibilidad es entonces parte integra de la conducta 
humana prudente (p. 222).    
 
Para Cabarcas (2018), la previsibilidad desempeña un papel en los litigios relativos a 
incumplimiento contractual, porque en ellos el juez debe establecer si la inejecución de la 
prestación es imputable a la culpa del deudor, y esa determinación es con frecuencia el fundamento 
mismo de la negligencia profesional. En casos de incumplimiento contractual el juez evalúa si se 
observó cierto estándar de cuidado de la manera como lo haría un profesional razonable de la 
misma profesión u oficio23. Este deber de ejercitar un cuidado y habilidad razonables es por lo 
                                                          
23 En sentencia reciente de la Sección Tercera del Consejo de Estado, se dijo al respecto: "El gran inconveniente que suscitó la 
problemática de la cual este litigio trae causa, radicó en que la sociedad actora no previó —habiendo, sin dificultad, podido y 
debido hacerlo— que las condiciones físicas, naturales o económicas que podrían determinar la adquisición de los materiales, 
ya en el momento de ejecución de las obras, eran susceptibles de variar, que las fuentes de extracción de materiales o de 
adquisición de los elementos posiblemente no estarían en condiciones de ofrecerlos durante todo el tiempo en el que se los 
necesitare y que, en consecuencia, se tornaba necesario adelantar averiguaciones suficientes antes de preparar la oferta y prever 
alternativas impidieran que pudiese dificultar 0, peor aún, suspender la marcha de los trabajos, como infortunadamente acaeció 





general aplicable a toda persona cuya profesión u oficio requiera el despliegue de habilidad 
personal, tales como contadores y auditores, agentes, arquitectos, ingenieros, odontólogos, 
directores de empresas, médicos y cirujanos, abogados litigantes y consultores, comisionistas de 
bolsa y de seguros, evaluadores, etc. (p.216). 
 
En el contexto del análisis moral, el significado de previsibilidad deriva de su relación con 
los conceptos de elección y de culpa; tal como lo precisa Banks McDowell (Como se citó en 
Cabarcas, 2018), si un actor prevé como posible una consecuencia dañosa para sí mismo o para 
otros y sin consideración a esta previsión actúa de una manera que permite que un daño evitable 
ocurra, su acción será condenada moralmente como merecedora de reproche (pp. 216-217). 
 
La construcción legal de previsibilidad toma el concepto moral y lo despersonaliza, como 
respuesta a la necesidad de establecer un estándar de conducta normativo o generalizado; en 
cualquiera de los dos marcos teóricos es culpable quien, estando advertido de un peligro y en 
capacidad de evitarle injuria a otro, no lo evita. Bajo el análisis legal, sin embargo, una persona 
subjetivamente inadvertida de un peligro es tratada como si lo estuviera, si ello es esperable de una 
persona razonable en sus facultades normales. El tipo abstracto de persona razonable corresponde 
al de un buen padre de familia (C.C., arts. 63, 877,1997, 2037, 2303, 2350, 2419); de tal suerte 
que cuando se trata de evaluar la conducta de un profesional, el modelo de referencia cambia y es 
reemplazado por el de un buen profesional, el profesional competente de un oficio determinado  
(Le Tourneau, 1997, p. 9). 
 
Lo previsible se define como lo razonablemente anticipable, significa según la Real 
Academia Española ([RAE], 2020), el vistazo anticipatorio; el conocimiento de los indicios que 
pueden develar la consumación de algo o la ocurrencia de un hecho; y la preparación de los 
instrumentos idóneos para el abordaje de las contingencias. 
 
Un evento es previsible si pertenece al tipo de acontecimientos que una persona razonable 
anticiparía en las circunstancias particulares del caso concreto; por contraste, cuando no existe 
razón particular alguna para pensar que un evento tendrá ocurrencia, tiene el carácter de 





imprevisible. Se afirma, con razón, que la imprevisibilidad no consiste en una vaga posibilidad de 
realización, porque si así fuera, todos los eventos serían imprevisibles; de tal suerte que el aspecto 
que distingue al riesgo previsible es la posibilidad de conocer por anticipado el instante real de su 
materialización (Le Tourneau, 1997, p. 26).  
 
Siguiendo a la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia colombiana (Sala de 
Casación, 13 de noviembre de 1962), en contraste de los tres criterios sustantivos han de tenerse 
en cuenta en orden a establecer cuándo un hecho, in concreto, puede considerarse imprevisible, se 
deducen los tres criterios para establecer cuando algo es previsible:  
 
1. Normalidad y frecuencia; significa que sucede en el curso ordinario de la realidad, esto 
es, cuya ocurrencia es posible establecer por anticipado en condiciones cotidianas normales (Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, 1989, como se citó por Cabarcas, 2018, p. 219).  
 
2. Probabilidad de su realización, es decir,  siendo previsible el acontecimiento que hubiere 
sido lo suficientemente probable para que el deudor se precaviera de forma razonable de él, aunque 
hubiere existido una posibilidad vaga de realización (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación 
Civil, 1989, como se citó por Cabarcas, 2018, p. 219). 
 
3. Carácter no excepcional ni sorpresivo, en este sentido la previsibilidad es uno de los 
factores que desempeña un papel definitivo en los litigios sobre responsabilidad contractual y 
extracontractual, de extraordinaria relevancia en la industria de la construcción. De acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 1616 del Código Civil colombiano, excluido el dolo, el deudor solamente 
es responsable de los perjuicios previsibles (Cabarcas, 2018, p. 219). 
 
Bajo el estándar establecido por Fidic (como se citó en  Cabarcas, 2018), el concepto de 
“imprevisible” se caracteriza como lo “no razonablemente previsible por un contratista 
experimentado para la fecha de presentación de la oferta” (p. 222). Luego resulta pertinente 
preguntarse entonces cómo podían definirse los límites de lo que podría ser anticipado o previsto 
por un contratista experimentado. En otras palabras, el gran interrogante es: ¿Cuál es el grado de 




antemano se avizora que las respuestas están indefectiblemente asociadas a las circunstancias 
particulares de cada proyecto en particular. 
 
La determinación de la previsibilidad exige un doble análisis: uno de carácter subjetivo, 
relativo al comportamiento del contratante en el sentido de indagar si anticipó de forma diligente, 
hasta la medida de lo posible, las circunstancias adversas que eventualmente podrían afectarlo; 
otro, de naturaleza objetiva, evalúa el hecho concreto o sus efectos para calificar su normalidad o 
frecuencia, o si se trata de una circunstancia extraña y extraordinaria (Centro de Arbitraje y 
Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá, Laudo Arbitral, 2004).  
 
Lo anteriormente esbozado puede ser contratado con la postura de Cabarcas (2018): 
 
(…) los proyectos de construcción están sujetos a riesgos que pueden estar asociados a 
situaciones cuyos potenciales resultados se conocen: 1) condiciones conocidas: situaciones 
de las cuales se sabe que pueden afectar la actividad, pero cuya potencial ocurrencia no es 
inmediata ni se esperaría que ocurriera normalmente en el curso de la actividad; 2) riesgo 
conocido, cuyo efecto se desconoce; y situaciones de las que se tiene total 
desconocimiento, en el sentido de que no se ha oído de ellas ni alguien se las puede 
imaginar; 3) riesgo desconocido, cuya repercusión se desconoce (…) (p. 374). 
 
Riesgos derivados de situaciones o condiciones conocidas: Son los riesgos más comunes 
de identificar; típicamente son los que de manera implícita o explícita deben estar incorporados en 
la estimación de costos; en general, involucran un rango continuo de resultados, tienen una alta 
frecuencia relativa y se caracterizan por su baja peligrosidad (al menos no son catastróficos) 
(Cabarcas, 2018, pp. 374-375). 
 
Riesgo desconocido cuyo efecto se desconoce: Incluye la exposición al riesgo que no es 
explícita ni normalmente esperado, pero es previsible y posible; este atiende a ser un evento 
independiente, de baja frecuencia y gran peligrosidad de incidencia cuando ocurre; se identifica 




huracanes) es representativo de condiciones conocidas cuya ocurrencia se desconoce (Cabarcas, 
2018, pp. 374-375). 
 
Riesgo desconocido: se trata de situaciones que no pueden ser previamente identificadas y 
su potencial de ocurrencia puede ser solamente reconocido; aquí de nuevo los registros históricos 
pueden ser de ayuda. Este tipo de riesgos tienen una baja probabilidad de ocurrencia, pero efectos 
catastróficos (Cabarcas, 2018, pp. 374-375). 
 
La regulación de la previsibilidad difiere entre distintas jurisdicciones y concepciones. En 
proyectos de construcción internacional se utiliza ampliamente el estándar establecido en el libro 
rojo y amarillo de Fidic (como se citó en Cabarcas, 2018), en el apartado 1.1.6.8, el concepto 
“imprevisible” se caracteriza como aquello que “no es razonablemente previsible por un contratista 
experimentado para la fecha de presentación de la oferta” (Cabarcas, 2018, p. 222). Sin embargo, 
no se define lo que es previsible, lo que da origen al interrogante: ¿cómo establecer los límites de 
lo que puede ser previsto por un contratista experimentado?  
En opinión de Grove (como se citó en Cabarcas, 2018), el concepto de previsibilidad está 
sujeto a justa crítica, pues no existe una definición convincente de “contratista razonable” ni una 
línea divisoria entre el riesgo que es previsible de manera general, pero no en la medida real de su 
severidad, por lo cual en estas áreas será necesario aplicar el juicio a circunstancias únicas, con lo 
cual habrá margen para la disputa.  
 
A la luz de la filosofía contractual angloamericana contemporánea, el riesgo de ejecución 
de la prestación recae en el deudor, de quien se presume que ha accedido a soportar toda pérdida 
ocasionada por un evento previsible al tiempo de contratar. Conforme a este enfoque, si el riesgo 
de ocurrencia de la contingencia era imprevisible, no puede afirmarse que el deudor haya asumido 
tal riesgo. Si el riesgo era previsible, le resulta tácitamente asignado, por lo cual se encuentra 
incondicionalmente obligado al cumplimiento de la prestación, a menos que lo ampare una excusa 
legal (Cabarcas, 2018, p. 221). 
 
Para tratar de aprehender y gestionar el riesgo, para nosotros unas técnicas muy importantes 




teoría lógica pero en el mundo empresarial y de riesgos no se han tenido conciencia de su 
importancia a pesar de que en la mayoría de los casos se usan para reducir la incertidumbre. 
Probablemente no hay proceso más fundamental para la supervivencia del individuo que la 
capacidad de hacer inducciones. Una incertidumbre que, mediante cualquier método, puede ser 
reducida a una probabilidad cuantitativamente determinada, puede ser reducida a certidumbre 
completa mediante la agrupación de los casos (López, 1982, como se citó en Douglas, 1985, p. 
207).  
Para Knight (1947), existe la incertidumbre mensurable y la no mensurable, usando el 
término riesgo para designar la primera gracias a la inducción, y la palabra incertidumbre para la 
segunda cuando es imposible la inducción; en tal sentido, los hechos fundamentales referentes a 
la incertidumbre es la posibilidad de reducir su cantidad mediante la agrupación de casos (p. 218).  
 
La posibilidad de reducir la incertidumbre mediante su transformación en riesgo 
mensurable, a través de la agrupación, constituye un fuerte incentivo para extender la escala de 
operaciones de una empresa de negocios (Knight, 1947, p. 226).  Se trata de reducir la 
incertidumbre a un riesgo medido o su eliminación mediante la agrupación (Knight, 1947, p. 229). 
No se puede desconocer que en la práctica esto conlleva una gran dificultad por la imposibilidad 
de alcanzar una homogeneidad completa en los grupos de casos, ya que las divergencias son 
prácticamente indeterminadas. Así pues, es muy difícil formar grupos de casos suficientemente 
homogeneidad para hacer posible una determinación cuantitativa de la verdadera probabilidad.  
 
Algo se tiene que hacer, y para ello están las inducciones. Quién no ha oído la expresión la 
historia se repite (Franch, 1988, p. 213), en esta Lenin destacaba que el retorno a lo viejo no existe, 
pues cada vez los procesos son enriquecidos y elevados a un grado superior. En el desarrollo 
ascensional de la historia no puede haber dos fases absolutamente idénticas; en tal forma, como 
resultado del desarrollo, se repiten algunos rasgos y peculiaridades de la forma histórica inicial, 
pero no implica que el desarrollo se produzca en círculo.  
 
El proceso de desarrollo tiene carácter ascensional y no en línea recta; así, el desarrollo se 
da en un gran número de círculos, pero esto no coinciden, no se repiten, sino que se da como 




pero en realidad lo que hace es elevarse más y más. Y eso ocurre porque sube en espiral; como se 
indicó, el desarrollo se produce en espiral, y con cada uno, de sus espiras surge algo 
cualitativamente nuevo que le va el proceso un peldaño superior; con base en lo anterior se puede 
afirmar que en la vida es frecuente que lo viejo se disfrace de nuevo.  
 
Ante esto, se debe tener en cuenta que hay dos tipos de leyes: las leyes de la causalidad y 
las leyes estadísticas; las primeras se encuentran principalmente en la física, por ejemplo, todos 
los cuerpos caen en la tierra con la misma velocidad; lo que tienen de particular esta ley es que se 
puede predecir sin temor a equivocarse si se conocen las condiciones y las causas que lo originan.  
A veces el curso de los hechos puede estar subordinado a leyes estadísticas y no de la causalidad, 
de tal suerte que, si se arroja al aire una moneda, es imposible predecir qué saldrá cara o cruz. Pero 
si lanzo la moneda 5000 veces se abrirá paso a una ley determinada: unas 2500 veces saldrá Cruz 
y otras 2500 cara. Esto genera la ley de que de un gran número de experimentos semejantes 
resultará siempre de manera constante que en la mitad de los casos saldrá cara y en la otra mitad 
cruz.  
Así surge la ley estadística. ¿Quién es un niño o una niña? A primera vista parece que esto 
no está sometido a ninguna ley. En unas familias pueden hacer solo niños y en otras solo niñas. 
Sin embargo, la observación de un grupo de nacimientos en varias familias revela una ley 
determinada: por cada 100 niñas nacen 105 niños (BBC News Mundo, 2018). Estás leyes han 
recibido la denominación de leyes estadísticas que permiten descubrir las leyes de toda una clase 
de fenómenos casuales; por consiguiente, las leyes estadísticas son una confirmación científica de 
la verdad. 
Para Douglas (1985) la distinción entre probabilidad objetiva (o matemática) y 
probabilidad subjetiva (o psicológica) ha sido siempre importante en los análisis del riesgo. Las 
personas no realizan coherentemente las elecciones que maximizarán sus ganancias esperadas o 
minimizarán sus pérdidas esperadas (EPM e interventoría, como empresas de gran experiencia 
sesgadas en sus análisis de riesgos por ser un sistema sin observadores de segundo orden que 
idearon y ejecutaron plan de aceleración. Cuando no hay observadores de segundo orden se 




Con frecuencia se trata tal discrepancia como una debilidad cognitiva. Ward Edwards 
(1953) descubrió que los individuos tienen más preferencias por algunas probabilidades que por 
otras. Podríamos suponer que esto se debe a una irracionalidad caprichosa. Lola López (1981) ha 
establecido que la proposición de que en el mundo real no se puede esperar que  a través de 
probabilidades a largo plazo (EPM no evaluó que las consecuencias negativas del plan de 
aceleración era mucho peor que las consecuencias de atrasarse en el cronograma de la CREG).  
 
Frank Knight (1947) en la misma línea de Luhmann (1991)  y Douglas (1985), afirmó que 
la incertidumbre medible es un “riesgo” en sentido estricto, diferente a la incertidumbre no medible 
(p. 205). Por tanto, el riesgo es la incertidumbre medible, entendible, oteable con base en la cultura 
y experiencias pasadas del observador, lo cual, trae como subproducto no deseado un sesgo al 
análisis de toda situación futura. Por otro lado, lo realmente inesperado está en la incertidumbre, 
aquella que no es medible (Beck, 2008, p. 38), y por tanto no generadora de responsabilidad 
(Interventor EPM). 
 
De lo cual se infiere que siempre se diga que la estadística carezca de capacidad creativa 
para crear escenarios que nadie espera, o los famosos cisnes negros. La estadística solo se apalanca 
en lo que sucedió para pronosticar lo que va a suceder, pero si eso fuera posible, todo el mundo 
jugaría sobre seguro en la ruleta. La estadística es el resultado de lo conocido, de lo viejo, la 
creatividad es la aparición de algo completamente nuevo, la creatividad no toma en cuenta al 
pasado, la creatividad depende del valor de romper la lógica y dar una respuesta que nadie se 
espera. 
 
2.5.3. Deber de informarse  
 
Como profesionales, los consultores interventores deben observar cierta cantidad de 
información que es indispensable para sopesar alternativas, para entender sus implicaciones y 
hacer distinciones, para evaluar cuál de ellas contribuirá mejor a realizar los objetivos propuestos. 
Ese discernimiento se apoya en el conocimiento, y en términos generales, cuanto mejor 




que se debe tener y si está capacitado para la auto exigencia que debe hacerse para cumplir con las 
expectativas del cliente. 
 
Sobre los contratantes gravitan cargas de previsión y sagacidad que incluyen la 
anticipación de las eventuales contingencias que puedan ocurrir dentro de las medidas normales, 
corrientes u ordinarias y más aún en tratándose de la diligencia requerida en función de las 
complejidades o ventajas del proyecto (Beck, 2008, p. 38). Si la carga de informarse se omite, el 
comportamiento de la parte concernida podría calificarse de negligente; la ignorancia invocada 
podría asociarse a su propia culpa, haciendo inviable su reclamación; así el derecho a ignorar no 
es gratuito. 
 
Las directrices que anteriormente se han expuesto guardan correspondencia con el estatuto 
contractual colombiano, en el que se considera el deber de información como un asunto que 
interesa al orden público, a tal punto que la información que debe suministrar un profesional a su 
co-contratante, durante todas las etapas de la relación contractual, debe ser especialmente 
inteligible, exacta, pertinente y adaptada a la situación concreta. Además, el profesional debe 
indicar los aspectos que considere de riesgo con respecto a las prestaciones encomendadas 
(Cámara de Comercio de Bogotá. Laudo Arbitral, 2001, p. 30 como se citó en Cabarcas, 2018). 
 
La regulación colombiana consagra a cargo de la entidad contratante el deber de proveer a 
los futuros contratistas de la información concerniente a las condiciones físicas o materiales, 
conocidas o esperadas, del sitio donde se realizará la obra (Cámara de Comercio de Bogotá. Laudo 
Arbitral, 2001, p. 30 como se citó en Cabarcas, 2018). 
 
2.5.4. Deber de supervisión diligente 
 
En el caso Lee County v. Southern Water Contractors, 298 So. 2d 518 (Fla. Dist. Ct. App. 
1974), se estableció que el consultor que ejerce supervisión, entre nosotros “el interventor” deben 
investigar, ser inquisitivo y presionar; sin embargo, no es un asegurador de que los contratistas 




de los planes y especificaciones y para evitar la mano de obra deficiente. Si no utiliza un cuidado 
razonable, es responsable ante el propietario por los defectos que podrían haberse eliminado si 
hubiera cumplido adecuadamente con su obligación (Sido, et al, 2019). Igualmente debe “rechazar 
trabajos no conformes” y señalárselo así al dueño del proyecto, pero también tomar alguna acción 
afirmativa para asegurarse de que el problema se corrigió.  
2.5.5. Deber de advertir y proponer alternativas 
 
En EUA el deber del supervisor de advertir al dueño del proyecto los peligros y riesgos es 
reconocido como un deber de buena fe esto se extiende al deber de asesorar sobre soluciones y 
alternativas, para que sean menos riesgosas para el dueño del proyecto (Sido, et al, 2019).   
2.5.6. Deber de información y consejo cierto  
 
En EUA se habla de tergiversación negligente, que es la responsabilidad del profesional 
por proferir una declaración que no era cierta a pesar de no tener fundamentos razonables para 
creer que era verdad que; sin embargo, se lo dijo a una persona que tenía derecho a confiar en su 
dicho, pero que después causó daños (Sido, et al, 2019); en otras palabras, el incumplimiento de 
la obligación de consejo. La diferencia entre tergiversación negligente y fraude es que la 
tergiversación negligente no requiere la intención de engañar; por lo tanto, puede surgir 
responsabilidad por hacer una declaración sin fundamentos razonables para creer que la 
declaración es verdadera. Esto es, incumplir con la obligación de información y consejo. 
2.5.7. Deber de cumplir estatutos 
 
En EUA cuando el consultor viola un estatuto, ordenanza o código de construcción 
existente, es posible que no se necesite un experto para establecer una violación del estándar de 
cuidado. Más bien, la violación de un estatuto u ordenanza puede ser suficiente para invocar la 
doctrina de la negligencia per se (Sido, et al, 2019).24 
                                                          
24 Huang v. Garner, 203 Cal. Rptr. 800 (Ct. App. 1984) (no se requiere testimonio de expertos en una demanda por negligencia 
contra el diseñador de edificios y el ingeniero estructural donde la evidencia mostró que el diseñador y el ingeniero no habían 
cumplido los requisitos del Código Uniforme de Construcción); Casco v. Enger Constr. Co., 550 P.2d 692 (Wash. Ct. App. 1976) 




2.5.8. Deber de actuar con la diligencia de un profesional medio  
 
El interventor debe proceder como un profesional medio de sus calidades y conocimientos 
(Centro de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio de Bogotá, Laudo Arbitral,  2016).  
En EUA se actuará con el deber de cuidado adecuado “estandar of care”, si el profesional realizó 
los servicios de manera consistente con la capacitación, experiencia y habilidad que se espera de 
profesionales similares dentro de la comunidad de la consultoría, esto es, con diligencia profesional 
(Sido, et al, 2019).   
El estándar de negligencia aplicable dependerá de la capacidad o el estado del profesional, 
la fase del proyecto, las obligaciones expresas o implícitas estipuladas en los documentos del 
contrato, y las obligaciones impuestas por la ley (Sido, et al, 2019).   
2.5.9. Deber actuar conforme al estado actual del arte y oficio 
 
Para Le Tourneau (1997), no es el conocimiento personal y efectivo del profesional lo que 
debe tenerse en cuenta, sino el estado objetivo de los conocimientos científicos y técnicos a los 
cuales el profesional podía acceder en el momento de la prestación del servicio. El grado exigible 
de conocimiento al profesional, será el existente al momento de la prestación del servicio.  
 
En EUA el profesional solo necesita cumplir con el estándar de atención profesional 
existente en el momento en que se realizó el trabajo y no necesita anticipar los avances 
tecnológicos o el "estado del arte" (Sido, et al, 2019). 
2.5.10. Deber de ser activo 
 
El profesional no podría esperar pasivamente los eventos, y quedarse con los brazos 
cruzados; le corresponde ser activo; su inercia es un incumplimiento contractual, la vigilancia es 
un deber de su estado; y la vigilancia, es la regla de vida de un profesional (Le Tourneau, 1997). 
La finalidad propia de la interventoría impone que este interiorice una actitud proactiva para lograr 
el cumplimiento del contrato en el que participa. Sus calidades técnicas y de experiencia deben 
                                                          
fueron capaces de reconocerlo como una desviación de los estándares reconocidos que se ocupan del umbral de entrada del 
edificio).; Loyland v. Stone & Webster Eng'g Corp., 514 P.2d 184 (Wash. Ct. App. 1973). No hay nada tan técnico sobre los hechos 




guiar su función de informar y buscar soluciones para que se logre el resultado buscado por la 
entidad. El control que ejerce debe ser entendido como un conjunto de acciones proactivas 
encaminadas a obtener que se cumpla el contrato. 
2.5.11. Deber de fidelidad  
 
El profesional debe actuar de la mejor manera en favor de los intereses de su contratante. 
El deber de fidelidad se completa con el de respetar, e incluso privilegiar, los intereses de su co-
contratante25. Entre las diversas soluciones posibles, le corresponde proponer la que sea más 
favorable a los intereses de su contraparte26. El cliente espera del profesional a quien consulta que 
este ponga en obra, después de haber obtenido su acuerdo, la técnica más pertinente para su caso 
entre todas las técnicas disponibles en un momento dado (CA París, Sala Cuarta, A, del 20 de 
noviembre de 1989. Lebret, como se citó por Philippe Le Tourneau, 1997). Por tanto, el duty of 
care, esto es el deber de cuidado razonable, es la diligencia que debe tener el profesional conforme 
a los conocimientos de cada época y en cada territorio. Privilegiar los intereses de la contraparte 
debería también conducir al deudor, en caso de siniestro, a hacer hasta lo imposible para minimizar 
los daños (Le Tourneau, 1997).  
2.5.12. Deber de eficacia 
 
Para Le Tourneau (1997), cuando alguien recurre a los servicios de un profesional, es 
porque busca algún objetivo, espera un resultado; desde luego, lo hace porque cree contar con la 
eficacia del profesional, y con la pertinencia de su acción, así como de su elección; también tiene 
el profesional la obligación jurídica de ser eficaz (aunque no de alcanzar un resultado). Ello supone 
que tenga la competencia y la capacidad requeridas y, llegado el caso, una organización que le 
permita hacer frente a las dificultades inherentes a su oficio, previstas o imprevistas (entre las 
                                                          
25 CA Paris, 1 1 febrero 1999, RJ com. 1999, p. 395, obs. Grignon, un concedente debe vigilar para que sus concesionarios puedan 
abandonar la cadena de distribución sin perder el fruto de su participación en el esfuerzo común; pero este fallo fue casado por 
casación comercial de 6 de mayo de 2002, JCP G 2002, ll, 10146, note Stoffel-Munck; Petites affiches 7 marzo 2003, note Diloy; 
el concedente, que respetó el plazo de preaviso, al no tener una obligación de asistencia al concesionario con miras a 
su reconversióm T, com. Paris, 2 abril 1999, DA 1999, p. 980, una sociedad de distribución debía buscar "una solucion adaptada 
al interes de las dos partes", a propósito de la ruptura del contrato que la ligaba a su proveedor. Comp CA Paris, 24 octubre 2000, 
D. 2001 , AJ p. 302, obs. Delpech, una parte ha tenido un comportamiento ni razonable ni moderado habiendo 
actuado unicamente en su interés exclusivo.  
26 CA Paris, 15 mayo 1995, Juris-Data n.0 022134, los abogados deben "preservar 10 mejor posible los derechos y los intereses de 
sus clientes". - Cas. Civ., Sala Primera, 1 1 junio 1996, Bull. civ. l, n.0 245; Defrénois 1 996, p. 1007, note D. Mazeaud. 
CA Versailles, 10 diciembre 1998, Gaz. Pal. 2000, 1 , somm. p. 202, un banco, obligado a ser leal, debía "proponer rápidamente a 




cuales resultan de la fuerza mayor). Esa organización implica la memoria, porque ésta no es 
únicamente reminiscencia, sino también anticipación del futuro. Desde lo esbozado se puede 
indicar que el contrato, acto de anticipación, se deriva de la previsión de avizorar y visualizar la 
empresa a futuro desde la esfera optima y también adversa a los intereses organizaciones y 
patrimoniales. Contratar es prever.  
2.5.13. Deber de conocer sus límites 
 
Hombre del arte, el profesional conoce sus límites y debe rechazar su intervención cuando 
no sea competente (salvo imperiosa urgencia, especialmente en el caso de un médico) o de llamar 
a un especialista. 
2.5.14. Deber de celeridad 
 
Ser eficiente es también actuar con prontitud, de ahí que el buen profesional cumple las 
tareas o actos que le incumben con puntualidad y en tiempo útil; interviene con rapidez, cuando 
las circunstancias lo exigen, los griegos tenían una palabra para ello: Kairós, que hace referencia 
a de determinar el momento correcto dentro del tiempo (Cronos). Determinar el momento 
adecuado para que algo suceda en ese momento, el cual, logran un resultado que no habrán sido 
posibles en otros tiempos y bajo otras circunstancias (Smith, 1969).  
 
El tiempo (Cronos) es el marco o contenedor en el cual los eventos tienen lugar, donde las 
cosas comienzan y terminan, mientras que Kairós es la capacidad para determinar el momento, lo 
cual implica un análisis cualitativo del tiempo, toda vez  que depende del talento, la experiencia y 
sensibilidad de quien decide. Conforme Smith (1969), para identificar el Kairós es deben analizar 
tres aspectos: el primero hace alusión al momento adecuado para que suceda algo, diferente a 
cualquier momento; el segundo, la crisis, para lo cual Kairós implica identificar un momento de 
tensión o conflicto visible o no a simple vista, dado que un momento de crisis implica una decisión 
sobre el curso de los acontecimientos; y el tercero, la oportunidad: Kairós significa un momento 
en el que se ha abierto una oportunidad para lograr algún propósito.  Por tanto, Kairós significa el 
momento correcto para que algo suceda o se haga, para lograr algún resultado especial que solo 
es posible en ese punto crítico. Antes de este momento crítico es demasiado pronto para el evento, 




2.5.15. Deber de dialogar 
 
La máxima es que un diálogo debe instaurarse entre las partes., de ahí que este aspecto 
juegue un rol preponderante en lo que a contratos se refiere, la información debe ser recíproca; la 
lealtad no puede ser en un solo sentido. El dueño de la obra por construir, etc., debe precisar a la 
hora de las negociaciones las características, las calidades, las técnicas, etc., que ellos esperan. En 
la posición intermedia, frecuente hoy en día, las dos partes deben dialogar; es así como aparece 
una tercera figura, en la cual el diálogo cesa, para dar lugar a un monólogo, pero a un monólogo 
inverso: es entonces al cliente profesional a quien corresponde preguntar, formular sus 
necesidades y especificaciones. Lo mismo sucede cuando el objeto de la prestación es 
estandarizado, fabricado en serie, y figura entre una vasta selección de productos, distribuidos por 
revendedores que ya no están en capacidad de conocerlos de manera profunda.  
2.5.16. Comunicación con el cliente 
 
La mala comunicación con el cliente es un precipitador de la consumación del riesgo de 
responsabilidad civil, la cual puede surgir desde que el cliente está comunicando las expectativas 
del proyecto al consultor, más aún, cuando ya se explicó que una de las acepciones de riesgos es 
la desviación entre las expectativas y la realidad. Por tanto, si no se aprehenden de manera clara 
las expectativas del cliente expresadas en los documentos contractuales y en las actas de las 
reuniones que se celebren con éste, se le añade más incertidumbre al proyecto. 
De esta manera, los planes y especificaciones son una forma de comunicación entre el 
cliente y el interventor. La claridad, la documentación y la comprensión del proceso de 
comunicación son elementos clave para evitar disputas y reclamos que resultan de problemas de 
comunicación (Sido, et al., 2019). 
Una buena práctica llevada en proyectos en Miami, Nueva York y San Francisco, es la 
implementación en el inicio de cada proyecto, de programas obligatorios de revisión por pares 
sobre diseños, en donde participan el dueño del proyecto, el diseñador, el constructor y el 
interventor. Esto permite identificar errores u omisiones, unificar el lenguaje y la comunicación 
entre todos los involucrados .Chicago implementó un programa opcional de revisión por pares 




En EUA las buenas prácticas de consultoría aconsejan establecer procedimientos  
particularmente estrictos o extensos para comunicarse con el cliente y otros miembros del equipo 
de consultoría, y luego documentar el contenido de las comunicaciones (Sido, et al., 2019). 
Mantener comunicaciones abiertas y frecuentes y responder rápidamente a los problemas 
durante la ejecución del proyecto es esencial para el control efectivo del riesgo. 
2.5.17. Ilustración Caso Hidroituango 
 
De los informes de interventoría se observa que, ésta cumplió con todos sus deberes en 
relación con los constructores contratados por EPM, pero no en relación con las decisiones 
tomadas por ésta. En efecto, al inicio de las obras el interventor informó a EPM sobre los atrasos 
por parte de los constructores, que a la postre puso en riesgo el cumplimiento del cronograma ante 
la Comisión de Regulación de Energía y Gas - CREG. En los informes de interventoría (Consorcio 
Ingetec Sedic, 2012). Sin embargo, guardó silencio y no intervino con el mismo rigor sobre las 
decisiones de EPM relacionadas con el plan de aceleración, lo que, algunos llaman, la “ingeniería 
del desespero”. 
Así pues, incumplió su deber de actuación como profesional especializado, al guardar 
silencio sobre las decisiones de taponar los dos túneles de desvío sin el cumplimiento de las 
condiciones establecidas en la licencia ambiental e iniciar la obra de construcción del SAD sin 
contar con la licencia correspondiente; menos aún propuso alternativas. 
Incumplió su deber de supervisión diligente, al no tener el cuidado razonable para evitar 
desviaciones sustanciales de los planes y especificaciones iniciales que generaran incertidumbre 
en plena marcha del proyecto. De ahí que la CGR le imputara a la interventoría no haberse 
pronunciado sobre las constantes modificaciones a los diseños sin un plan de medio y largo plazo, 
que obedecen a situaciones de ajuste sobre la marcha, que implicaban modificaciones de la 
Licencia Ambiental y que generó que no se cumpliera el hito constructivo para el desarrollo de las 
compuertas de los túneles de desviación, asociado a su taponamiento de forma anticipada sin que 




en el área de influencia del proyecto27, lo cual afectó también al medio ambiente porque las aguas 
del rio Cauca han modificado su cauce, generando pérdida de especies características de estas 
aguas (Contraloría General de la República, 2019). 
La CGR imputa a la interventoría el incumplimiento de sus obligaciones en el proyecto 
conforme a sus obligaciones legales establecidas en la Ley 1474 en el Artículo 82 y el contrato. El 
cuestionamiento de la CGR se orienta a que la interventoría era una empresa que fue seleccionada 
por la experiencia y conocimiento del tema, por lo cual no hay justificación para no haberse 
pronunciado, como era su deber, frente a las decisiones tomadas de taponar los dos túneles de 
desvío sin el cumplimiento de las condiciones establecidas en la licencia ambiental e iniciar la obra 
de construcción del SAD sin contar con la licencia correspondiente  (Contraloría General de la 
República, 2019). 
Los interventores tenían el deber de ser previsivos, manifestando lo que ocurriría si en un 
proyecto de tal envergadura, EPM se apartara de los diseños y especificaciones iniciales, y sobre 
la marcha, iniciara un plan de aceleración con obras y actividades sin planeación y sin licencias, 
debiendo como interventor, intervenir en el sistema a través de la transferencia de conocimientos 
e información. Si las partes no era previsivas, el interventor si debía serlo y advertir, ya que para 
eso se le contrató como observador de segundo orden. 
 
La interventoría debió ser activa al igual que lo fue con los primeros constructores 
contratados por EPM, como profesional no podía esperar pasivamente los eventos, y quedarse con 
los brazos cruzados; le correspondía ser activo. La vigilancia, es la regla de vida de un profesional 
(Le Tourneau, 1997); en tal sentido, la finalidad propia de la interventoría impone que este 
interiorice una actitud proactiva para lograr el fin económico social de la hidroeléctrica dentro de 
los plazos establecidos y con las especificaciones requeridas para que el proyecto fuera viable 
económicamente en el tiempo.  
 
                                                          
27 Santafé de Antioquia, Sabanalarga, Peque, Olaya, Libornia, Buritica, Yarumal, Toledo, San Andrés de Cuerquia, Valdivia, 





El control que ejerce debe ser entendido como un conjunto de acciones proactivas 
encaminadas a obtener que se cumpla el contrato; aunque lo hizo con los constructores pero no lo 
hizo sobre las decisiones de EPM. 
 
Deber de fidelidad con el sistema, con el proyecto, con el interés general y no complaciente 
con las decisiones de quien lo contrata en desmedro del sistema. Debió haberle advertido sobre el 
alejarse de los diseños y licencia, como si lo hizo el Board. 
 
Todo esto redunda en el deber de eficacia del profesional interventor, no como asegurador 
del resultado del proyecto, sino para desplegar toda su competencia y capacidad requeridas para 
haberle hecho frente a las decisiones de EPM que generaron las dificultades inherentes a su oficio, 
previstas o imprevistas (entre las cuales las que resultan de la fuerza mayor), anticipándose al 
futuro de lo que puede suceder cuando en un proyecto que lucha contra las fuerzas de la naturaleza 
para controlarla en beneficio de una estructura que la invade, puede suceder cuando durante la 
marcha, deliberadamente se distancia de lo planeado inicialmente, de sus diseños y 
especificaciones.  
 
Igualmente, en función del deber de eficiencia y competencia, el interventor no podía 
ignorar en su calidad de profesional especializado, el dominio de la técnica para efectuar las 
verificaciones y controles; toda vez que, si desconoce la técnica, comete un incumplimiento como, 
por ejemplo, al guardar silencio cuando el GAD, empezó a ser construido por EPM sin diseños 
definitivos y sin permiso ambiental. Años más tarde, Ingetec como interventor informó el 9 de 
mayo de 2018 que los constructores no tienen control de la Obra  (Contraloría General de la 
República, 2019). 
 
Ahora bien, la interventoría debe comportarse como observador de segundo orden de todo 
el sistema, y no solo de las actividades del contratista, quien es solamente una parte del sistema. 
La interventoría fue contratada por EPM, tal como se observa, la interventoría fue rigurosa con los 
constructores contratados por EPM, pero no lo fue sobre las decisiones anti-técnicas tomadas por 




Por tanto, los interventores creen que son interventores contratados para hacer seguimiento 
únicamente al contratista, y olvidan que son interventores de un contrato donde hay dos partes, 
dos actores del sistema, en donde uno de esos actores es la misma que contrató la interventoría, 
deben velar también porque la parte contratante cumpla con sus obligaciones legales y 
contractuales, y advertir y dejar constancia cuando observen que no lo está haciendo. 
Jurídicamente son interventores del contrato, técnicamente son interventores del proyecto, y desde 
el punto de vista de la gestión de riesgos son interventores de un sistema.  
2.6. Atenuantes a la debida diligencia del interventor 
 
Sin embargo, no resulta razonable ser tan severo en el juicio de imputabilidad ante expertos 
análisis de riesgos y modelos matemáticos y estadísticos. Para Knight (1947), las decisiones 
presentan situaciones demasiado exclusivas, para que cualquier clase de exposición estadística 
tenga algún valor de orientación. La vida real no es como un dado o una ruleta, las cuales son 
homogéneas; en tal orden, la concepción de una probabilidad o contingencia objetivamente 
mensurable es sencillamente inaplicable.  
 
Todas las decisiones en cuanto a la conducta en la vida descansan sobre opiniones, que en 
un escrutinio se resuelven en una opinión de probabilidad, que con el diario del lunes se vuelven 
obvias, por ejemplo, para los organismos de control. El que pronostica tiene una opinión en cuanto 
al resultado, dentro de unos límites más o menos estrechos (Knight, 1947, p. 212), mientras que el 
organismo de control, jueces y comunidad juzgan con el resultado ya puesto y así desmedran la 
opinión que prevaleció antes de que sucedieran las cosas. Así es más fácil ser historiador que 
profeta; del mismo modo los actores del sistema deben ser profetas mientras que los juzgadores 
solamente son historiadores, sabios con el resultado puesto. A los actores del sistema se les juzga 
por ser malos profetas, mientras que a los órganos de control se les reconoce por ser implacables 
historiadores.  
La concepción de una probabilidad o contingencia objetivamente mensurable es 
sencillamente inaplicable. La confusión surge del hecho de que efectivamente estimamos el valor, 
validez o trascendencia de nuestras opiniones y estimaciones, y esta estimación tiene la misma 





La incertidumbre subjetiva, esto es, lo que el hombre cree que será probable, está basado 
en la probabilidad objetiva de la situación misma y en un cálculo de sus propias facultades de 
predicción. Todas las decisiones en cuanto a la conducta descansan sobre opiniones, e 
indudablemente la mayor parte reposa sobre opiniones que en escrutinio se resuelven en una 
opinión de probabilidad; en tal sentido que el que pronostica si está inclinado a emprender la 
acción, actuará, y el que está inclinado hacia la pasividad, esperará (Knight, 1947, p. 211). Por otro 
lado, se subestiman aquellos riesgos que se consideran controlados, y se subestiman también los 
riesgos que conllevan los acontecimientos que se dan rara vez (Douglas, 1985, p. 57). 
2.6.1. El cliente profesional 
 
La extensión de la información "varía según que el cliente sea o no un profesional avisado". 
En muchas hipótesis, el contratante tiene el conocimiento necesario. O inclusive, un cliente 
profesional conoce el sentido de los términos técnicos, tal y como podría ocurrir con las entidades 
que cuentan con un supervisor de altas calidades. Sin embargo, las competencias profesionales no 
pueden por sí solas dispensar al hombre del arte, cualquiera que sea, de su obligación de consejo, 
que no es relativa; pero ello no vale en nuestra opinión sino para la obligación de consejo, y no 
para la simple obligación de información (Le Tourneau, 1997).  
2.6.2. Ignorancia legítima 
 
Para Le Tourneau (1997), solo la ignorancia legítima es de recibo en contratos de objetos 
muy especiales, donde puede tener cabida la ignorancia legítima del profesional: Los riesgos de 
una construcción muy especial, para la cual nadie tiene verdadera experiencia, como en el caso del 
túnel de la Mancha, excluyen una aplicación rígida de responsabilidades: el dueño de la obra acepta 
implícitamente, al contratar, una cierta parte de los riesgos. 
 
Para dicho autor, sólo la ignorancia legítima es de recibo no cualquiera tipo de ignorancia. 
Para apreciar esta ignorancia, es necesario tener en cuenta la calidad y el estado social del 
"ignorante" y de una manera más amplia, la evolución de las mentalidades y la vulgarización de 




Colombia no se ha observado jurisprudencia en este sentido en relación al interventor, por lo que, 
en nuestra opinión, se trata de una situación que debe analizarse en el futuro para casos específicos.  
2.6.3. Imposibilidad de informarse 
 
La imposibilidad objetiva de informarse no constituye negligencia (Cabarcas, 2018, p. 
282). Ya vimos que para Le Tourneau (1997), solo la ignorancia legítima es de recibo. No 
cualquiera tipo de ignorancia, para apreciar esta ignorancia, es necesario tener en cuenta la calidad 
y el estado social del “ignorante” y de una manera más amplia, la evolución de las mentalidades y 
la vulgarización de las técnicas, tanto para el profesional como para el cliente.  
 
Para que surja la obligación de informar, no solo se necesita que el acreedor ignore de 
manera legítima determinados datos, sino que también estos sean (o deban ser) conocidos por el 
deudor de la referida obligación. Porque bien puede ocurrir que la información relevante no esté 
en poder del deudor o que esta no sea completa o confiable (Cabarcas, 2018, p. 283). Es pertinente 
observar que el contratante no tiene obligación de revelar la información que considere incorrecta 
aunque debe hacer accesible la que considere dudosa, con las salvedades del caso. 
 
El principio de buena fe contractual, en su sentido objetivo, impone deberes que 
comprenden, entre otros, los de colaboración e información, conforme al cual cada parte debe 
informar a la otra sobre los datos que esta ignora y que no está en condición de conocer por sí 
misma (Cabarcas, 2018, p. 283). Así pues, la caracterización de la información que se suministra 




Para Letorneau (1997), respetar los intereses del contratante conduce a proporcionar los 
medios para cumplir con las obligaciones. Estos no deben ser ni insuficientes ni excesivos, sino 
proporcionales a sus capacidades y riesgos asumidos; y el compromiso suscrito por un deudor no 
debe ser desmesurado en relación con sus facultades o las ventajas que obtiene del contrato, como 





2.6.5. Ilustración caso Hidroituango 
 
En relación con el cliente profesional, se observa que se dejó de lado una subasta 
internacional para escoger al mejor constructor de talla mundial para ejecutar el proyecto, 
argumentando la amplia experiencia, capacidad técnica, administrativa y financiera de EPM para 
construir directamente la hidroeléctrica, haciéndose ejecutora del contrato BOOMT. Se trata de 
una empresa industrial y comercial del estado, vista por muchos como modelo de gestión 
empresarial. En ese sentido, se trata de un cliente con una amplia posición dominante como 
contratante desde el punto de vista técnico. En efecto, la cesión del contrato BOOMT por parte de 
EPM Ituango a favor de EPM fue protocolizada mediante Acta del 19 de enero de 201325, y es así 
como EPM adquirió la condición de contratista del mencionado contrato BOOMT con todas las 
obligaciones y derechos estipulados en él y en los demás contratos y activos asociados al proyecto. 
Como consecuencia EPM sería el único responsable de la construcción, operación, mantenimiento, 
explotación y comercialización de la central hidroeléctrica del proyecto y su transferencia a la 
Sociedad al final del periodo establecido para recuperar la inversión con la rentabilidad acordada. 
Igualmente, EPM terminó siendo el contratante de su propia interventoría y del Board (Contraloría 
General de la República, 2019).   
Por tanto, la interventoría tenía como contraparte contractual y a la vez constructor de las 
obras a las que se le haría interventoría, a un cliente tan profesional, calificado, avisado y avezado 
como EPM, quien contaba con el conocimiento necesario para saber lo que tenía que hacer y como 
lo tenía que hacer, más aún cuando fue la misma EPM quien hizo la interventoría a los diseños 
elaborados por la firma Integral. Es decir, el cliente del interventor conocía a la perfección los 
términos técnicos de lo que toca hacer. Era un contratante de las más altas calidades, quien además 
era el que aprobaba los pagos de los honorarios de la interventoría que ella misma había contratado 
para hacerse seguimiento ella misma, sin que el interventor tuviera los dientes necesarios para 
hacerle frente a lo que decidiera EPM como constructor quien además eran quien le pagaba. Se ve 
como algo exótico que el mismo contratista constructor sea quien contrate y pague su propia 






2.7. Culpa probada y régimen probatorio  
 
La forma de exonerarse de responsabilidad civil será diferente tratándose del constructor a 
la del interventor, toda vez que de conformidad con la posición adoptada por la Corte Suprema de 
Justicia, los eximentes de responsabilidad civil por incumplimiento contractual varían según se 
trate de una obligación de medio o de una de resultado; en el primer evento al deudor le bastará 
con demostrar que ha obrado de manera diligente para eximirse de responsabilidad, mientras que 
en el segundo, la no consecución del resultado al que el deudor se ha obligado debe tener origen 
en un hecho constitutivo de caso fortuito, fuerza mayor o de una causa extraña a su voluntad, que 
el deudor debe probar (Le Tourneau, 1997). Este razonamiento idéntico es válido para toda clase 
de actividades profesionales, especialmente la interventoría, que como ya vimos, su principal 
obligación legal es de información y consejo. 
 
Por tanto, si se quiere endilgar responsabilidad al interventor, se debe demostrar que el 
interventor no fue diligente para intervenir oportunamente en el proyecto a través de la 
transferencia de su conocimiento e ingenio, para ayudar a identificar y solucionar los problemas 
de este, poniendo de presente información y su opinión para la toma de decisiones por parte de la 
entidad con el fin de prevenir actividades en contra del contrato, pliego, ley, normas técnicas y 
saberes específicos de su arte.  Si se pretende endilgar responsabilidad al interventor, se deberá 
demostrar: Los actos de inejecución, el incumplimiento directo de cualquiera de las obligaciones 
contractuales, el iincumplimiento de la obligación legal de información y consejo oportuno,  y la 
falta de diligencia.  
 
Por su parte, corresponde al interventor, probar su diligencia y cuidado, conforme al inciso 
3° del art. 1604, prueba suficiente para liberarlo, porque en esta clase de obligaciones basta para 
exonerar al deudor de su responsabilidad acreditando cualquiera de esos dos elementos (Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil, Rad. 20001-3103-005-2005-00025-01,  2013). De tal 
forma que para la Corte Suprema de Justicia, en las obligaciones de medios al deudor le bastará 
con demostrar que ha obrado de manera diligente para eximirse de responsabilidad.28 
                                                          
28 Mientras que en las de resultado, la no consecución del resultado al que el deudor se ha obligado debe tener origen en un hecho 





Lo anterior sin desconocer que, si llegaren a ocurrir circunstancias ajenas a la voluntad del 
interventor o extrañas a su control la ejecución de la obra, no puede concluirse entonces que el 
resultado o hechos de la entidad contratista o de la propia contratante que impidan o demoren no 
se obtuvo por culpa del interventor, ya que entonces no habría relación de causalidad entre el daño 
y el actuar del interventor.  
 
En conclusión, a la entidad le corresponde probar la falta de diligencia del interventor en 
la ejecución contractual, y a éste demostrar que la imposibilidad de obtener el logro habría tenido 
origen en una causa extraña suficiente para impedirle ejecutar totalmente la obligación, no 
obstante, su conducta diligente.  En efecto, como ya se vio, las obligaciones del interventor se 
enmarcan en la ejecución de actividades sobre lo que está haciendo un tercero dentro de un sistema 
determinado, o sea, a la conducta de alguien, quien es quien tiene la obligación de entregar un 
objeto determinado para que cumpla con lo que se comprometió a entregar y ese algo cumpla su 
función económico social. 
2.7.1. Pruebas relacionadas a la debida diligencia  
 
Para Le Torneau (1997), se ha juzgado de manera categórica que quien esté legal o 
contractualmente vinculado por una obligación particular de información debe aportar la prueba 
de la ejecución de esta. Un profesional prudente no descuidará pues la pre-constitución de la 
prueba de haber observado la diligencia relativa a las informaciones, consejos y puestas en guardia, 
aunque un documento de esta naturaleza no sea obligatorio.  
 
Los profesionales están obligados a probar que han dado exactamente las informaciones y 
consejos necesarios (Le Tourneau, 1997). 
2.7.2. Expertos 
 
En EUA (California Civil Jury Instructions (BAJI) 6.37), en los casos de incumplimiento 
de contrato, el jurado recibirá instrucciones sobre negligencia, que generalmente incluyen 




la profesión que practican “en circunstancias similares”, lo cual debe ser expuesto por expertos 
que opinan sobre los estándares de atención aplicables en un caso dado.  
En la sentencia de City of Eveleth v. Ruble, 225 N.W.2d 521 (Minn. 1974), se estableció 
que, para determinar que el cuidado, la habilidad y la diligencia ejercida por el profesional fue 
menor que la que normalmente poseen y ejercen los miembros de esa profesión, y que el daño se 
produjo por esta falta de cuidado, requiere el testimonio de expertos para establecer el estándar 
prevaleciente y las consecuencias de la desviación del mismo en el caso bajo consideración.  
2.7.3. Negligencia Implícita 
 
En la misma sentencia de City of Eveleth v. Ruble, 225 N.W.2d 521 (Minn. 1974),  también 
aclara que hay algunas situaciones en las que un juzgador de hecho puede, sin la ayuda de un 
testimonio experto, encontrar daños causados por la incapacidad de un profesional de ejercer un 
cuidado, habilidad y diligencia razonables. Si la causa puede ser establecida, por personas de 
aprendizaje y comprensión ordinarios, no se necesitan expertos.  
La negligencia implícita puede surgir cuando el daño es el resultado de un evidente 
incumplimiento del deber de cuidado por parte del consultor. Esta doctrina simplemente presenta 
un escenario en el que el error del profesional es tan sustancial que no se requerirá el testimonio 
de un experto.  
2.7.4. “Res ipsa loquitur”  
 
La doctrina legal de “res ipsa loquitur” surge cuando el evento que da lugar al litigio es 
uno que normalmente no ocurriría en ausencia de negligencia y cuando las circunstancias están 
bajo el control exclusivo del consultor. La jurisprudencia de la Corte Suprema de Washington (The 
Supreme Court of Washington, 1971), la ha definido como aquella por la cual se determina la 
culpa fundándose en que los hechos hablan por sí mismos. Se trata de una presunción legal en 
contra del profesional que establece que, de no haber habido negligencia del agente, el daño no se 
habría producido, y que los hechos estaban dentro del control exclusivo del profesional, 




Las reglas de la experiencia son suficientes para respaldar la conclusión de que la lesión no hubiera 
resultado sin negligencia.  
2.7.5. Documentos 
 
Las circunstancias que se considerarán para determinar el estándar de cuidado, habilidad y 
diligencia se encontrarán en lo pactado en la ley, el contrato, normas técnicas, etc.; así mismo, las 
instrucciones del interventor deben ser por escrito, conforme lo establecido en el artículo 32 de la 
Ley 80 de 1993. Por lo anterior, si el interventor actúa diligentemente, y se presentan diferencias 
técnicas entre la entidad y el interventor o entre éste y el contratista, deberá el interventor ponérselo 
de presente a la entidad contratante por escrito.  
Ahora, las entidades cuando conocen la posición de la interventoría están llamadas a 
pronunciarse, especialmente cuando no comparten la postura que se haya asumido por parte de 







3. Capítulo III. Riesgo de negligencia del interventor y gestión de riesgos de procesos 
 
En el presente capítulo girará alrededor del riesgo de negligencia del interventor desde el 
punto de vista de los procesos que la empresa de interventoría debe afinar para alejarse del riesgo 
puro y acercarse al riesgo de oportunidad en la ejecución de los proyectos. Se trata de los tres 
procesos básicos de cualquier compañía: estratégicos, operaciones y cultura, cuya adecuada 
gestión permitirá a las compañías ganar dinero (riesgo de oportunidad) a la vez que hacen más 
lejano un siniestro de responsabilidad civil profesional (riesgo puro). 
 
Históricamente el riesgo se ha asociado con lo negativo, con las pérdidas y las amenazas; 
sin embargo, en los últimos años se ha incorporado el concepto de riesgo positivo a fin de abordar 
las oportunidades (Buchtik, 2012). De igual manera, se ha tendido a encasillar la gestión de riesgos 
como gestión de seguros para trasladar las consecuencias de la propia negligencia. En palabras de 
Javier Álvarez (2019), experto en la materia y además profesor de la Maestría en Gestión Integral 
de Riesgo en la Universidad Externado de Colombia, quien además es presidente de Cacumen, y 
miembro de la comisión de formación en AGERS en España, la gestión de riesgos se ve como la 
preocupación por hechos que disminuyan la generación de valor de la compañía. 
  
De esta manera, se deja de lado, el otro lado del rol del gestor de riesgos, el cual es potenciar 
la generación de valor de la compañía, para lo cual debe adquirir la habilidad de administrar el 
riesgo especulativo, cuyo adecuado manejo, paradójicamente hace que el riesgo puro se disminuya.  
Definir el rol del gestor de riesgos a partir de una visión de riesgo puro, implica una 
administración reactiva y defensiva, mientras que tenerlo en cuenta para la administración del 
riesgo especulativo, hace que la perspectiva sea ofensiva, estando atento a ayudar al empresario a 
volver el riesgo en una oportunidad de crecimiento y no como sinónimo de tragedia.  
Así pues, el gestor de riesgo no solo administra la posibilidad de tragedia sino también la 
posibilidad de abundancia. Obviamente hay que tomar las medidas previas para mitigar el efecto 
de la consumación de un riesgo puro o de un peligro, pero no debe estancarse el análisis ahí. 
Así, por ejemplo, en un proyecto de construcción de un puente, éste puede caerse como 




los afectados con esas decisiones, pero al mismo tiempo el consultor puede salir indemne y 
fortalecido si demuestra que fue diligente, esto es, si administró adecuadamente el riesgo de 
negligencia que lo alejó de la probabilidad de resultar responsable. Como en el caso Hidroituango, 
donde los miembros del Board, como observadores de segundo orden, han salido indemnes por 
haber sido diligentes y rigurosos en advertir los problemas del proyecto, y siendo sus dichos la 
base para los diferentes juicios que se adelantan contra de los otros actores del sistema.   
De ahí que, el fracaso de las empresas de consultoría en ingeniería sea directamente 
proporcional al mal manejo del riesgo de negligencia. Como el consultor no responde por resultado 
alguno, ya que sus obligaciones son de medio, un proyecto puede ser un total fracaso y aun así el 
consultor salir indemne e incluso fortalecido si demuestra que fue diligente; esto es, si administró 
adecuadamente el riesgo de negligencia, y por ende, ser más apetecible para el mercado (riesgo 
reputacional), generar más utilidades y crecer (riesgo estratégico), lo cual se logra al gestionar el 
riesgo de negligencia como riesgo puro, para no perder, pero también como riesgo de oportunidad, 
para ganar.  
Entre más se preocupe el consultor en administrar el riesgo de negligencia como un riesgo 
de oportunidad, más lejano será el evento de ser responsable por negligente (riesgo puro). Entre 
más sea capaz el consultor de administrar su riesgo de negligencia se puede embarcar en proyectos 
cada vez más ambiciosos y complejos, y el mercado así le demostrará su confianza.  
A diferencia de los eventos que generen pérdidas que pueden ser asegurables, el riesgo de 
generar la utilidad que se quiere es típicamente inasegurable. No existe un seguro de utilidad, ya 
que su generación depende del ejercicio de las decisiones de los hombres de negocios en el 
contexto de la mano invisible del mercado (Knight, 1947, p. 226). Igualmente, el cumplimiento de 
las metas que se traza la organización es inasegurable, así como su crecimiento y la felicidad de 
los dueños de la empresa e inversionistas. El gestor de riesgos debe saber gestionar esos riesgos 
que no se pueden asegurar, trasladar ni mitigar, y que es lo que permite la sobrevivencia a largo 
plazo de la empresa, a diferencia del riesgo puro y los peligros que son más del resorte de un gestor 
de seguros que de uno de riesgos.  
Al ser no asegurable la utilidad, el gestor de riesgos debe tomar las acciones para lograr 




Los riesgos puros son los que se gestionan principalmente mediante aseguradoras, por eso 
con los riesgos puros no se gana dinero, sino que son gasto, y por tanto su gestión es netamente 
defensiva para evitar pérdidas.  
 
El riesgo de responsabilidad civil profesional y sus consecuencias, suele ser visto como un 
riesgo puro y, por tanto, su principal herramienta de gestión suele ser el seguro (seguros de 
cumplimiento, todo riesgo, directores) u con otras herramientas como cautivas, fondos de 
emergencia, reservas, planes de contingencia, planes de continuidad, manual de crisis, resiliencia, 
creación de empresas de papel para encapsular las pérdidas etc. 
 
Por otro lado, nuestra propuesta es que los riesgos con los que tiene que convivir 
diariamente el empresario consultor, gira alrededor de la gestión de los procesos internos de su 
compañía y la forma como los ha estructurado para permitirle tomar decisiones que mantengan a 
raya el riesgo puro de negligencia mientras que lo administra para que se vuelva en riesgo de 
oportunidad, esto es, riesgo positivo de diligencia.  
 
Por tanto, la responsabilidad civil profesional del consultor será consecuencia o resultado 
de una deficiente administración de los riegos en los procesos de una compañía de consultoría, y 
más específicamente el riesgo de actores.  
 
En esa perspectiva, en el presente documento enfatizaremos la óptica del riesgo de 
negligencia que está íntimamente ligada con el proceso de actores en una empresa de consultoría, 
sin dejar de lado los procesos estratégicos y operacionales de una compañía de consultoría. 
3.1. Gestión ofensiva del riesgo de responsabilidad civil profesional 
3.1.1. Valor 
Valor es lo que alguien quiere pagar por la compañía en función de la capacidad de obtener 
beneficios en determinado número de años de manera predecible. Luego valor es el conjunto de 




De esta manera, si alguien apuesta por invertir en la compañía será porque le ve 
posibilidades de mantener el flujo de utilidades en determinado número de años, y si alguien no le 
apostara o lo hiciera por debajo de su valor, será porque ve que la empresa no va a ser capaz de 
mantener ese flujo de utilidades ya que puede haber riesgos que de consumarse no van a permitirlo.  
Por tanto, el riesgo de valor es el primer riesgo que una compañía debe tener presente, y la 
gestión de riesgos tendrá como primer deber examinar cómo gestionar los riesgos en los proyectos 
en los que está inmersa la compañía, para poder conseguir ese valor.  
Toda compañía busca la maximización de valor, el cual depende del manejo del riesgo de 
cada uno de los procesos que ha estructurado para atender adecuadamente los proyectos de la 
compañía, precisamente porque el valor de una compañía está dado principalmente por los 
proyectos que tiene a su cargo, lo que le queda por facturar en esos procesos, la forma de 
atenderlos, las posibilidades de hacerse a más proyectos, entre otros.  
3.1.2. Predictibilidad 
Ahora bien, si valor es lo que alguien quiere pagar porque prevé que la empresa puede 
generar utilidades, entonces la predictibilidad hace parte del valor de una compañía, y entonces, la 
finalidad de la gestión de riesgos será lograr la mayor predictibilidad posible para que cualquier 
observador quiera apostar a que la compañía no se verá envuelta en siniestros generados por 
negligencia; por tanto, la gestión de riesgos será exitosa en cuanto mayor sea la predictibilidad que 
se logre, a través de la disminución de la ignorancia sobre la forma de manejar el riesgo de 
negligencia.  
Para hacer un análisis de predictibilidad, se deben analizar De ahí que la gestión de riesgos 
se base en el principio de relación de causalidad, la cual es entendida como la relación que existe 
entre causa y efecto, esto es, que todo fenómeno de la naturaleza y de la sociedad es provocado 
necesariamente por algún otro fenómeno o fenómenos (Gorski. P. & Tavants. P, 1970, p. 209). 
Entonces, el gran valor es la predictibilidad: saber que la compañía no se verá en 




inversionistas no quieren estar sometidos a la suerte, al albur, a la ignorancia, quieren cada vez 
más poder controlar el mundo de los riesgos y más el de negligencia.   
3.1.3. Relación de causalidad 
El conocimiento de las causas permite explicar científicamente los fenómenos de la 
realidad, saber cuáles son las leyes que los rigen, y prever, gracias a ello, cuándo van a producirse. 
El conocimiento de la relación causal sitúa asimismo en condiciones de guiar los fenómenos de 
acuerdo con las necesidades de las personas. Estudiadas las causas, se puede evitar que se 
produzcan fenómenos no deseables y provocar otros útiles al hombre (Gorski. P. & Tavants. P, 
1970, p. 209). 
Por tanto, el principio de causa efecto es el principio de la gestión de riesgos, dado que, 
creando determinadas condiciones, el hombre suscita conscientemente efectos que le son 
necesarios o que le convienen (Gorski. P. & Tavants. P, 1970, p. 69). Según Álvarez (2019), el 
desconocimiento de los riesgos naturales es un tema de ignorancia porque el entendimiento 
humano no sabe cuáles son sus causas29. Con base en lo anterior, teóricamente no existen los 
riesgos imprevisibles sino lo que existe es la ignorancia de la humanidad sobre sus causas, y donde 
hay ignorancia no se puede medir ni cuantificar; será, por tanto, un tema de simple incertidumbre, 
y la misión de la gestión de riesgos no es estar en incertidumbre, por lo menos, en lo que al riesgo 
de negligencia se refiere.  
3.1.4. Los procesos de una compañía de consultoría 
No hay progreso sin riesgo, no hay sociedad sin riesgo, ni empresa sin riesgo, ya que en 
todos los casos implican decisiones. En el enfoque ofensivo de la gestión de riesgos, se presupone 
la proactividad del gestor de riesgos, quien, para ello, deberá conocer a la perfección los procesos 
de la compañía, para así intervenirlos a fin de madurarlos hasta el punto de que pueda conocer 
relaciones de causalidad, lograr predictibilidad y generar valor.  
                                                          
29 En el caso de los riesgos imprevisibles es un tema de ignorancia e incapacidad del ser humano para poderlos perfilar un terremoto 
significa que aún ignora cómo tratar con ese terremoto, cuáles son las causas de aproximación o de acumulación que van a llevar 




Para Javier Álvarez (2019), los tres procesos principales de cualquier compañía son los de 
estrategia, operaciones y actores; de este modo, la estrategia hace referencia a definir el catálogo, 
esto es, lo que se pretende vender y por qué se va a tener éxito con lo que se quiere vender; en el 
caso de una empresa de consultoría el catálogo será principalmente la venta de solución de 
problemas a través de la transferencia de conocimiento a un sistema, interviniendo en él a través 
del seguimiento. 
Conforme Álvarez (2019), la estrategia solamente es un diseño, un papel, que hay que 
poner en marcha, en primer lugar, por medio del proceso de operaciones, las cuales ejecutan y 
están habitualmente fundamentadas en algoritmos, equipos, procesos repetitivos, robots, 
softwares, hardwares, personas que hacen procesos autómatas. Las personas que están dentro del 
proceso de operaciones no deciden, solamente ejecutan lo que dice un manual. El proceso de 
operaciones es algorítmico, lo cual garantiza que en realidad no importa quiénes sean las personas 
que habiten allí; la personalidad, conocimientos, opiniones y estado de ánimo son irrelevantes, ya 
que, mientras sigan las normas y los protocolos, existe la gran probabilidad de que no se generen 
problemas.  
El otro proceso que ejecuta la estrategia son las personas qué hacen lo que no se puede 
robotizar ni automatizar: el proceso de actores. Es donde se encuentran las personas que deben 
pensar, analizar, evaluar y decidir sobre la solución de problemas que se presentan en el sistema 
que se está interviniendo, a través de la transferencia de sus conocimientos y experticias. Por tanto, 
es en este proceso es donde habita el riesgo de negligencia y donde, por tanto, deben habitar 
aquellas personas que tienen el conocimiento, experiencia y capacidad de decidir, para tomar 
iniciativa y para solucionarle los problemas a los clientes. De tal suerte que, la capacidad de la 
compañía de ser diligente, y en definitiva, de generar valor, será en proporción a la diligencia y 
valor de sus profesionales, ya que la compañía no es más que un ente ficticio.  
3.1.5. Gestión de procesos  
Si los riesgos principales son procesos entonces los riesgos son procesos que están mal 
funcionando. Según Álvarez (2019), los procesos se catalogan en saludables o enfermos según su 
madurez, entonces es la madurez de procesos lo que hay que gestionar. De este modo, por debajo 




cuestión de tiempo para que se consume el riesgo. Por lo que, lo primero que se debe indagar es 
sobre la madurez de los procesos de una compañía. 
En efecto, sí el proceso de estrategia falla, la reputación que se tendrá es que es una empresa 
que opera con calidad y con excelente productividad pero que no crece y por tanto el valor de la 
empresa no es deseable. Si se falla en el proceso de operaciones, la reputación de la compañía será 
que trabaja sin calidad a pesar de ser productiva, pero esto reducirá la percepción de que los 
resultados de la compañía no serán perdurables. 
Si falla la cultura, la reputación será de una compañía que no es productiva, y si está 
creciendo, significará que será de forma artificial, y eso también afectará su valor; y ni que decir 
la reputación de una compañía si se consuman los tres riesgos a la vez, esto es, si se desvían las 
expectativas que se tienen sobre los tres procesos. 
El consultor exitoso será el que tenga en grado de madurez los procesos de estrategia, 
operaciones y cultura. Para el riesgo de negligencia deberá tener maduro ese último proceso, ya 
que, conforme a las definiciones que hemos propuesto para los contratos de consultoría e 
interventoría, las empresas de este tipo venden principalmente conocimiento y solución de 
problemas, lo cual proviene de la mente de quienes hacen parte del proceso de cultura, y serán 
éstos quienes, en función de la calidad de las decisiones que tomen y la forma o actitud en la que 
operen con el cliente, evitarán desviaciones en las expectativas de éste y del dueño del negocio. 
Obviamente un proceso maduro incluirá también las características de funcionalidad, 
eficiencia y oportunidad, ya que, por ejemplo, un proceso que sea muy fiable y maduro, pero muy 
lento, no sirve.  
Por otro lado, se debe identificar la métrica de la felicidad de cada uno de los procesos, 
esto es, establecer cuando se tiene éxito en cada uno de ellos; la métrica que se decida medir es la 
métrica que se decida optimizar; en este orden, lo que se mide permite saber si se está mejorando 
o no. 
De esta manera parte de la doctrina de riesgos española, ha establecido que la métrica de 
la felicidad de la estrategia es el crecimiento con utilidad, luego toda contracción del crecimiento 




riesgos adecuada será una gestión de procesos. De acuerdo con las aseveraciones del profesor 
Álvarez (2019) un proceso se caracteriza por cuatro atributos: 
1. Funcionalidad: que el proceso haga lo que tiene que hacer, esto es, que cumpla su 
función. 
2. Eficiencia: que el proceso no sea caro, sino que sea eficiente, que se realice de la manera 
más ahorrativa posible, sin redundancias o reprocesos y sin generar pasos ni desgastes 
innecesarios.  
3. Oportunidad: un proceso puede cumplir su función y ser eficiente, pero debe hacerse 
dentro del tiempo de respuesta correcto, de tal forma que sea oportuno. 
4. Madurez. Los procesos serán maduros de acuerdo con la forma en que se llevan en la 
práctica. Así, un proceso tiene 5 grados de madurez: 
5. Ad hoc: es un proceso creado para solucionar una situación particular, que luego 
desaparece, luego hay improvisación. 
6. Departamental: es un proceso que está aparejado a una persona, a un jefe o un sujeto que 
habitualmente siempre aplica ese proceso en los distintos departamentos o proyectos en los que él 
y su gente va trabajando, pero es un proceso personalista ya que depende de que esa persona sea 
muy ordenada en ejecutar ese proceso. 
7. Estable: es un proceso que en la compañía siempre se trabaja de determinada forma, sin 
importar quien esté a cargo. 
8. Medido. Se trata de un proceso donde no solamente es estable, sino que mide, esto es, 
que trabaja bajo métricas. 





Conforme lo anterior, si el proceso no está en situación de madurez tres (3) – M3, es un 
proceso de riesgo 100%, y si el proceso influye en otros procesos, éstos también serán procesos 
totalmente riesgosos. 
Así por ejemplo, si la compañía tiene su proceso de cultura por debajo de (M3), o sea, por 
debajo de ser un proceso estable, será cuestión de tiempo que se produzca un siniestro, y por tanto 
se deberá hablar con el responsable del respectivo proceso para que sean tomadas las medidas que 
permitan madurarlo, y si éstas no se toman, el proceso debe detenerse por estar en riesgo, ya que 
está en juego la predictibilidad, y esa predictibilidad es más probable que ocurra si se logra que el 
proceso esté por lo menos en M3 (Álvarez, 2019).  
Ahora bien, cada uno de esos procesos tiene sus respectivos riesgos, es decir, aquellas 
circunstancias que hacen que se desvíe la finalidad de cada uno de ellos, y, en definitiva, desvíen 
la generación de valor.  
3.1.6. La cultura de una compañía de interventoría y su misión 
 
Esto es importante, ya que la cultura es lo que determina la forma como se toman las 
decisiones por parte de los miembros de una compañía. También es lo que hace la gente cuando 
los jefes no están, esto es, la forma como el equipo se comporta cuando el jefe no está presente ni 
mirando, la cultura la definen sus fundadores a través de su la misión de la compañía. La misión 
es lo que hace la empresa por el mundo. ¿Cuál es la misión de una empresa de interventoría? Esto 
se hace definiendo el ADN de su labor, esto es, la esencia del contrato de interventoría y por tanto, 
qué se espera de los fundadores y que espera que los empleados tengan en común (Vega & Van 
Der, 2016). 
En función de la definición que hemos hecho del contrato de interventoría, lo cual define 
el quehacer de este tipo de compañías, hace que su misión sea intervenir en sistemas para 
solucionar problemas por medio de la transferencia de conocimientos, experiencia y habilidades, 
proveyendo información y consejo que permitan crear valor al respectivo sistema. 
 
Por tanto, la cultura de la empresa, su personalidad, creencia y marca es ser un solucionador 





Por tanto, el tipo de personas que hacen esto realidad, son personas con alta capacidad de 
observación desapasionada, de observar y analizar cálculos ajenos, de discernir entre varias 
soluciones posibles, esto es de resolver problemas, de educación constante y autodidacta, capaces 
de educarse a sí mismas, de cooperar flexiblemente con otros miembros del equipo y, sobre todo, 
ser una persona diligente. 
Por tanto, los profesionales deberán ser personas que tengan y fomenten las técnicas 
necesarias para resolver los problemas, mejorar el rendimiento del sistema intervenido, teniendo 
la capacidad de discernir las causas comunes de los problemas y hallar las soluciones apropiadas. 
Para ello deben tener la capacidad de ubicarse siempre como observador de segundo orden del 
sistema que se le ha encargado, para analizar y discernir cuales son los conocimientos que el 
sistema necesita para solucionar sus problemas. Tener la capacidad para observar 
desapasionadamente a los que a su vez realizan operaciones de observación dentro del sistema.  
Ser una persona expeditiva en cuanto a los conocimientos de su área obrantes en las normas 
y saberes específicos de su arte y oficio, experiencia e ingenio, para que la información y consejo 
que de solucione problemas y disminuir brechas entre expectativas y realidades.  
 
El problema es cuando las empresas son tan grandes que se contratan líderes que pueden 
cambiar la personalidad de la empresa, generando fracturas y desmotivación en los equipos. Por 
ejemplo, si es una empresa que se caracteriza por basar sus relaciones en la confianza, en promover 
a su talento humano, el crecimiento juntos, y luego llega un CEO que tiene una cultura diferente, 
pues va a querer consciente o inconscientemente cambiar la cultura de la empresa para que se 
ajuste a su forma de ser, a su visión del mundo y como deben funcionar las cosas, y peor aun 
cuando tiene agendas ocultas. Estos cambios generan retrocesos, porque el nuevo CEO no tiene 
arraigo y traerá gente que tampoco tendrá arraigo, cambiándose por completo la cultura de la 






3.1.7. Proceso de actores 
 
Son las personas las que transmiten al cliente sus conocimientos, experiencia, habilidades 
e ingenio para que pueda solucionar problemas. Son esos atributos de los profesionales los que el 
cliente quiere. Por tanto, los profesionales son los que determinan la experiencia que el cliente 
vivirá con la compañía. Al final lo que se quiere es que el cliente, luego de tener una experiencia 
con la compañía por haber interactuado con las personas de la compañía, genere que su experiencia 
de cliente sea la mejor, y por tanto, su reputación sea mejor y por tanto la posibilidad de ser 
condenado por responsabilidad civil profesional sea cada vez más lejana. 
Son tres los clientes de una firma de consultoría: 
 
1. Supervisor: es quien día a día califica la gestión del interventor, y por tanto quien 
vive más de cerca la experiencia del cliente, debido a que está en constante contacto con el 
proyecto, y es quien, en principio, confía o no en la palabra del interventor, y por tanto es quien de 
primera mano observa su gestión. 
 
2. Representante legal de la entidad: es quien decide y firma en nombre de la entidad 
dueña del proyecto, con base en lo que el interventor le ha informado o aconsejado. 
 
3. El público en general: el beneficiado mediato de la gestión del interventor será el 
interés general, quien podrá ver la solución exitosa de problemas que afectaban su calidad de vida, 
ver la culminación exitosa de proyectos y programas para su beneficio, y que los recursos públicos 
fueron adecuadamente ejecutados gracias a la intervención, conocimientos, experiencia, 
habilidades e ingenio del interventor.   
 
Según Álvarez (2019), las empresas compiten por medio de la diferenciación en 
innovación, en experiencia del cliente o en precio. Desde la opinión que se maneja en la presente 
monografía por parte de los autores, una interventoría no compite por ser la más innovadora sino 
por medio de una buena experiencia de cliente, lo cual se logra si se provee el conocimiento 
adecuado para resolver problemas y actúa diligentemente. Tampoco puede competir por ser más 





Existen tres criterios por los cuales en toda compañía se contratan o fichan personas 
(Álvarez, 2019): en principio, por lo que la gente sabe, es decir, por los títulos y estudios que tienen 
que les permite solucionar problemas, segundo por experiencia, la cual también da las herramientas 
para solucionar problemas. La diferencia entre alguien con conocimiento y alguien con experiencia 
es que la persona con más de ésta última resuelve más rápido, y esto lo ve el cliente, ya que éste 
se da cuenta como el profesional dice las cosas que dice y como resuelve. Pero además de lo 
anterior, también se debe añadir la actitud correcta frente a lo que hay que hacer en cada caso. Las 
personas cuando no tienen la motivación suficiente no son productivas. 
De esta manera, para Álvarez (2019), las compañías de todo tipo han reconocido que en el 
proceso de cultura, no basta con desarrollar personas con competencias cognitivas y de experiencia 
para enfrentarse al mundo, ya que si el profesional se deprime, si el contexto laboral es frustrante, 
temeroso, inestable, incoherente para el profesional, éste no estará en la actitud deseable para 
mejorar la experiencia del cliente   entonces no se da todo el planteamiento estratégico si las 
personas que deben solucionar problemas están deprimidos y no funciona la estrategia, y más aún 
en una empresa de consultoría.  
La función interna de la compañía es lograr que todo el mundo esté activo y feliz, y la 
función del gestor de riesgos es gestionar el proceso de cultura para que los profesionales se 
mantengan en ese estado. Es un problema de los pensamientos de las personas, ya que los 
pensamientos llevan a las emociones y las emociones llevan a las acciones, si alguien está 
deprimido es porque ha tenido pensamientos malignos. 
La métrica de la felicidad en el proceso de operaciones es la calidad, entendida ésta como 
la disciplina de hacer siempre las cosas con una medida precisa y según los parámetros y plazos 
que se hayan establecido.  
3.1.7.1. Productividad diligente.  
Todas las personas que no están dentro del proceso de estrategia ni de operaciones, sino 




estarán en el proceso de cultura, siendo su métrica de felicidad la productividad; por tanto, el riesgo 
de cultura se dará en la desviación de la productividad buscada.  
La productividad se logra si se tienen personas en aptitud y en actitud para trabajar, al ritmo 
que se ha solicitado o que se necesita para alcanzar los resultados que la compañía está buscando 
y desde luego que cumpla con las expectativas del cliente (Álvarez, 2019). 
Para el mismo autor, el valor de una empresa también viene dado por el crecimiento y la 
productividad, luego la productividad es un gran elemento de la competitividad. Si una empresa 
genera pérdidas es porque no tiene crecimiento o porque no tiene productividad, o ninguna de las 
dos. 
Los riesgos siempre serán desviaciones sobre los objetivos propuestos en cada uno de los 
tres componentes, y en el caso del proceso de cultura será una desviación en la productividad.  
Por tanto, los riesgos de una empresa de consultoría serán principalmente el riesgo 
estratégico y el de cultura, siendo este último el que está más relacionado con el riesgo de 
negligencia del interventor; por tanto, la consumación del riesgo de negligencia generará una 
desviación en el crecimiento y productividad de la empresa, y por tanto, del valor de la misma. 
3.1.7.2. Felicidad. 
 
La métrica crítica es si esas personas que están en el proceso de actores están felices o 
infelices para poder sacar lo mejor de ellos, que tomen decisiones cada día más sensatas, lógicas 
y alineadas con lo establecido estratégicamente por la compañía. Para tener compañías felices se 
necesita crear una cultura que engendre felicidad continua, que haya una actitud constante de 
orgullo de pertenecer, y por eso el riesgo es cultura, de actitud o felicidad. 
Entonces la misión del gestor de riesgos en este tipo de compañías es ver como no se escapa 
la felicidad. En esto se concluye los retos de una empresa de consultoría para crecer y para que el 
riesgo de responsabilidad civil profesional sea cada vez más lejano, menos frecuente y se acerque 




3.1.8. Gestión de riesgos 
Donde hay procesos hay riesgos. Si hay actividad hay riesgo. Por tanto, los riesgos deben 
ser un espejo de los procesos de una compañía (Álvarez, 2019). Ese espejo de riesgos de la 
compañía debe ser gobernado por alguien dentro de ésta. 
Gestionar es planificar algo, organizarlo y controlarlo. Entonces cuando estamos hablando 
de gestión de riesgos obviamente hay que planificar, organizar y controlar esos riesgos; solo se 
podrán gestionar los riesgos en tanto se tengan métricas de cada uno de ellos. 
Para que haya gobierno sobre los tres procesos se necesita tener control sobre los mismos, 
y el desempeño de estos viene dado por un indicador llamado Key Performance Indicator (en 
adelante KPI), que muestra si los procesos van bien o mal respecto de lo que se quiere alcanzar 
con cada uno. Pero si en el mundo de riesgos solo se trabajara con los KPI, lo que ocurriría es que 
el gestor de riesgos solo se enteraría de la situación riesgosa cuando ésta se consumara; esto es, 
cuando el proceso no haya alcanzado el KPI. Entonces, el espejo del KPI, debe ser un indicador 
que permita anticiparse, lo cual se logra mediante el KRI, qué sirve de alarma que se activan antes 
de que se active el KPI, mostrándonos la tendencia de si cada proceso va bien o mal (Álvarez, 
2019).   
Así pues, en el proceso de estrategia, si la métrica de la felicidad es el crecimiento, pues 
entonces él KPI será un porcentaje de crecimiento para el respectivo año. Si la métrica de felicidad 
de operaciones es la calidad, el KPI debe ser un indicador de ésta, por ejemplo, el porcentaje de 
rechazos o no conformidades del servicio prestado (Álvarez, 2019).    
En el caso del proceso de cultura la métrica de la felicidad es productividad diligente y 
felicidad. Por tanto, el KPI será, por ejemplo, el porcentaje de trabajo atrasado, o el porcentaje de 
rotación, o el porcentaje de decisiones sin respaldo y aval técnico (Álvarez, 2019).   
Los KRI serán las alarmas. Por tanto, si el crecimiento esperado es del 3% respecto del año 
anterior, pues el KRI será el 1% en el mes seis, que dice que si no se hace algo entonces no se va 
a llegar al 3%. Y si el trabajo acumulado y no atendido supera más allá de 10 días, o la rotación 




o si se espera que de toda decisión se tome con respaldo y aval técnico necesario, pero en el mes 
se encuentra una decisión sin respaldo técnico, entonces no se va a poder llegar al KPI (Álvarez, 
2019).   
Para una empresa de consultoría cuyo riesgo principal es el de cultura, el gestor de riesgos 
deberá tener a su cargo, por lo menos, un ingeniero de procesos, un estadístico, y un psicólogo, 
contando con la autoridad y responsabilidad de verificar la madurez del proceso de cultura, para 
que esté alineado con la estrategia y el servicio que se presta.  
Gobernar significa que se tiene autoridad para hacer y decir qué se hace y qué no se hace. 
Se trata de un gobierno de riesgos cuyo problema será de velocidad de reacción para tener 
controlados los KPI y KRI, debiendo estar cerca para verlos, analizando constantemente la 
madurez de los procesos y poder actuar rápidamente para ajustarlos y lograr KPI. Entonces las 
principales variables del gobierno de los riesgos serán la velocidad y el tiempo, que muestran que 
tan rápido o lento viene una posible consumación de los riesgos, y así, actuar rápido (Álvarez, 
2019).   
3.1.9. Gestión del riesgo del proceso de actores 
En una firma de interventoría, el riesgo de negligencia que se siniestra con la declaratoria 
de responsabilidad civil profesional está ubicado en el proceso de actores, ya que su negocio se 
encuentra fundamentado en las personas que son quienes en definitiva transfieren su conocimiento, 
experiencia, habilidades e ingenio a los clientes de aquélla. Las compañías de consultoría están 
conformadas mayoritariamente por personas que deciden y no por procesos automatizados, 
máquinas o equipos.  
De esta manera, una adecuada gestión del riesgo de actores reducirá la intervención 
defensiva del área legal de la compañía, cuya función principal deberá ser únicamente servir de 
soporte a los tres procesos y atender cada vez menos litigios de responsabilidad profesional; dado 
que son riesgos consumados o en inminencia de consumarse, más aún, teniendo en cuenta el 
desgaste y los altos costos de defensa, que son cada vez más difícil de reembolsar (Sido, et al., 




3.1.9.1. Métricas del riesgo de actores. 
 
Para la doctrina española (Álvarez, 2019),  las métricas del riesgo de actores en una 
compañía son las siguientes: 
3.1.9.1.1. Trabajo pendiente por resolver. 
 
Es cuando la capacidad de entregar trabajo por parte de los profesionales está sufriendo 
muchas demoras o hay mucho trabajo atascado, productos que no salen a tiempo respecto de lo 
que los clientes están esperando. 
 
Esto podría suceder porque las personas no trabajan al ritmo que deberían trabajar, lo cual 
significa que se tienen pocos o profesionales con escasas competencias técnicas. Para eso la 
compañía debe compararse con otras compañías, y si se observa que la competencia no se atrasa 
significa que el ritmo de la gente de nuestra compañía no es el que el mercado está pidiendo 
(Álvarez, 2019).  
 
3.1.9.1.2. Rotación de personal. 
 
Medir cuánta gente rota en la compañía, ya que, toda rotación es un fracaso porque se hizo 
un esfuerzo por seleccionarlo, capacitarlo y entrenarlo. Por tanto, la rotación es un indicador 
elemental y costoso de que hay un defecto en el proceso de actores; así mismo se podrían 
determinar otro tipo de métricas como, por ejemplo, el hecho de que los empleados sean reticentes 
a participar en las actividades de la empresa (Álvarez, 2019).   
3.1.9.2. Administración del riesgo de actores 
3.1.9.2.1. Jefes adecuados. 
 
Según Álvarez (2019), el 80% de los riesgos de actitud o de cultura proviene de tener un 
jefe inadecuado. Luego lo primero que se deberá evitar es que una persona inadecuada sea jefe, 





Estos elementos hacen que la cultura sea algo medible y tangible, permitiendo tomar 
medidas para llegar a las métricas ideales de la cultura y evitar que se desvíen.  
A partir de las métricas se puede entender los riesgos. ¿Entonces como construyo cultura?  
El subordinado no desea ser despedido sino recibir promociones; se concede entonces 
particular importancia a un entorno laboral que responda a lo que se había esperado. Cuando uno 
opta por correr riesgos importantes, no estaría de más poder elegir también la tripulación y los 




 Para promover a las personas dentro de la empresa de consultoría, se debe mirar que el 
perfil de quien será el jefe sea armónico con el servicio que se quiere prestar y la cultura de la 
compañía.  
Los criterios para evaluar, premiar y promocionar a los profesionales, va a ser dado por la 
excelencia que muestren en cumplimentar las características del servicio que presta la compañía. 
Por tanto, en primer lugar, si en una empresa de consultoría y más exactamente en una de 
interventoría, el servicio que se presta es la trasferencia de conocimiento para la solución de 
problemas de los clientes, se deberán promocionar a las personas que mejor solucionen problemas 
a los clientes. En segundo lugar, como va a tener a cargo a otras personas que también solucionan 
problemas y deciden, deben tener la habilidad para potenciar al principal activo y riesgo de este 
tipo de empresas: los profesionales, haciéndolos más felices y por tanto más productivos.  
El conocimiento y la experiencia se pueden someter a métricas fácilmente regulables, pero 
la actitud, la cultura donde el factor crítico de éxito es el esfuerzo, la métrica que podemos utilizar 
son los retrasos que se presentan en la prestación del servicio. Realmente el papel de un jefe sería 
hacer fácil la labor de los subordinados, qué es aquel que diseña el trabajo de tal manera que todos 
saben lo que tienen que hacer, que cuando alguien tenga dudas de que se debe hacer tenga un jefe 
que lo resuelve, pero no que se lo resuelva puntualmente si no que le enseña a resolverlo para que 




impone el ritmo de agonía, sino aquel que saca el trabajo adelante y saca gente adelante, que 
entrena la gente de tal manera que no tiene nada que ver cómo era la gente que tomó respecto de 
la gente que deja en la empresa 3 años después; es un gran formador, pero no dando clases sino 
haciendo que la gente sienta que está creciendo (Vega & Van Der, 2016).  
El trabajo más importante de un líder de equipo es ofrecer mentoría a su equipo y hacerlo 
crecer, ofrecerle al talento humano de la empresa educación, entrenamiento y formación, por 
cuanto las empresas crecen únicamente cuando las personas crecen. Lo que hace que las acciones 
de una empresa de consultoría suban en el mercado de valores es el recurso humano, las personas 
son lo más valioso en una empresa de consultoría, por personas que generan riqueza y desarrollo. 
Porque el conocimiento para la solución de problemas lo transmiten las personas, son 
quienes piensas, no crean nada a nivel físico sino a nivel intelectual, convierten problemas en 
soluciones que la entidad puede acoger o no. Por eso se requiere el equipo de trabajo correcto que 
haga que la empresa genere un producto viable (Vega & Van Der, 2016).  
3.1.9.2.3. Coherencia y motivación. 
 
 El entorno organizativo y social en el que se encuentra a sí mismo quien toma una decisión 
determina qué consecuencias anticipará y cuales ignorará. Una de las primeras elecciones que se 
les presentan a los individuos consiste en incorporarse o no incorporarse a instituciones de 
diferentes tipos. En el siguiente nivel los individuos se dedican a la vigilancia continua de la 
maquinaria institucional que han elegido. Las grandes elecciones les llegan en forma de preguntas 
acerca de si reforzar la autoridad o subvertirla, si bloquear la acción o hacerla posible. Es aquí 
donde se ejerce la racionalidad (Douglas, 1985, p. 129). 
 
Para entender el comportamiento racional deberíamos examinar dicho proceso cotidiano 
de vigilancia, que consiste en aplicar dos clases de test de coherencia a la estructura institucional. 
Uno es el cotejo de las promesas con las prestaciones. Por ejemplo, la empresa promete que los 
puestos de trabajo son seguros, luego alguien es despedido. ¿Qué posibilidades hay que las 
garantías de seguridad de la empresa sean fiables? El otro test se aplica a los principios de 
justificación ¿Es sólida su lógica? ¿Cuáles son los principios de clasificación?, ¿Son 




por el que se guía la institución? Contratiempos, infortunios, amenazas y catástrofes provocan una 
serie de interminables desafíos y reflexión sobre la estructura de la vida institucional. No es difícil 
ve que este proceso de seguimiento establece para cada institución, y en el nivel apropiado algunas 
normas convenidas del riesgo aceptable e inaceptable. Por lo cual, el método central de 
seguimiento consiste en fijar la atención sobre los infortunios (Douglas, 1985). 
3.1.9.2.4. Desigualdad. 
 
Tocqueville veía con claridad que la igualdad es una posición incómoda, llena de 
descontento y carente de disciplina. Igualdad significa que todos se mueven juntos en la misma 
multitud en constante fluctuación, sin reconocimiento, honor o categoría social, codiciando los 
ojos pequeños premios y tomando a mal pequeñas desigualdades. De tal modo que en entornos 
donde hay un permanente estado de calma, al presentarse hasta la mínima variación o la alteración, 
esta se sentirá en gran medida, será evidente. Por eso, cuanto más iguales son las personas, tanto 
más insaciable será su anhelo de desigualdad.  Mary Douglas citando Mancu Olson en The Logic 
of Collective Action (1965) dice que, según la teoría de la elección racional, la organización 
voluntaria que no está protegida por un poder coercitivo, y/o no proporciona especiales beneficios 
selectivos a sus miembros, no conseguirá crear un bien colectivo y sufrirá graves dificultades 
organizativas. Los mercados y las jerarquías florecen gracias a la expectativa racional de sus 
miembros de que ellos obtendrán beneficios individuales selectivos. Cuanto menos disponibles 
están esos beneficios individuales selectivos, tantos más problemas de compromiso, liderazgo y 
toma de decisión encuentra la organización (p. 148).  
Según Olson, cada miembro esperará ser capaz de disfrutar de los beneficios públicos 
creados por los otros sin que nadie advierta si él aporta o no su parte. Si hay una diferencia entre 
grandes y pequeños depositarios de una apuesta estos últimos tenderán a chantajear a los primeros, 
amenazando con retirarse y consiguiendo así un poder de veto paralizador sobre todo el grupo. Se 
frustra el liderazgo; las interminables negociaciones bloquean las decisiones de comités 







Las personas que se deben fichar serán las personas que se ajusten a las características del 
producto, que sea alineada con lo que se ha propuesto en la oferta de valor, y eso es lo que dará el 
perfil de la gente que busco en cuanto a la actitud, y con base en eso se fijan premios y se 
promocionan o hacen jefes a los que son excelentes en esta lógica del tipo de producto de oferta 
de valor que se acomode al perfil que buscado.  
 
Si las personas están felices y en su mejor voluntad y posición y actitud para tomar 
decisiones, se aumenta la productividad y se da mejor experiencia al cliente; y esto se tiene que 
volver cuantificable, medible, o si no se estará en incertidumbre en este componente esencial de 
una métrica crítica cómo es la productividad. 
Es un error delegar el reclutamiento en recursos humanos o en un head hunter. En efecto, 
suele suceder que si la compañía requiere un empleado, el respectivo líder solicita, por ejemplo 
“necesito un gerente de proyecto que sepa de estructuras” y que ojalá se tenga para mañana y 
además debe ser el mejor.  El error radica en que las áreas de Recursos Humanos o los Head 
Hunters saben de psicología, sociología, derecho laboral, pero no saben de ingeniería, y en el caso 
de los Head Hunters no conocen ni siquiera la cultura de la empresa, por lo que éstos, a la hora de 
reclutar le dan un peso muy grande a cualidades que al final no interesan o no sirven para la 
compañía.  
Por tanto, el primer paso es cambiar la forma de reclutar, en vez de que sea Recursos 
Humanos o un Head Hunter, deberían ser los líderes de equipo quienes deben encabezar el 
reclutamiento del respectivo perfil. Haciendo una entrevista técnica para que luego los fundadores 
o directivos realicen una última entrevista para ver si es la persona correcta a nivel de los valores 
de la empresa y luego sí pasarlo a RH para realizarle el “on boarding” (Vega & Van Der, 2016). 
El otro problema es que se busca el personal para que encajen en lo que quiere el líder de 
turno, para que las personas se parezcan a él y su forma de ver el mundo o cultura, y no que encajen 
en la cultura de la compañía, lo cual trae problemas, incluso, de temas de género.  
El líder de equipo ve un grupo de personas y luego busca a personas que se parezcan, el 




cuenta que la diversidad que se necesita para abordar problemas (Vega & Van Der, 2016). En 
consecuencia, la compañía no será un entorno de tolerancia con la diversidad, si no de celebración 
de la diversidad.  
Por tanto, al momento de reclutar se debe buscar personas que tengan valores comunes con 
la compañía que, en el caso de la naturaleza y esencia de la interventoría explicada en este 
documento, deberían ser: 
1. Personas que nunca paren de aprender. Estudiantes de por vida. Por lo cual una de las 
preguntas debería ser ¿Qué es lo último que aprendiste en el último año? 
2. Personas que puedan brindar soluciones rápidas, coherentes e ingeniosas de manera 
rápida. 
3. Personas diligentes (Vega & Van Der, 2016). 
3.1.9.2.6. Remuneración. 
Según un sector de la doctrina española (Álvarez, 2019), se debe pagar a los profesionales 
lo que paga el mercado, ni más ni menos, no hay que especular con las remuneraciones ya que el 
profesional se da cuenta si le están pagando menos al día siguiente de estar contratado entonces, 
la sensación que hay que dar en el mercado laboral es que es el mejor sitio donde se paga es aquel 
que paga lo que establezca el mercado; pero además, un lugar donde el profesional puede aprender 
más deprisa, lo cual significa que el trabajador puede ganar valor real con el paso del tiempo, toda 
vez que tendrá jefes que le van a ayudar a crecer rápidamente; desde esta óptica, debe dar la idea 
de que se trata de un entorno de trabajo donde se puede aprender deprisa.   
Las competencias necesarias de lo que la empresa de consultoría puede hacer depende del 
tipo de gente que tenga, porque las maquinarias y computadores y software se pueden comprar y 
copiar, pero lo que no se puede improvisar es en tener buena gente, que en cultura sabe cómo 
actuar dependiendo las circunstancias para solucionar problemas. 
3.1.9.2.7. Tejer red del sentido. 
Siguiendo los planteamientos de Yuval Noah Harari (2016), uno de los aspectos que 




base en la comunicación entre un grupo de personas. Así, por ejemplo, el dinero no tiene valor 
objetivo, ya que los billetes no se pueden comer, beber ni vestir, pero mientras millones de 
personas crean en su valor, se puede utilizar para comprar comida, bebida y ropa; pero si a pesar 
de la existencia objetiva del billete todo el mundo se negara a recibirlo entonces perderá su valor; 
es de anotar que lo mismo ocurre con leyes y creencias de todo tipo.  
En la misma forma ocurre con los valores de las culturas los cuales existen solamente en 
la imaginación de las personas y son las que le dan sentido a sus vidas, por lo que la vida de la 
mayoría de las personas tiene sentido únicamente dentro de la red de historias que se cuentan las 
unas a las otras, que adquieren sentido porque las personas referentes en su vida comparten también 
esa misma opinión. Esta red permite que los humanos organicen cruzadas, revoluciones sociales y 
movimientos por los derechos humanos. 
Conforme los planteamientos de Luhmann (1991), al ser la empresa un sistema, la gente 
que lo habita, refuerza constantemente las creencias del otro y en el otro, en un bucle que se 
perpetúa autopoiéticamente así mismo. Cada confirmación mutua estrecha aún más la red de 
sentido, hasta que no hay más opción que creer lo que todos los demás creen. 
En este escenario, el empresario debe ser capaz de tejer una red de sentido en el que los 
profesionales crean en ella con todo su corazón, una red principios, leyes, fuerzas, instituciones y 
lugares que existen puramente en su imaginación común. Esto se logra mediante la habilidad del 
lenguaje por el cual se crean realidades completamente nuevas al margen del mundo objetivo; de 
tal suerte que los relatos hacen las veces de cimientos y pilares de las sociedades humanas  (Harari, 
2016). 
Esas historias que crean la cultura de la compañía pueden superar la presencia real de los 
fundadores, cuando la empresa se vuelve una marca, y entonces, así los fundadores ya no estén, la 
empresa tiene vida propia y se comporta igual, y quien entra a la empresa interioriza las creencias, 
relatos y cultura de la empresa, y se empieza a comportar en armonía con ellos (Harari, 2016).  
Los relatos que deben primar en una empresa de consultoría serán aquellos, en primer 
lugar, con aquellas características, creencias, mitos, imaginarios armónicamente relacionados con 




importancia del deber de diligencia profesional y en tercer lugar, creencias sobre la felicidad, 
desarrollo y valorización de los profesionales que trabajan en la compañía, demostrados a través 
de la superación por parte de la empresa del test de coherencia que el empleado hace, como ya se 
expuso.  
Con todo, el empresario interventor debe tener claro la importancia del conocimiento. 
Siguiente a Harari (2016), hay que tener en cuenta que en el mundo existen tres tipos de recursos: 
materias primas, energía y conocimiento. Las materias primas y la energía pueden agotarse, ya 
que, cuanto más se usan menos disponible hay, mientras que, lo inverso sucede con el 
conocimiento, ya que es un recurso en aumento: cuanto más se usa, más se tiene. 
3.2. Gestión defensiva del riesgo  
 
Las características medibles del riesgo pueden usarse en la evaluación y la toma de 
decisiones, para definir que hace y como administra los recursos, estableciendo con cuanto riesgo 
convivirá día a día gracias al buen manejo de los procesos de la compañía, determinar colchones 
o trasladar a otros el impacto. A manera de ejemplo, sin la pretensión de proponer una modelación 
estadística, lo cual no es objeto de este estudio cualitativo, se puede decidir que la compañía puede 
absorber anualmente, pagos por pérdidas de hasta US$25,000. Si la pérdida va más allá de los 
US$25,000 crea una amenaza para la estabilidad financiera de la empresa, ese riesgo, según 
Álvarez (2019) puede gestionarse mediante el despliegue de técnicas de control de pérdidas como: 
1. La selección del mercado, esto es, definir donde jugar y donde no. 
2. La selección del cliente. 
3. El lenguaje por utilizar en el contrato, para lo cual se debe contar con el adecuado 
asesoramiento legal, tributario y contable. 
El uso de datos estadísticos históricos sobre la frecuencia, gravedad, velocidad, criticidad, 
puede ser útil para enfocar los esfuerzos de la empresa en el uso del “riscómetro” (Álvarez, 2019) 
que son las tres opciones para tratar con un riesgo puro: apetito por el riesgo, auto aseguramiento, 




Todos los riesgos de una compañía se pueden gestionar con base en el “riscómetro”, el cual 
da la capacidad de clasificar los riesgos que necesitan tener una póliza (transferencia), los que se 
puede manejar con auto seguro gracias a las prácticas de la compañía que hacen que no se necesite 
acudir al mercado de seguros para cubrir un evento (auto aseguramiento), y de resto lo que no está 
en auto seguro o en seguro está en apetito qué son los riesgos que una compañía asume (apetito 
por el riesgo) (Álvarez, 2019). El dilema será tener la suficiente inteligencia del riesgo para saber 
cuál utilizar, lo cual dependerá de la cultura de la compañía, para determinar cómo optimizar el 
apetito y utilizar menos seguros o fondos. 
Cuando la probabilidad de un evento no deseado (disputa, reclamo o pérdida) es muy 
pequeña o las consecuencias no son mucho más que un inconveniente (baja frecuencia / baja 
gravedad), puede que no sea rentable gastar recursos, sino que implique el ajuste o reinicio de 
procesos. En contraste, puede valer la pena gastar recursos considerables evitando eventos 
catastróficos (baja frecuencia / alta severidad) con menos consideración por la probabilidad, 
aunque la probabilidad no puede ser totalmente ignorado (Sido, et al., 2019).  
Se deben analizar que hechos que pudieran ser precipitadores de reclamaciones, estos son, 
eventos o circunstancias que aumentan la probabilidad de reclamos de responsabilidad profesional. 
La sensibilidad a estos precipitadores y catalizadores puede ser útil en la gestión eficaz del riesgo 
de la firma de interventoría. 
Puede suceder que los reclamos de responsabilidad profesional contra profesionales de la 
interventoría sean simplemente una forma para demorar o resistir el pago de alguna cifra (Sido, et 
al., 2019), que se le deba al interventor; en tales casos, el interventor se vería abocado a incurrir 
en costos de defender una demanda por negligencia que desincentiva el cobro de cualquier cifra a 
su favor.  
3.2.1. Componentes del riesgo puro 
La administración del riesgo puro implica tres componentes clave: 1) análisis del riesgo, 
2) respuesta al riesgo y 3) control del riesgo. Cada uno de estos pasos se describe a continuación: 
3.2.1.1. Análisis del riesgo 





3.2.1.1.1. Fuentes de riesgo 
 
En teoría, las fuentes de riesgo en cualquier proyecto son prácticamente infinitas; sin 
embargo, en realidad, basado en parte en la frecuencia y la gravedad, el número de fuentes de 
riesgo estadísticamente significativas, el lugar del proyecto, el cronograma y el presupuesto; el 
perfil político de la comunidad; las leyes y regulaciones aplicables al proyecto, así como el tipo de 
proyecto. Ciertos proyectos tienen una mayor frecuencia de reclamos o mayor severidad que otros 
proyectos. Por ejemplo, los proyectos de condominios son particularmente problemáticos y deben 
verse desde una perspectiva de gestión de riesgos más de cerca que otros tipos de proyectos (Sido, 
et al., 2019). 
En el caso de Hidroituango se observa que la fuente de riesgo en contra del interventor fue 
la llamada “ingeniería del desespero” en la ejecución del “Plan de Aceleración” para cumplir el 
cronograma de la CREG, y el silencio que guardó sobre el distanciamiento de los diseños originales 
y el adelantamiento de las obras del GAD, que nunca estuvo en los diseños originales, sin licencia 
ambiental. Ese tipo de riesgo no es común que aparezca en las matrices de riesgos de los proyectos, 
y tampoco aparecía en la matriz de riesgo de los interventores que el mismo EPM como contratista 
había contratado para que le hicieran interventoría, y sin embargo hoy tiene expuestas a las firmas 
interventoras a ser declaradas responsables profesionalmente por los grandes sobrecostos y 
perjuicios causados (Contraloría General de la República, 2019).  
Igualmente, la oportunidad o Kairós se convirtió en otra fuente de riesgo para la 
interventoría para dar consejo o información, ya que dejó una certificación que ratifica que la obra 
Hidroituango estaba por fuera de Control de los Constructores y amenazaba con tragedias, es decir, 
cuando todo estaba consumado y era solo cuestión de tiempo para que ocurriera lo que ocurrió el 
9 de mayo cuando se da un flujo de agua no controlado por el túnel derecho, se produce un 
derrumbe en la entrada de los túneles derecho e izquierdo, siendo evidente que no tenían control 





3.2.1.1.2. Medición y cuantificación del riesgo 
El manejo de cualquier recurso, actividad o problema depende de la capacidad de 
cuantificar y medir. La cuantificación y medición del riesgo tradicionalmente comienza con las 
dos características básicas: frecuencia e impacto. Es decir, en solo dos dimensiones que es lo que 
ha definido el mapa de riesgos. Sin embargo, debe entenderse que el análisis del riesgo debe 
hacerse de manera multidimensional, o por lo menos tridimensional que es el máximo de 
dimensiones que el cerebro humano puede procesar. De esta manera, por ejemplo, se debe verificar 
cuando menos la velocidad a la que viene el riesgo. Luego la administración de riesgos tiene que 
aceptar una tercera dimensión que es la velocidad de maduración del riesgo; esto es, a qué 
velocidad se está acercando el evento que va a generar responsabilidad civil profesional. Pero 
puede haber más dimensiones, como lo es el tiempo de recuperación, criticidad, y hacer el mapa 
de riesgos por lo menos tridimensional del riesgo; en todo caso, se debe hacer un análisis de riesgo 
multidimensional y por tanto solamente frecuencia por impacto no sirve.   
Un administrador de riesgos centrado en la responsabilidad profesional puede querer saber 
la cantidad de disputas o reclamos o pagos por pérdida por año, o por determinado periodo, pero 
también la velocidad a la que las instituciones jurídicas de un país como Colombia, pueden 
concretar dicho riesgo, y así establecer planes de acción con base en los tiempos de este; dado que 
particularmente, será diferente si los asuntos deben ventilarse ante un tribunal de arbitramento o 
ante la justicia ordinaria, donde pueden pasar más de 12 años para que un juez decida, dependiendo 
la complejidad del asunto y la jurisdicción territorial donde se impulse. 
Por último, se debe analizar cuántos problemas o disputas hubo, incluso si la suerte o la 
gestión hábil impidieron que se conviertan en pérdidas, cuántos ocurren por año, o cuánto se comen 
de recursos en promedio de un contrato. 
3.2.1.1.2.1. Frecuencia 
 
Las mediciones de frecuencia se vuelven útiles en la gestión de riesgos cuando el 
rendimiento pasado se proyecta hacia el futuro de manera racional, para poder conocer la 




El proceso podría implicar contar el número de eventos, disputas para cada proyecto que 
una empresa emprende. Si se examina una muestra suficiente de proyectos, es posible predecir 
estadísticamente el número de disputas para un proyecto futuro similar. De acuerdo con las teorías 
de probabilidad y estadística, cuanto mayor sea la muestra de proyectos similares, más precisa será 
la predicción de disputas en el futuro (Sido, et al., 2019).  
Se pueden incorporar variables que separen los eventos en accidentes, reclamaciones, 
litigios, etc., y luego subdividirlos por "circunstancias similares". Las variables pueden incluir 
(Sido, et al., 2019): 
1. Ubicación geográfica. 
2. Magnitud de los proyectos (medido por el número de metros cuadrados del proyecto, el 
valor del contrato de interventoría o el valor del contrato intervenido). 
3. La especialidad o especialidades de ingeniería involucradas. (Edificaciones, ambiental, 
energía, etc.). 
4. Si el proyecto es público o privado. 
5. La condición de la economía general o la industria de la construcción en el momento del 
diseño y la construcción. 
6. Otras categorías significativas. 
Un administrador de riesgos, actuario o asegurador podría recopilar datos sobre errores, 
disputas y pérdidas de responsabilidad bajo numerosas circunstancias definidas y aplicar técnicas 
de probabilidad y estadísticas para proyectar la probabilidad de varios escenarios de pérdida.  
3.2.1.1.2.2. Gravedad 
 
Se debe contemplar la magnitud de las consecuencias de un evento de pérdida o reclamo, 
reclamo o litigio, derivados de un error u omisión negligente en los servicios de tal forma que la 
ubicación y el tipo de proyecto pueden ser un factor de gravedad. En mencionado contexto, los 
servicios de interventoría en redes de energía pueden tener una frecuencia relativamente baja, pero 




por lo cual se logra vislumbrar el alto costo que acarreará el tratar de remediar el error en toda una 
línea de transmisión eléctrica o un informe erróneo avalado por la interventoría.  
3.2.2. Respuesta al riesgo 
Una vez que se ha identificado una fuente de riesgo y se ha analizado una evaluación de la 
probabilidad y la gravedad del evento, el siguiente paso requiere un análisis de cómo responder al 
riesgo. 
3.2.2.1. Evitar el riesgo. 
 
Una opción para responder a un riesgo puro identificado es evitarlo; desde esta perspectiva, 
la decisión puede ser no participar en el proceso de selección para la escogencia del interventor 
del proyecto, así se cumpla con lo exigido en los pliegos de condiciones, lo cual es una decisión 
muy difícil de tomar; aunque otra forma es evitar los clientes riesgosos, como, por ejemplo, 
entidades públicas con alta reputación de corrupción.  
Igualmente, puede ser que se cumpla con las condiciones de los pliegos, pero las 
características del proyecto pueden estar suficientemente fuera de la experiencia de la empresa, 
como para considerar que el riesgo es demasiado impredecible o que la naturaleza y el alto perfil 
del proyecto o del cliente podrían ser tales que, si las cosas salen mal, las reputaciones podrían 
verse empañadas. 
No es realista pensar que es posible evitar todo riesgo; sin embargo, los profesionales de 
interventoría pueden ser prudentes sobre el riesgo que retienen. Con frecuencia, el primer paso es 
limitar y definir las obligaciones del contrato para que sean lo más claras posible; luego, evaluar 
las habilidades o experiencia particulares del personal disponible para servir el proyecto; así 
mismo, en caso de ser necesario, considerar reclutar personal o agregar un consultor al equipo; 
también, dividir el proyecto en piezas más pequeñas y manejables; y finalmente, establecer 
procedimientos de gestión de calidad adecuados a las necesidades específicas del proyecto (Sido, 




3.2.2.2. Gestión del riesgo puro “Riscómetro”. 
Todos los riesgos de una compañía se pueden gestionar con base en el “riscómetro” 
(Álvarez, 2019): apetito,  auto-aseguro y traslado de la siguiente manera: 
3.2.2.2.1. Apetito. 
El apetito es convivir con el riesgo sin trasladar a aseguradoras el efecto de su consumación 
ni auto asegurarlo con fondos de la compañía, luego el apetito vale cero pesos; de tal suerte que el 
ideal utópico sería tener todos los riesgos en apetito, porque así significaría que los procesos están 
tan maduros que el mismo individuo puede hacer un manejo optimo del riesgo. El apetito no cuesta 
nada el apetito cuesta $0, entonces el gerente de riesgo su misión es maximizar el apetito, es decir, 
que la empresa se gaste lo menos posible tanto en pólizas como en fondos internos, porque no hay 
mejor retorno que no gastarse nada.  
En la realidad, la misión del gestor de riesgos es determinar hasta donde puede llevar el 
apetito para no ser temerario, determinando qué parte se llevan a pólizas y qué parte se llevan auto 
seguro y con qué parte convivo a través de la maduración de procesos. El gestor de riesgos debe 
saber jugar con estas tres dimensiones. Entre más maduros son los procesos significa mejor 
garantía de que van a funcionar, y por tanto, cada vez necesita menos aseguramiento. 
En EUA (Sido, et al., 2019) algunos profesionales practican sin seguro de responsabilidad 
profesional, estos creen que la probabilidad de recibir reclamos disminuye si no hay seguro; sin 
embargo, otros profesionales que han pasado por un litigio sin seguro pudieron haberse arrepentido 
(después de noches de insomnio y problemas aparentemente interminables que les quitan su 
capacidad de ganarse la vida). Esencialmente, la decisión de quedarse desnudo tiene que ver con 
los activos que esté interesado en proteger el profesional, pero quizás ese profesional adivine que 
probablemente no será el único demandado ante cualquier controversia, y en ese caso, el 
demandante tenderá a perseguir a los otros demandados con bolsillos y seguros más poderosos. 
3.2.2.2.2. Auto-seguro. 
 
Será una buena decisión quedarse con el auto seguro en tanto se logre más eficiencia, y lo 




como si el auto-seguro fueran los bomberos propios qué salen más baratos que los bomberos 
municipales, y eso lo logra maximizando el apetito, y más aún cuando los procesos tienen la 
madurez suficiente para que dé garantías de que el proceso se puede auto asegurar.  
En EUA un paso más allá del auto-seguro es el grupo de gestión de riesgos, un grupo de 
empresas similares puede reunirse y agrupar sus recursos y riesgos para realizar las funciones de 
evaluación de riesgos, gestión de fondos y reclamos de manera más eficiente que una aseguradora; 
algunas de las mismas consideraciones que se aplican al auto-seguro pueden ser aplicables a los 
grupos de gestión de riesgos con los problemas adicionales de tener que lidiar con los intereses en 
competencia de las empresas en el grupo. 
Con base en lo expuesto, el riscómetro le indicará al gestor de riesgos como moverse entre 
apetito, auto-seguro y aseguramiento. Una vez que se han identificado las fuentes probables de 
riesgo puro, y un análisis multidimensional del riesgo dado, deben evaluarse los siguientes 
aspectos: 
3.2.2.2.2.1. Trasferencia del riesgo mediante seguro. 
 
Otra opción disponible para la gestión del riesgo es transferir el riesgo, total o parcialmente, 
a otra parte. En general, el riesgo se transfiere a través de un seguro o contrato. 
El seguro existe para permitir que ciertas categorías de riesgo se transfieran al asegurador, 
de modo tal que,  el seguro transfiere el riesgo de pérdida del asegurado al asegurador a cambio 
del pago de una prima, y en consecuencia, una de las principales tareas del administrador de riesgos 
es encontrar el equilibrio correcto entre retener el riesgo internamente y transferirlo bajo las pólizas 
de seguro. Por su parte, las aseguradoras acuerdan pagar los daños que resulten de tipos específicos 
de acciones o fallas en la acción del asegurado a cambio del pago de unas primas; de ahí que los 
consultores pueden cubrirse mediante dos tipos básicos de pólizas de seguro de responsabilidad 
profesional:  
1. Pólizas de responsabilidad civil profesional: son hechas para uno o varios años y cubren 
todos los proyectos en los que una empresa asegurada presta servicios durante el plazo de la póliza. 
Este tipo de pólizas brindan protección financiera para cubrir los gastos para la defensa de acciones 




demás personal que integra la firma, frente a los reclamos por las pérdidas económicas derivadas 
de los servicios que se presten.  
Con base en lo anterior se puede llegar a afirmar que, el amparo ofrecido por la póliza de 
seguro cobija a todos los Arquitectos e Ingenieros que integran actualmente la Firma, y así mismo, 
a aquellos que se incorporen en el transcurso de la vigencia de la póliza; e incluso, se puede 
extender el amparo a los Subcontratistas Especialistas (proyectistas, diseñadores, consultores, 
etc.), filiales adquiridas o creadas, y gastos de Restitución de Imagen. 
2. Garantías de proyectos: Cubren un proyecto específico. Por lo general, cubren a todo el 
equipo de consultoría de los servicios realizados en el proyecto en particular; estos tienen un 
período definido de cobertura, así como un período definido durante el cual la presunta negligencia 
de cualquiera de las empresas o individuos asegurados puede ser reportada al asegurador; tales 
como las garantías expuestas en la sección 3 del Decreto 1082 de 2015 que establece los Riesgos 
que deben cubrir las garantías en la contratación, tales como: la garantía única de cumplimento30, 
la de responsabilidad civil extracontractual31, las cuales pueden ampararse mediante Contrato de 
                                                          
30 Artículo 2.2.1.2.3.1.7. Garantía de cumplimiento. La garantía de cumplimiento del contrato debe cubrir:  
1. Buen manejo y correcta inversión del anticipo. Este amparo cubre los perjuicios sufridos por la Entidad Estatal con ocasión de: 
(i) la no inversión del anticipo; (ii) el uso indebido del anticipo; y (iii) la apropiación indebida de los recursos recibidos en calidad 
de anticipo.   
2. Devolución del pago anticipado. Este amparo cubre los perjuicios sufridos por la Entidad Estatal por la no devolución total o 
parcial del dinero entregado al contratista a título de pago anticipado, cuando a ello hubiere lugar.   
3. Cumplimiento del contrato. Este amparo cubre a la Entidad Estatal de los perjuicios derivados de:   
3.1. El incumplimiento total o parcial del contrato, cuando el incumplimiento es imputable al contratista;   
3.2. El cumplimiento tardío o defectuoso del contrato, cuando el incumplimiento es imputable al contratista;   
3.3. Los daños imputables al contratista por entregas parciales de la obra, cuando el contrato no prevé entregas parciales; y   
3.4. El pago del valor de las multas y de la cláusula penal pecuniaria.  
 4. Pago de salarios, prestaciones sociales legales e indemnizaciones laborales. Este amparo debe cubrir a la Entidad Estatal de los 
perjuicios ocasionados por el incumplimiento de las obligaciones laborales del contratista derivadas de la contratación del personal 
utilizado en el territorio nacional para la ejecución del contrato amparado.  
La Entidad Estatal no debe exigir una garantía para cubrir este Riesgo en los contratos que se ejecuten fuera del territorio nacional 
con personal contratado bajo un régimen jurídico distinto al colombiano.  
5. Estabilidad y calidad de la obra. Este amparo cubre a la Entidad Estatal de los perjuicios ocasionados por cualquier tipo de daño 
o deterioro, imputable al contratista, sufrido por la obra entregada a satisfacción.  
6. Calidad del servicio. Este amparo cubre a la Entidad Estatal por los perjuicios derivados de la deficiente calidad del servicio 
prestado.  
7. Calidad y correcto funcionamiento de los bienes. Este amparo debe cubrir la calidad y el correcto funcionamiento de los bienes 
que recibe la Entidad Estatal en cumplimiento de un contrato.  
8. Los demás incumplimientos de obligaciones que la Entidad Estatal considere deben ser amparados de manera proporcional y 
acorde a la naturaleza del contrato.  
31 Artículo 2.2.1.2.3.1.8. Cubrimiento de la responsabilidad civil extracontractual. La Entidad Estatal debe exigir en los contratos 
de obra, y en aquellos en que por su objeto o naturaleza lo considere necesario con ocasión de los Riesgos del contrato, el 
otorgamiento de una póliza de responsabilidad civil extracontractual que la proteja de eventuales reclamaciones de terceros 
derivadas de la responsabilidad extracontractual que surja de las actuaciones, hechos u omisiones de su contratista.   
La Entidad Estatal debe exigir que la póliza de responsabilidad extracontractual cubra también los perjuicios ocasionados por 




seguro contenido en una póliza, Patrimonio autónomo o Garantía Bancaria, conforme el artículo 
2.2.1.2.3.1.2.   
Se debe advertir que el seguro no debe ser percibido como una solución mágica para la 
gestión de todos los riesgos, dado que a pesar de que un reclamo puede estar cubierto por un seguro 
de responsabilidad profesional, habrá una parte del daño que no alcance a quedar cubierto por el 
seguro; por ejemplo, el interventor no puede recuperar el tiempo perdido y el esfuerzo involucrado 
en la defensa de un reclamo, o el deducible del seguro; y finalmente, un historial de reclamos 
adverso puede resultar en un aumento de la prima y, en algunos casos, no asegurable. 
Lógicamente una empresa de consultoría con un seguro de responsabilidad profesional será 
una opción más atractiva para un cliente que una que demuestre no estar cubierta; y de igual forma,  
la firma de consultoría con seguro de responsabilidad profesional se considera más 
profesionalmente responsable y digna de confianza.  
Algunos corredores de seguros ponen a disposición las empresas aseguradas servicios 
profesionales de gestión de riesgos y reclamaciones, lo cual es muy conveniente, dado que abordar 
los reclamos de responsabilidad profesional de consultores puede ser un asunto complejo y 
desgastante. La experiencia en esta área, así como en otras que la firma de diseño utiliza (contable, 
legal, etc.) vale la pena. 
La empresa de consultoría sin experiencia en reclamos podría encontrarse en una posición 
difícil con respecto a encontrar y retener un abogado defensor adecuado, soportar directamente 
todo el litigio hasta su conclusión; así como, evaluando los pros, los contras y los riesgos del juicio, 
y muchos otros aspectos relacionados con un reclamo por negligencia. 
En cambio, es probable que el departamento de reclamos de la compañía de seguros de 
responsabilidad profesional se enfrente a cientos o miles de situaciones similares; tiene contactos 
con muchos abogados de defensa de responsabilidad profesional con experiencia y competencia; 
tiene sistemas y procedimientos para evaluar reclamos y tomar la estrategia y las decisiones 
tácticas necesarias; y está en una mejor posición para evaluar la probabilidad de éxito o fracaso en 
el juicio. Por supuesto, dicha experiencia no se traduce en resultados perfectos o en tasas de éxito 
                                                          
omisiones de los subcontratistas autorizados o en su defecto, que acredite que el subcontratista cuenta con un seguro propio con el 




del 100 por ciento. Sin embargo, las probabilidades mejoran cuando se inyecta experiencia en el 
proceso de gestión de reclamos. 
Generalmente se requiere que la compañía de seguros defienda toda clase de reclamos en 
contra del asegurado; en este sentido, el asegurador acepta proporcionar la defensa, pero lo hace 
sujeto a la condición de que si finalmente se determina que la responsabilidad surge de acusaciones 
no cubiertas o resulta en la adjudicación de daños no cubiertos, la compañía de seguros se reserva 
el derecho de negarse a reembolsar la pérdida. 
Las pólizas de seguro de responsabilidad civil excluyen de la cobertura ciertos tipos de 
reclamos; por ejemplo, la responsabilidad por actos intencionales deshonestos o dolosos no se 
encontrará cubierta.  
Otras características clave del seguro son los límites de la póliza y los deducibles. Los 
límites de la póliza ponen un límite al monto máximo que pagará la compañía de seguros en caso 
de pérdida, de este modo, dependiendo de la póliza, los límites pueden incluir o excluir los costos 
de defensa.  
Hasta este punto se han cubierto algunos aspectos generales del seguro de responsabilidad 
profesional de interés para el interventor; sin embargo, dado que existe una variabilidad en las 
coberturas disponibles, es imposible ser más específico; dejando igualmente de presente que la 
intención es crear conciencia y proporcionar información suficiente para dirigir las preguntas 
apropiadas al asegurador. 
Así por ejemplo, la Aseguradora Chubb, tiene en su clausulado general para la póliza de 
seguro de responsabilidad civil extracontractual para proyectos de la Agencia Nacional De 
Infraestructura ANI (Seguros Mundial, 2014) estableciendo como deducible: 
(…) aquella suma fija o porcentaje que se sustrae del monto de cada pérdida indemnizable 
sufrida por el asegurado, incluyendo los gastos de defensa, y que indefectiblemente queda 
a cargo del asegurado; nota de conformidad con lo establecido en el artículo 2.2.1.3.3.2.10 
del decreto 1082 de 2015, solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo de 
diez por ciento (10%) del valor de cada pérdida sin que en ningún caso puedan ser 
superiores a dos mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (2.000 smmlv) (Luego 




pérdida y en ningún caso superior a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (smmlv) (p. 10). 
Ahora bien, es preciso indicar que la selección de una compañía de seguros debe tener en 
cuenta otras consideraciones además del costo puro; y es así como aquellos con experiencia previa 
en reclamaciones pueden estar más en sintonía con estos que aquellos sin experiencia previa en 
reclamaciones; así las cosas, las consideraciones pueden incluir la fortaleza financiera de la 
aseguradora, la experiencia y reputación del servicio de reclamos y los servicios y recursos de 
gestión de riesgos disponibles para el asegurado. 
Finalmente, la aseguradora que realiza un pago por un reclamo, generalmente se reserva 
sus derechos para buscar la recuperación del pago hacia las demás partes que también hayan sido 
responsables. 
3.2.2.3. Asignación en el contrato de interventoría. 
 
Los contratos son otro vehículo para la transferencia o asignación de riesgos, en este 
sentido, cualquier riesgo dado debe ser asumido por la parte mejor capacitada para controlar las 
circunstancias que crean el riesgo y tomar las medidas respectivas; por el contrario, no se debe 
asignar responsabilidades a la parte que no tenga el control sobre el riesgo.  
Así las cosas, siempre que las disposiciones de un contrato intenten asignar riesgos a un 
profesional, deben proporcionar el poder o la autoridad para gestionar el riesgo. Como regla 
general, un contrato debe: primero, asignar riesgos a la parte en la mejor posición para administrar 
ese riesgo; segundo, otorgar tanto la responsabilidad como la autoridad para gestionar el riesgo; y 
tercero, asignar una responsabilidad a una sola parte. Lo anterior, fortalece la postura que indica 
que si una parte tiene el poder y la autoridad para llevar a cabo sus deberes, tiene la mejor 
oportunidad de minimizar el riesgo asociado con esos deberes.  
En EUA, la sabiduría sustancial de todas las lecciones aprendidas en variados procesos de 
infraestructura se ha condensado en contratos estándar disponibles a través del Instituto Americano 
de Arquitectos (en adelante AIA), el cual representa muchos años de experiencia de análisis legal 





También en EUA las sociedades profesionales han desarrollado procedimientos de 
consultoría estandarizados y prácticas aceptadas para una amplia variedad de actividades 
profesionales; en forma similar, el Instituto Americano de Arquitectos (en adelante AIA), la 
Sociedad Americana de Ingenieros Civiles ( en adelante ASCE), el Centro de Ingeniería Unido, la 
Sociedad Nacional de Ingenieros Profesionales (en adelante NSPE), la Sociedad Americana de 
Ingenieros Mecánicos (en adelante ASME) y otros, publican materiales relacionados con cada 
aspecto de práctica profesional (Sido, et al., 2019). 
Del mismo modo lo han hecho algunas agencias estatales, las cuales han publicado 
estándares de desempeño que también pueden usarse para medir el estándar de atención de un 
profesional de diseño (Ohio Misc., 2007); finalmente, algunas jurisdicciones tienen estatutos que 
preservan la responsabilidad individual de un profesional, a pesar de que los servicios fueron 
prestados por el profesional como miembro de una corporación, sociedad o asociación (Sido, et 
al., 2019). 
3.2.2.3.1. Ilustración contrato interventoría red férrea del pacífico. 
 
En las matrices de riesgos de los contratos de interventoría a redes férreas, y más 
específicamente a la red férrea del pacífico32, se identifica como riesgo operacional los sobrecostos 
en la verificación, seguimiento y debida diligencia del interventor, cuya consecuencia serían 
mayores costos del contrato de interventoría, los cuales están asignados al contratista a causa de la 
falta de desarrollo o demora en la ejecución del contrato, asignándolo plenamente al interventor, 
con una probabilidad de 2, impacto de 3 y categorizándolo como riesgo medio. 
3.2.3. Gestión de riesgos después del recibo de una reclamación de responsabilidad 
profesional 
 
Las reclamaciones prosperan cuando los objetivos de la gestión de riesgos se focalizan en 
limitar la pérdida, por ejemplo, enviando un aviso del reclamo a la compañía de seguros dentro del 
período de aviso identificado en la póliza (Sido, et al., 2019). 
                                                          
32 Interventoría integral que incluye, pero no se limita a la interventoría Técnica, Económica, Contable, Jurídica, Judicial, 
Administrativa, Operativa, Medio Ambiental, Social y Socio Predial del Contrato de Concesión No. 09 CONP – 98 de 1998, 




De esta manera, una pregunta clave es si se debería optar por entregar el problema al 
asegurador y / o al abogado defensor y esperar el resultado; o si por el contrario, se debería conciliar 
o transigir, lo cual, puede ser la solución más rentable que afectar las primas de seguros, y además, 
puede preservar y mejorar las relaciones profesionales con los clientes. 
Quizás los psicólogos pueden definir una secuencia de respuestas por las que pasa un 
profesional después de recibir un reclamo de negligencia profesional (negación, enojo); en este 
sentido, tal vez sea necesario desahogar la frustración con la “injusticia” y la “ridiculez”; y es 
precisamente en este contexto cuando algunos profesionales tienen dificultades para pasar de esta 
etapa a la etapa de “¿Cómo podemos superar esto?”.  
La resolución de esta controversia en los estrados judiciales lleva inmerso un cierto grado 
de desgaste judicial, y también para las partes procesales, dado que la obtención de una sentencia 
resolutoria de la controversia consume diversos recursos sean de carácter monetario o de tiempo. 
Aunque lo cierto es que en la realidad muchas demandas por negligencia tienen, al final, mérito 
suficiente para justificar la consideración del acuerdo; entonces, la pregunta a menudo no es si 
conformarse sino por cuánto tiempo y qué tipo de recursos consumirá; por lo cual, es conveniente 
preguntarse si es mejor un mal arreglo que un buen pleito (Sido, et al., 2019). 
La pregunta de conciliar o defender siempre está presente después de recibir una 
reclamación, razón por la cual se requiere de una revisión constante y una reevaluación de la 
situación por parte del director jurídico y el gestor de riesgos, para con ello determinar la necesidad 
de continuar defendiendo a través del análisis de cuáles podrían ser los resultados posibles, y si 
podría ser más práctico conciliar. Además, es necesario realizar la revisión de la posición, las 
expectativas y las intenciones de la otra parte. En algún momento, la comprensión de estas 
consideraciones llega a un punto en el que lo mejor es conciliar rápidamente la controversia, dado 
que entre más pase el tiempo puede ser más difícil conciliar, amén de haberse gastado recursos 
considerables en la defensa (Sido, et al., 2019). 
Después de trabarse el litigio, éste adquiere vida propia: excepciones, pruebas, alegatos 
etc., lo cual conlleva, también, a que la compañía deba retener expertos para ayudar a abordar los 




Por otro lado, las firmas de consultoría en EUA han aprendido que se sabe cómo inicia un 
litigio pero no cómo termina, por lo que, para gestionar asertivamente el proceso, el consultor debe 
periódicamente hacerse preguntas dirigidas a determinar cuánto costará el litigio, cuánto tiempo 
llevará, cuán predecible será el resultado y cuáles son las opciones para concluirlo ahora o en algún 
momento del proceso.  
Las preguntas que las firmas norteamericanas se hacen ante un litigio, dirigidas a 
sensibilizar a los abogados defensores para que se preocupen por los costos del litigio pueden 
incluir: ¿Se puede eliminar la controversia de manera rápida? ¿En qué momento se puede convocar 
una negociación? ¿Qué información se necesita para defender a la compañía? ¿Hay posibilidad de 
adelantar discusiones informales y negociaciones con el demandante? (Sido, et al., 2019), 
interrogantes que a todas luces resultan interesantes e inquietantes para la comunidad académica 







1. El actuar del interventor debe enmarcarse dentro de los elementos que caracterizan el 
contrato de interventoría, estos son, un profesional que interviene en un proyecto transfiriendo su 
experticia de manera independiente para proveer información y consejo sobre la existencia de 
problemas, proponer soluciones y verificar que la solución que se adopte sea la adecuada, mediante 
la constante inspección, verificación y seguimiento del proyecto, durante un período determinado, 
a cambio del pago de un precio 
2. La caracterización descrita, engloba dos tipos de deberes de conducta: en primer lugar, 
las de un observador de segundo orden, esto es, alguien que, mediante la verificación, seguimiento 
e inspección, observa el sistema, la forma como las partes contractuales lo observan, sus cálculos 
y expectativas, así como a los grupos de interés afectados. En segundo lugar, las de un gestor de 
riesgos, interviniendo por medio de información y consejo, para procurar que no existan 
desviaciones o brechas entre el resultado que se quiere y la realidad. 
 
3. Ser un observador de segundo orden y un gestor de riesgos, evidencia que las 
obligaciones del interventor son de medio, por tanto, el resultado buscado por el sistema no 
depende directamente del actuar propio del interventor; de ahí que, su régimen de responsabilidad 
civil profesional debe girar alrededor de la negligencia en el cumplimiento de sus deberes de 
conducta como interventor, por lo cual, para defenderse, debe demostrar que obró diligentemente 
en función de su rol; siendo con ello improcedente que opere automáticamente la solidaridad entre 
el contratista y el interventor ante la no consecución del fin pretendido por la entidad, ya que esto 
desnaturalizaría el contrato de interventoría como uno de resultado. 
 
4. En ese marco, el riesgo que el empresario interventor deberá gestionar al interior de su 
compañía será la negligencia de su personal como observadores de segundo en la ejecución de sus 
labores de inspección, verificación y seguimiento para la detección de problemas y proposición de 
soluciones. Por tanto, el eje central de la discusión se centrará exclusivamente en la negligencia 
probada por parte del interventor por omitir sus deberes contractuales, particularmente lo atinente 
al incumplimiento de proveer información veraz, confiable, así como proveer el adecuado consejo 




5. Para la gestión del riesgo de negligencia, al interior de la compañía interventora, el 
empresario deberá focalizarse en la maduración del proceso de actores, en el cual, habitan e 
interactúan los profesionales que día a día cumplen esos deberes de conducta, detectando los 
problemas del sistema y sus soluciones, proveyendo información veraz y confiable, así como 
consejos oportunos para la toma de decisiones; por lo que, la adecuada gestión del riesgo de actores 
hace menos probable la consumación del riesgo de negligencia y la consecuente declaratoria de 
responsabilidad civil profesional, a la vez que creará las condiciones para que la compañía genere 
valor, desde una perspectiva de este riesgo como oportunidad 
6. Para finalizar se debe indicar que la gestión del riesgo puro debe analizarse por parte del 
empresario interventor desde el punto de vista de la cultura organizacional de la compañía, 





Resultaría de gran utilidad si en futuras investigaciones se abordara el estudio de la 
responsabilidad disciplinaria y penal derivada de la consumación del riesgo por negligencia por 
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